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A fines de 2009, tras nueve meses en Diputa-
dos y otros nueve meses en el Senado, culmi-
nó el trámite parlamentario de la Ley de Des-
centralización y Participación Ciudadana que, 
promulgada el 13 de setiembre por el Poder 
Ejecutivo, recibió el número 18567.

Con esta aprobación se inició formalmen-
te el proceso de descentralización local en 
Uruguay, que fundamenta la importancia de 
examinar atentamente sus disposiciones para 
dibujar el diseño resultante e identificar poten-
cialidades, dificultades y riesgos de la con-
creta implementación, ya que es de vigencia 
inmediata: el 9 de mayo de 2010 se convocará 
a la elección de las autoridades de 89 munici-
pios en todo el país.

Esta ley, que como se verá fue seguida de 
otras dos complementarias y modificativas, 
es resultado de una iniciativa presidencial que 
tomó estado público en junio de 2007, cuando 
el doctor Vázquez divulgó el primer borrador de 
anteproyecto en el seno mismo del Congreso 
de Intendentes. El tema entró formalmente al 
Parlamento como proyecto en marzo de 2008, 
luego de sucesivas rondas de consultas con 
todos los partidos políticos, y recogió buena 
parte de las observaciones recibidas.

Este proyecto, que desde un comienzo se pen-
só como de vigencia inmediata, pretende im-
plementar la declaración programática incor-
porada en la reforma constitucional de 1996, 
artículo 50: «[…] el Estado impulsará políticas 
de descentralización, de modo de promover el 
desarrollo regional y el bienestar general».

La nueva ley se centra en desarrollar las faculta-
des establecidas por los artículos 262 y 287 de 
la Constitución eludiendo cualquier propuesta 
de reforma constitucional, por lo que parte de 
asumir algunas restricciones al respecto, tales 
como no abordar la cuestión de las juntas de-
partamentales y el carácter honorario de sus 
integrantes, y también de aceptar la realización 
simultánea de las elecciones departamentales 
y locales, así como de aplicar la representación 
proporcional integral abandonando el sistema 
mayoritario de las juntas departamentales.

Adicionalmente, la nueva ley desarrolla exclu-
sivamente la representación político-partidaria 
en las autoridades locales; aunque establece 
la necesidad de avanzar en mecanismos de 
participación social a escala local, introduce la 
figura de la audiencia pública y encomienda a 
los municipios la generación de otros ámbitos 
al respecto.
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La nueva normativa supone un cambio de 
reglas de juego muy significativo, al que to-
dos deberemos adecuarnos, como actores o 
como integrantes del cuerpo electoral, ya que 
hasta la lógica de selección de preferencias se 
verá afectada.

En este trabajo se abordará el análisis de la ley 
n.º 18567, así como de las leyes n.º 18644 y _
n.º 18653, que modifican y complementan 
aquella, y de la reglamentación electoral mu-
nicipal aprobada por la Corte Electoral en la 
circular n.º 8544.

A partir de un recorrido descriptivo, posterior-
mente se examinarán las características del 
diseño del curso de acción resultante de sus 
disposiciones, con especial énfasis en identi-
ficar, además de sus potencialidades, las difi-
cultades de implementación y los eventuales 

riesgos institucionales o de dinámica de fun-
cionamiento.

Por otro lado, se presentarán algunos de los 
principales desafíos que surgen de su vigencia 
inmediata para todo el sistema político nacio-
nal: el gobierno nacional, los gobiernos depar-
tamentales, los partidos políticos y los actores 
políticos y sociales, que serán interpelados en 
su accionar con la nueva normativa.

Corresponde dejar expresa constancia del 
papel que ha desempeñado la Fundación 
Friedrich Ebert en Uruguay al propiciar ám-
bitos de trabajo colectivos de los gobiernos 
departamentales referidos especialmente a la 
profundización democrática nacional, lo que 
ha permitido el análisis y la difusión de estos 
temas tanto en los aspectos logísticos como 
organizativos que se han requerido.
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Principios generales

De los principios generales enunciados en el 
artículo 3, interesa señalar especialmente el 
numeral 1) La preservación de la unidad de-
partamental territorial y política.

Este es un punto relevante, porque uno de los 
riesgos de todo proceso de descentralización 
es la atomización o fragmentación de la ges-
tión de gobierno, y no se trata de eso, sino que 
desde el ángulo de la gestión el objetivo es 
fortalecer 2) La prestación eficiente de los ser-
vicios estatales tendientes a acercar la gestión 
del Estado a todos los habitantes.

Además, surge como relevante otro de los 
principios cardinales, el establecido en el nu-
meral 3) La gradualidad de la transferencia de 
atribuciones, poderes jurídicos y recursos ha-
cia los municipios en el marco del proceso de 
descentralización.

La cuestión de implementar un proceso defini-
do pero de implementación paulatina no siem-
pre es tenido en cuenta en el texto original-
mente aprobado (ley n.º 18567), lo que generó 
dificultades adicionales para la construcción 

de la definición de la voluntad política de todo 
el sistema.

Por ejemplo, en el artículo 23 se establece la 
transformación de todas las juntas locales (in-
tegradas) en municipios, sin importar el tama-
ño de la localidad, lo que generaba algunas 
incongruencias que se intentarán identificar 
en el análisis.

Este punto en particular fue finalmente resuel-
to con la aprobación de la ley n.º 18644, que 
derogó el artículo en cuestión.

Los otros principios enunciados en el artículo 
3 son también significativos, pero, en mi per-
cepción, aquellos constituyen el trípode cen-
tral que será necesario tener presente a la hora 
de la implementación razonable y razonada.

4) La participación de la ciudadanía. Este pun-
to se menciona en varios artículos de la nueva 
ley (1-1 - 3-4 - 5-13-17), pero no se desarrolla 
en el texto aprobado, por lo que queda en ma-
nifestación de intenciones a futuro (aunque 
habilita la generación de ámbitos específicos 
desde los propios municipios o desde las re-
glamentaciones departamentales), salvo lo 
establecido en el artículo 13, numeral 19, que 
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puede ser una herramienta potente si se regla-
menta acertadamente:

Artículo 13. Son cometidos de los Munici-
pios:
[…]
19) Presentar anualmente ante los habitan-
tes del Municipio, en régimen de Audien-
cia Pública, un informe sobre la gestión 
desarrollada en el marco de los compromi-
sos asumidos, y los planes futuros.

La propuesta de no avanzar en institucionali-
zar la participación social se ubica en la per-
cepción de que, en el marco de un proceso 
de larga duración, podría ser excesivamente 
denso afrontar simultáneamente la implemen-
tación de cambios tan relevantes en la repre-
sentación política local y la creación de meca-
nismos de participación social.

Por otro lado, establecer mecanismos dema-
siado rígidos podría impedir la adecuación a 
las peculiaridades locales.

En este sentido, ya en la propuesta presiden-
cial inicial se enfocó la cuestión exclusivamen-
te en las modificaciones de los mecanismos 
de representación política partidaria a escala 
local y en generar un tercer nivel de gobierno.

5) La electividad y la representación propor-
cional integral. La nueva ley establece la elec-
tividad de las autoridades locales (a partir de 
ahora llamadas oficialmente municipios), la 
Constitución (artículo 77.3) prescribe el sistema 
de representación proporcional integral para 
los casos en que la ley determine su designa-
ción mediante elección de los gobernantes.

6) La cooperación entre los municipios para la 
gestión de determinados servicios públicos o 
actividades municipales en condiciones más 
ventajosas. La generación de formas asocia-
tivas entre municipios seguramente se consti-

tuirá en una herramienta potente en la gestión, 
para el aprendizaje individual y colectivo, así 
como para el fortalecimiento de los gobiernos 
locales en su interacción con las estructuras 
centrales.

De alguna manera, en este numeral se extien-
de lo establecido en el inciso 6 del artículo 262 
de la Constitución en referencia a los gobier-
nos departamentales; siguiendo la misma lógi-
ca de habilitar formas asociativas entre niveles 
de gobierno similares, se propician la gestión 
transversal y la circulación de la información y 
de las experiencias horizontalmente.

Existencia de los municipios

La nueva ley establece la prescriptividad1 de 
la existencia de los municipios (artículo 1.1) al 
utilizar la expresión «habrá una autoridad local 
que se denominará Municipio, configurando 
un tercer nivel de gobierno» en aquellas cir-
cunscripciones con una población de por lo 
menos 2.000 habitantes.

Esta obligatoriedad se refuerza en el artículo 
25, que da un plazo de 120 días para que los 
gobiernos departamentales remitan la lista de 
las poblaciones que cumplan con las condi-
ciones y, más aún, en caso de no cumplirse, 
directamente «[…] el Poder Ejecutivo elabo-
rará la nómina correspondiente teniendo en 
cuenta los datos de población que suminis-
trará el Instituto Nacional de Estadística (ine) 
y la remitirá a la Asamblea General. Pasados 
sesenta días, la misma se tendrá por aproba-
da». La ley n.º 18644 redujo a 30 días el tiem-
po de pronunciamiento ficto de la Asamblea 
General.

El texto establece la necesidad de condiciones 
de identidad local, de sentido de pertenencia, 
que puedan dar cuenta de estructuras de go-
bierno local, de la siguiente manera:

1	 Hasta el momento, la integración de las juntas locales centralizadas y autónomas no electivas era facultativa del intendente 
respectivo; si no ejercía la iniciativa y no proponía los nombres de los candidatos a ediles locales a la Junta Departamental, 
ello no generaba efectos.
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Artículo 1
(Inciso 2) Cada Municipio tendrá una po-
blación de al menos dos mil habitantes y 
su circunscripción territorial urbana y 
suburbana deberá conformar una unidad, 
con personalidad social y cultural, con in-
tereses comunes que justifiquen la existen-
cia de estructuras políticas representativas 
y que faciliten la participación ciudadana.

Este es un punto neurálgico a la hora de cons-
tituir gobiernos locales, registrar y fortalecer 
la identidad local: el sentido de pertenencia 
a determinada vecindad o territorio, para no 
fragmentarlo, y a partir de allí potenciar la inci-
dencia de los pobladores en la gestión, con el 
acercamiento del gobierno a los vecinos.

Jurisdicciones

La cuestión de los límites territoriales de cada 
municipio se define por alguno de los siguien-
tes mecanismos, pudiendo siempre compren-
der uno o varios distritos electorales (series de 
credencial):

1.	 Aprobación por la respectiva junta depar-
tamental, a iniciativa del intendente, en 
«Artículo 2. […] las localidades que cum-
plan con las condiciones establecidas 
para la creación de Municipios».2 En estos 
casos el respectivo decreto, con plazo pe-
rentorio para su aprobación (15 de febrero 
de 2010), debe establecer la delimitación 
precisa; de no hacerlo, la referencia serían 
los límites territoriales establecidos por la 
Corte Electoral, en oportunidad de haber 
resuelto la creación de los distritos electo-
rales involucrados.

2.	 Aprobación por la respectiva junta depar-
tamental, a iniciativa del intendente, para 
otras localidades, con plazo perentorio. En 
estos casos, el respectivo decreto debiera 
precisar los límites territoriales; establece 

que: «Artículo 25 [redacción dada por ley 
n.º 18644]. Los Gobiernos Departamenta-
les deberán dar cumplimiento al procedi-
miento previsto en el artículo 2 de la pre-
sente ley, antes del 15 de febrero de 2010 a 
los efectos de la determinación de los Mu-
nicipios a elegirse en el año 2010, y antes 
del 31 de marzo de 2013 para los electos 
en el año 2015».

3.	 Transformación automática de las tres jun-
tas locales autónomas y electivas (Bella 
Unión, Río Branco y San Carlos): «Artícu-
lo 22. [… que], con sus actuales jurisdic-
ciones, se convertirán en Municipios, de 
acuerdo con las disposiciones de la pre-
sente ley […]». En estos casos el territorio 
fue establecido en su ley de creación por 
el Parlamento nacional, a iniciativa del go-
bierno departamental.

4.	 Por iniciativa popular: «Artículo 16. El 15% 
(quince por ciento) de los ciudadanos ins-
criptos en una localidad o circunscripción 
tendrá el derecho de iniciativa ante el Go-
bierno Departamental en los asuntos de 
su competencia, incluida la iniciativa para 
constituirse en Municipio».

En este caso, la Junta Departamental, a inicia-
tiva del intendente, podrá disponer la creación 
del municipio respectivo, aunque se trate de 
una población de menos de 2.000 habitantes. 
La propia iniciativa o la norma de creación es-
tablecerán el territorio, atendiendo a su corres-
pondencia con los distritos electorales, que 
permita concretar la electividad.

Por otro lado, se establece: «Artículo 8. En 
aquellas zonas del territorio donde no exista 
Municipio, las competencias municipales se-
rán ejercidas por el Gobierno Departamental». 
Seguramente en referencia a las poblaciones 
de menos de 2.000 habitantes que no ejercie-
ron o no fueron contempladas en su iniciativa 
de municipalizarse, así como (para el período 

2	 La transformación automática de las actuales juntas locales integradas, con su respectiva jurisdicción, establecida inicial-
mente por el artículo 23 de la ley n.º 18567, cayó al ser derogada por la ley n.º 18644.
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2010-2015) en referencia a aquellas localida-
des de entre 2.000 y 5.000 habitantes que no 
hubieren sido incluidas en el mínimo de dos 
municipios por departamento, y también a las 
capitales departamentales a las que el inten-
dente no haya constituido en municipios.

Con la derogación del artículo 23 de la ley _
n.º 18567, esta situación se aplicaría a aque-
llas jurisdicciones de actuales juntas locales 
que no se transformaran en municipios en 
2010, porque tienen menos de 5.000 habitan-
tes (donde no es obligatorio) y no son compu-
tadas para el mínimo de dos municipios por 
departamento.

Lo dispuesto en el artículo 8 también sería 
aplicable a los casos a los que en el decreto 
departamental de creación de los municipios 
(por prescripción legal o por iniciativa del in-
tendente) se les hubiera fijado explícitamente 
jurisdicción restringida a la respectiva área ur-
bana y suburbana de la localidad sede.

¿Mancha de viruela 	
o áreas de influencia?

Es necesario señalar que existe una zona de 
interpretación dual sobre la jurisdicción territo-
rial de los municipios.

Por un lado, los antecedentes históricos apli-
cados hasta el momento en el país refieren 
a la delimitación de las circunscripciones de 
las autoridades locales, que comprenden las 
áreas urbanas (en la localidad sede), suburba-
nas (en su periferia) y rurales (en su área de 
influencia), tal como se desprende de las ex-
presiones mencionadas, en las que se alude 
a «localidad o circunscripción» (art. 16), «con 
sus actuales jurisdicciones» (art. 22), «sus res-
pectivos límites territoriales, estos podrán con-
tener más de una circunscripción electoral, 
respetándose las ya existentes» (art. 2).

Por otro lado, aunque no parece congruente 
con los antecedentes históricos, el texto de la 
ley n.º 18567 podría interpretarse en el sentido 

de que el territorio de estas nuevas autoridades 
locales (municipios) estaría limitado solamente 
al casco urbano y suburbano de las localida-
des, separados entre sí por zonas rurales bajo 
dependencia directa del gobierno departamen-
tal (sistema tipo mancha de viruela).

Esta acepción restrictiva del territorio munici-
pal, que ha sido utilizada por algunos depar-
tamentos, se apoya en el artículo 1 de la ley 
n.º 18567 cuando expresa con relación a los 
municipios que «[…] su circunscripción territo-
rial urbana y suburbana deberá conformar una 
unidad, con personalidad social y cultural, con 
intereses comunes que justifiquen la existen-
cia de estructuras políticas representativas y 
que faciliten la participación ciudadana».

En este caso la variación sobre los criterios vi-
gentes sería sustancial, lo que genera dificul-
tades adicionales de envergadura.

De hecho, la historia nacional de creación de 
juntas locales se ha referido a jurisdicciones 
territoriales asociadas a los límites de las sec-
ciones judiciales (excepcionalmente policia-
les), y estas cubren todo el territorio departa-
mental.

La relativa ambigüedad del texto, aunque, en 
mi percepción, no del contexto, sustentaría la 
necesidad futura de aclaración específica en 
normas complementarias o reglamentarias.

En la misma línea de reflexión, al establecerse 
la electividad de las autoridades locales, cada 
gobierno departamental establecerá los distri-
tos electorales (series de credencial) que co-
rresponderá computar para cada jurisdicción 
territorial y, como no es posible discriminar 
dentro de cada serie los habitantes rurales de 
los urbanos, se generará una suerte de ciuda-
danos clase A y clase B.

Si la competencia municipal fuera exclusiva-
mente urbana, los ciudadanos del área rural 
votarían pero no serían afectados por el gobier-
no, y eventualmente podrían incluso llegar a ser 
gobernantes locales externos al Municipio.
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Jurisdicciones municipales versus  
distritos electorales
Del examen de las resoluciones de la Corte 
Electoral que oportunamente delimitaron tex-
tualmente el territorio de los distritos electorales 
(series de credencial), surgen dificultades de tal 
envergadura que en numerosos casos hacen 
imposible su aplicación estricta para determi-
nar las jurisdicciones de los municipios.

Estas resoluciones de la Corte Electoral en 
la mayoría de los casos fueron emitidas hace 
décadas y no han sido revisadas consideran-
do la evolución demográfica, ni utilizando las 
nuevas tecnologías digitales, ni la cartografía 
oficial del Servicio Geográfico Militar con de-
terminaciones georreferenciadas precisas.

Al crearse un tercer nivel de gobierno y de ad-
ministración, con autoridades electivas que 
asumirán competencias sobre el territorio, es-
tas cuestiones pasan a ser relevantes.

Hasta el momento, en la medida en que la dis-
tribución en distritos electorales no afectaba 
la cuestión local (sin autoridades electivas, 
salvo Río Branco, Bella Unión y San Carlos), 
la dificultad era menor porque la suma de los 
votos emitidos en el departamento era el dato 
necesario para la adjudicación de los cargos 
de intendente y de ediles departamentales.

En este sentido, es imprescindible identificar el 
desafío, para el mediano plazo, de ajustar los 
límites territoriales de los distritos electorales 
a las jurisdicciones municipales que determi-
ne cada gobierno departamental atendiendo 
a las identidades locales y al sentido de perte-
nencia de la población.

Las principales dificultades registradas por la 
descripción en el texto de las resoluciones de 
la Corte Electoral sobre los límites actuales de 
los distritos electorales son las siguientes:

la descripción de los límites de un distrito 
comienza en un punto del mapa y termi-
na en otro, con lo cual el polígono queda 
abierto;



los límites territoriales de distritos electora-
les que determinan polígonos se superpo-
nen. Esta dificultad, que podría no llegar a 
ser relevante en el otorgamiento de una u 
otra serie de credencial, es sustancial a la 
hora de establecer las referencias para el 
gobierno del territorio. Se generarían múl-
tiples zonas de disputa de competencia 
entre municipios;

el territorio adjudicado a los distritos elec-
torales de un departamento no cubre toda 
su superficie, deja huecos de dimensiones 
significativas que a los efectos del gobier-
no del territorio son un problema de enver-
gadura;

la descripción de los límites de los distri-
tos electorales alude a referencias que no 
existen desde hace décadas, por lo que es 
muy difícil o imposible determinarlos con 
precisión. Por ejemplo: «línea de media 
tensión de columnas de hierro que corre 
de Sur a Norte»;

la descripción de los límites de los distri-
tos alude a datos imprecisos. Por ejemplo: 
«cuchilla que corre de Este a Oeste»;

la referencia a datos de casi imposible de-
finición actual por la inexistencia de padro-
nes referidos (por divisiones o por cambio 
de propietario). Por ejemplo: «límite Sur del 
padrón de la familia Perdomo»; «ángulo su-
roeste del padrón propiedad de…»; «límite 
Norte del padrón n.º…»;

la referencia a accidentes geográficos que 
según la cartografía oficial del Servicio 
Geográfico Militar no existen. Por ejemplo: 
«cañada sin nombre, que pasa aproxima-
damente a 100 metros de…»;

los límites de los distritos electorales, fija-
dos décadas atrás, no reflejan la evolución 
demográfica del lugar y, como consecuen-
cia, el límite entre dos distritos electorales 
pasa por el medio de una localidad, lo que 
atenta contra uno de los principios car-
dinales del diseño de descentralización 
impulsado, como el fortalecimiento de la 
identidad local, el sentido de pertenencia, 
etcétera.














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En resumen, en numerosos casos la delimi-
tación territorial de los distritos electorales no 
es adecuada para definir la jurisdicción de los 
municipios. Sin perjuicio de resolver esta si-
tuación a futuro, ha sido imprescindible definir 
un criterio para mayo de 2010.

El departamento con mayores dificultades es 
Canelones, que registra casos de todos los 
ejemplos mencionados. Por ello la solución 
adoptada, por unanimidad de los partidos 
políticos representados en la Junta Departa-
mental, ha sido respaldar la propuesta del in-
tendente, que fue refrendada por el mensaje 
del Poder Ejecutivo a la Asamblea General, ra-
tificada por el Parlamento por medio de la ley _
n.º 18644 y aceptada por la Corte Electoral en 
la circular n.º 8544.

Las características de esta solución son las 
siguientes.

La delimitación precisa de las jurisdicciones 
territoriales de todos los municipios del depar-
tamento, que en el caso de Canelones incluye 
todas las juntas locales existentes. Esta deci-
sión de transformación de todas las juntas lo-
cales existentes en municipios implicó generar 
la iniciativa del intendente referida a la capital 
departamental y a las localidades de menos 
de 5.000 habitantes.

También implicó aplicar el criterio histórica-
mente vigente de que las jurisdicciones terri-
toriales de las autoridades locales abarcaran 
las plantas urbanas y suburbanas de las lo-
calidades sedes de las oficinas municipales, 
así como de localidades menores en algunos 
casos, y de las áreas rurales de influencia de 
cada una de ellas.

La aplicación de este criterio significa que todo 
el mapa del departamento está divido en dis-
tintas jurisdicciones municipales y por tanto 
no quedan zonas sin competencia municipal.

La delimitación geográfica de las diferentes ju-
risdicciones se efectuó aplicando un protoco-
lo metodológico que registra la conectividad 
física con la localidad sede de cada zona, el 

sentido de pertenencia de la población a de-
terminada localidad y la existencia de cierta 
acumulación previa de actuaciones colectivas 
vinculadas en estos casos a la integración de 
las juntas locales.

Complementariamente, en función de la con-
vocatoria para elecciones municipales en 
mayo de 2010, se determinaron el o los dis-
tritos electorales que corresponderá computar 
en cada municipio para la adjudicación de los 
respectivos cargos.

A estos efectos, en los casos en que se super-
ponían zonas o en que el límite de los distritos 
electorales no coincidía con las jurisdicciones 
municipales, se adjudicó al municipio del que 
ese distrito tiene mayor población.

El caso de las capitales

El texto establece la posibilidad de existencia 
de uno o más municipios en las capitales de-
partamentales. En ese caso se requieren la ini-
ciativa del intendente y la anuencia de la Junta 
Departamental.

Corresponde señalar que hasta la reforma 
constitucional de 1996 tal posibilidad estuvo 
expresamente prohibida.

Artículo 1
[…]
(Inciso 3) […] Para la constitución de Muni-
cipios dentro de las capitales departamen-
tales se requerirá iniciativa del Intendente 
y aprobación de la Junta Departamental 
en concordancia con lo establecido por el 
inciso segundo del artículo 262 de la Cons-
titución de la República.

Constitución, inciso 2 de 262
Podrá haber una autoridad local en toda 
población que tenga las condiciones míni-
mas que fijará la ley. También podrá ha-
berla, una o más, en la planta urbana de las 
capitales departamentales, si así lo dispone 
la Junta Departamental a iniciativa del In-
tendente.
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Esta posibilidad será utilizada solamente en el 
caso de las ciudades de Canelones y de Mal-
donado; en la primera ya existía una junta local 
creada a iniciativa del intendente Carámbula 
en julio de 2006, y en la segunda por iniciativa 
del intendente De los Santos y aprobada por la 
Junta de Maldonado en el decreto de creación 
de los municipios de febrero de 2010.

El caso de Montevideo supone la creación de 
ocho municipios en todo el departamento, que 
cubren todo el territorio en virtud del agrupa-
miento de las actuales 18 juntas locales.

La aplicación de este criterio, a partir de la inicia-
tiva del intendente y la aprobación por la Junta 
Departamental, implica por un lado que se in-
cluyan en el mismo municipio áreas urbanas, 
suburbanas y rurales coincidiendo con criterios 
históricos vigentes en otros departamentos.

Por otro lado, se delimitan las jurisdicciones 
municipales tomando a zonas de la ciudad 
capital, estrictamente hablando, junto con lo-
calidades que no la integran, como por ejem-
plo los pueblos Santiago Vázquez y Abayubá, 
y zonas que fueron localidades (y lo siguen 
siendo formalmente pero integran la mancha 
urbana continua) como Colón, Peñarol y Saya-
go, lo que generó algunas rispideces de tipo 
político-administrativo que se tradujeron en la 
interposición de un recurso de inconstitucio-
nalidad del decreto departamental.3

Primera instalación

Un cambio de normativa de tal relevancia im-
plica, por un lado, la necesidad de establecer 
un régimen de transición entre las autoridades 
locales existentes y las electas que asuman la 
conducción de los municipios, y por otro lado, 
identificar la lista de localidades que serán se-
des de los municipios a partir del 2010.

Este es un dato sustancial, porque para esas 
jurisdicciones, que deberán coincidir con una 

o varias circunscripciones electorales, debe-
rán implementarse el proceso electoral local y 
su reglamentación específica.

En este sentido, el mecanismo del texto apro-
bado otorga la oportunidad de iniciativa al res-
pectivo intendente para elaborar la lista de las 
localidades que cumplan con las condiciones 
de población e identidad establecidas en el 
texto, para someterla a la consideración de la 
Junta Departamental y, complementariamen-
te, en caso de considerarlo oportuno, ejercer 
el derecho de iniciativa privativa incluyendo lo-
calidades adicionales.

Artículo 2. La Junta Departamental, a 
propuesta del Intendente, definirá la nómi-
na de las localidades que cumplan con las 
condiciones establecidas para la creación 
de Municipios y sus respectivos límites te-
rritoriales, estos podrán contener más de 
una circunscripción electoral […].

El texto no menciona qué debe hacer cada go-
bierno departamental una vez confeccionada 
la lista de futuros municipios; se presume que 
esta debe llegar a la Corte Electoral, a la Jun-
ta Electoral Departamental, al Poder Ejecutivo 
y, naturalmente, ser de público conocimiento 
para que los partidos políticos actúen en con-
secuencia en la postulación de candidatos.

En el marco de la prescriptividad establecida 
en el texto (artículo 1 de la ley n.º 18567) para 
la existencia de municipios, se fijó un plazo 
inicial para la elaboración de la lista de muni-
cipios en cada departamento, que por la ley 
complementaria n.º 18644 se extendió hasta 
el 15 de febrero de 2010 y se fijó el vencimien-
to del plazo para el siguiente período en el 31 
de marzo de 2013.

Ley n.º 18567, artículo 25. Los Gobiernos 
Departamentales deberán dar cumplimiento 
al procedimiento previsto en el artículo 2 de 
la presente ley, en un plazo de ciento veinte 
días contados a partir de su promulgación.

3	 El texto de este recurso se incluye en el anexo 8.
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Ley n.º 18644, artículo 4. Modifícase el 
artículo 25 de la Ley n.º 18567, de 13 de 
setiembre de 2009, que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 25. Los Gobiernos Departamen-
tales deberán dar cumplimiento al pro-
cedimiento previsto en el artículo 2 de 
la presente ley, antes del 15 de febrero de 
2010 a los efectos de la determinación de 
los Municipios a elegirse en el año 2010, 
y antes del 31 de marzo de 2013 para los 
electos en el año 2015.

Actuación del Poder Ejecutivo

Se establece un mecanismo alternativo para el 
caso de incumplimiento departamental (total 
o parcial), esto es, lisa y llanamente no haber 
ejercido la facultad otorgada por la ley para 
definir los municipios que correspondiesen, 
o haberlo efectuado pero omitiendo algunos 
aspectos necesarios.

En esa situación el Poder Ejecutivo nacional 
directamente elaborará la nómina a partir de 
los datos del ine, con lo que se asegurará que 
efectivamente se instalen los municipios que 
correspondan en cada departamento supe-
rando eventuales reticencias de algunos acto-
res e introduciendo el principio de la estanda-
rización del modelo.

Esta disposición intenta superar la dificultad 
actual referida a la integración de las juntas 
locales, ya que de no mediar la iniciativa del 
intendente no existe mecanismo alternativo, 
no hay cláusula gatillo.

Sin embargo es necesario señalar que el me-
canismo, al disponerse desde la estructura 
central nacional, podría restringir las posibi-
lidades de evaluación de las identidades lo-
cales, las áreas de influencia y el sentido de 
pertenencia, si bien en términos garantistas 
antes de quedar firmes deben pasar por el 

Parlamento como forma de generar un ámbito 
de debate público sobre el tema que elimine la 
eventual discrecionalidad presidencial.

Artículo 25
[…]
(Inciso 2, en la redacción dada por la ley 
n.º 18644.) En caso de incumplimiento 
total o parcial, vencidos dichos plazos el 
Poder Ejecutivo elaborará la nómina co-
rrespondiente teniendo en cuenta los datos 
de población que suministrará el Institu-
to Nacional de Estadística y la remitirá a 
la Asamblea General. Cumplidos treinta 
días, la misma se tendrá por aprobada.

La norma no establece plazo específico para 
el envío del mensaje presidencial con la nó-
mina de todos los municipios del país, ni defi-
ne su categoría jurídica (mensaje informativo, 
proyecto de ley, etc.).

Sin embargo, vistos el calendario electoral, la 
necesidad de conocer con precisión las con-
vocatorias a formular, la información a la ciuda-
danía y todo lo referente a la implementación 
concreta por la Corte Electoral, los plazos para 
la actuación del Poder Ejecutivo son exiguos.4

La ambigüedad legal fue resuelta por el propio 
Parlamento. Una vez recibido el mensaje del 
Poder Ejecutivo por la Asamblea General, el 
cuerpo dispuso su tratamiento por cada una 
de las cámaras; fue aprobado con formato de 
ley (la tercera ley de descentralización) votada 
por todos los partidos y superando amplia-
mente los dos tercios de votos en cada cáma-
ra (requisito para las leyes que afectan temas 
electorales), adoptando el número 18653 al 
ser promulgada el 15 de marzo de 2010.5

La actuación del Poder Ejecutivo da cuenta de 
tres categorías de situaciones referidas al ejer-
cicio de la facultad de cada gobierno depar-
tamental de fijar la nómina de sus municipios 
para las elecciones de mayo de 2010:

4	 El texto del mensaje del Poder Ejecutivo se encuentra en el anexo 3.
5	 El texto completo se encuentra en el anexo 4.
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I)	 Departamentos donde no hubo resolución 
del respectivo gobierno departamental: 
Colonia, Lavalleja y Soriano.

	 En los dos primeros casos, el proyecto 
enviado por el intendente no fue tratado 
por la Junta Departamental, por lo que el 
Poder Ejecutivo, al constatar que los da-
tos suministrados por el ine coincidían con 
la propuesta enviada por el intendente, lo 
hizo suyo.

	 En el caso de Soriano, el intendente no 
envió proyecto alguno a la Junta Departa-
mental, por lo que el Poder Ejecutivo iden-
tificó los dos municipios que correspondía 
crear, con sus distritos electorales corres-
pondientes.

II)	 Departamentos con decisión del gobierno 
departamental cuya determinación de lími-
tes requiere precisiones: Artigas, Durazno, 
Flores, Maldonado, Montevideo, Rivera, 
Tacuarembó y Treinta y Tres. En virtud de 
que en los decretos departamentales no 
figuraban los distritos electorales de cada 
municipio o no eran totalmente correctos, 
el mensaje del Poder Ejecutivo efectuó los 
ajustes necesarios.

III)	 Departamentos con decreto de la Junta 
Departamental que no merecen observa-
ciones, ya que esos gobiernos departa-
mentales cumplieron adecuadamente con 
la ley, en opinión del Poder Ejecutivo (por 
lo que los incluye en el mensaje a título in-
formativo), definiendo los municipios y sus 
respectivos límites territoriales y estable-
ciendo los distritos electorales a computar 
en cada uno. Es el caso de Canelones, Ce-
rro Largo, Florida, Paysandú, Río Negro, 
Rocha, Salto y San José.

Fecha de asunción 	
de las autoridades locales

Las normas constitucionales no determinan 
la fecha de asunción de las autoridades loca-
les, cuya creación, características y cometidos 
facultan a ser establecidos por la ley, aunque 
sí establecen la fecha de convocatoria de las 

elecciones, que deberá coincidir con la de in-
tendentes y ediles departamentales (artículo 
77.9).

La Constitución establece específicamente la 
fecha en que intendente y ediles departamen-
tales deben asumir las funciones para las que 
fueron electos:

Artículo 262. El Gobierno y la Administra-
ción de los Departamentos, con excepción 
de los servicios de seguridad pública, serán 
ejercidos por una Junta Departamental y un 
Intendente. Tendrán sus sedes en la capital 
de cada Departamento e iniciarán sus fun-
ciones sesenta días después de su elección.

Sin embargo, nada dice sobre las autoridades 
locales, a pesar de aludir al tema en el inciso 
siguiente del mismo artículo:

Podrá haber una autoridad local en toda 
población que tenga las condiciones míni-
mas que fijará la ley. También podrá ha-
berla, una o más, en la planta urbana de las 
capitales departamentales, si así lo dispone 
la Junta Departamental a iniciativa del In-
tendente.

Este tratamiento diferencial permite razonar 
que si el constituyente hubiera deseado que 
las fechas coincidieran taxativamente, lo ha-
bría expresado claramente. Al no hacerlo, el 
principio posible sería que tal determinación 
la tuviera la ley específica.

De hecho, en la discusión parlamentaria el 
tema estuvo presente, y en algún momento 
en que la implementación de la ley original 
(18567) estuvo en duda se llegó a manejar la 
posibilidad de incluir en la primera ley comple-
mentaria una fecha de asunción diferida para 
enero de 2011, con la argumentación de ha-
cerla coincidir con la vigencia del nuevo pre-
supuesto quinquenal de cada departamento.

Pero el dato de la normativa aprobada es que 
ninguna de las tres leyes de descentralización 
(18567, 18644 y 18653) aborda el tema, que se 
mantiene sin definición precisa.
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Si se examina la cuestión en términos con-
textuales, en la medida en que la elección se 
realiza el mismo día parece razonable que la 
asunción se realice también en la misma fecha 
en que asumen los intendentes y los ediles de-
partamentales, o, a lo sumo, en una fecha muy 
próxima.

Visto que el punto no está resuelto y no pare-
ce probable que se emita una reglamentación 
nacional en tiempo y forma que determine la 
cuestión, es necesario establecerlo en alguna 
norma, por lo menos con rango de decreto de-
partamental, pero siguiendo criterios de razo-
nabilidad institucional, política y fáctica.

La razonabilidad institucional alude a que, una 
vez conocidas las autoridades electas para 
cada municipio y asumidas las respectivas 
funciones por las autoridades departamenta-
les, no es sensato postergar innecesariamen-
te la instalación de los municipios que corres-
pondan sin respaldo normativo alguno.

La razonabilidad política alude a la natural as-
piración de los actores políticos electos a ocu-
par los cargos para los que fueran oportuna-
mente proclamados por la Corte Electoral.

La razonabilidad fáctica alude a las dificulta-
des estrictamente operativas para la realiza-
ción de las ceremonias de asunción de cada 
municipio.

Considerando que la dimensión de la innova-
ción institucional que se inaugurará es de gran 
magnitud para todo el sistema político nacio-
nal, para afrontar, en términos institucionales, 
la profundización democrática del país acer-
cando el gobierno a la gente, es relevante que 
sea posible potenciar las ceremonias de asun-
ción de tal forma que se realicen con la mayor 
difusión y participación de los vecinos.

Por otra parte, es natural que el intendente y 
los ediles departamentales, así como los dipu-
tados y otras figuras de gobierno, deseen estar 
presentes en cada municipio, tanto en términos 
estrictamente institucionales como para respal-
dar a los integrantes de su partido político.

En la mayoría de los departamentos el número 
de municipios a instalarse es reducido, por lo 
que cumplir todos estos requisitos será relati-
vamente accesible, si no el mismo día, en los 
inmediatos siguientes, ya que la mayor dificul-
tad no será el número de municipios a instalar 
sino las distancias a salvar entre uno y otro.

El caso paradigmático será el de Canelones, 
departamento en el que seguramente la ins-
talación de 29 municipios en horarios que 
faciliten la participación de autoridades y de 
vecinos insumirá varios días.

Además de los detalles burocrático-adminis-
trativos, muy importantes, como la elabora-
ción de actas notariales de toma de posesión 
que reflejen las actas de proclamación de las 
autoridades electorales, el arqueo de valores, 
el registro de firmas y la realización de la se-
sión inaugural.

Por ello, para aventar incertidumbres y suspica-
cias, lo mejor sería que se estableciera vía re-
glamentaria antes de las elecciones que en un 
plazo máximo de por ejemplo 15 días después 
de la asunción del intendente y de los ediles de-
partamentales deberá concretarse la asunción 
de todos los municipios del departamento.

El caso de las actuales 	
juntas locales

Finalmente, luego de numerosos cabildeos in-
terpartidarios que pusieron en duda la efectiva 
implementación de la Ley de Descentralización 
(18567), en los que se identificaron diferencias 
dentro de cada una de las bancadas, se apro-
bó una segunda ley (18644), complementaria 
y modificativa de la primera, mediante la cual 
se concretó un acuerdo realizado en el Sena-
do meses antes que derogaba el artículo 23 
de aquella.

Este artículo establecía la transformación au-
tomática en municipios de todas las juntas lo-
cales integradas a la fecha de promulgación 
de la ley para mayo de 2010, sin vinculación 
con la población de cada una.
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Esta disposición generaba varias dificultades, 
por un lado no recogía la diferencia, política-
mente muy significativa, entre juntas locales 
integradas y existentes y, por otro lado de he-
cho otorgaba un premio a los intendentes (y 
partidos) más renuentes al proceso de des-
centralización.

Es un dato de la realidad que en muchas de 
las juntas locales legalmente existentes en el 
país no han sido designados los respectivos 
ediles locales por responsabilidad de los in-
tendentes que, premeditadamente, no han 
ejercido la iniciativa de proponer a la Junta los 
nombres para ocupar los cargos, funcionando 
las oficinas administrativas de cada una a car-
go de personal de su confianza directa.

En este sentido, aludir exclusivamente a jun-
tas locales integradas no parecía acertado, ya 
que se traduciría concretamente en fortalecer 
la actuación política de aquellos intendentes 
(y partidos) que han omitido integrar las exis-
tentes, en lugar de elaborar mecanismos con-
gruentes con la intención de estandarizar la 
existencia de gobiernos locales reduciendo la 
mencionada capacidad de maniobra central.

Desde otro ángulo, el texto del artículo 23 
(ahora derogado) no recogía el principio de 
gradualidad, ya que no establecía un ritmo 
acompasado (a criterio de cada gobierno de-
partamental) para ir transformando en munici-
pios a las actuales juntas locales con criterios 
similares a los establecidos para las localida-
des en las que no las hubiera (artículo 24).

Podría ser congruente igual ritmo: en 2010 las 
que tuvieran más de 5.000 habitantes y en 
2015 las que tuvieran más de 2.000, lo que 
facilitaría el proceso de municipalización elec-
tiva de los gobiernos locales, sin perjuicio de 
que el proceso se acelerara a iniciativa del res-
pectivo intendente.

Esta es finalmente la solución resultante de la 
aprobación de la ley complementaria.

Este punto es relevante, ya que se podrían ge-
nerar dificultades operativas de envergadura, 

más allá de las voluntades políticas, en las lo-
calidades pequeñas en las que seguramente 
la masa crítica de infraestructura y las exper-
ticias burocráticas son menores, así como la 
permeabilidad a las presiones corporativas, 
con lo cual el riesgo de frustración del instru-
mento para acercar el gobierno a la gente au-
menta considerablemente.

Este ha sido un punto crítico en la evaluación 
de diferentes intendencias a la hora de afron-
tar la implementación de la ley.

Por otro lado, queda una cuestión a dilucidar: 
las juntas locales existentes que no pasaran 
a ser municipios electivos en 2010, sea por 
no tener la población mínima requerida, por 
no estar incluidas en el mínimo de dos por 
departamento o por no haber sido objeto de 
iniciativa del intendente para transformarse en 
municipios ¿dejarían de existir?

En este aspecto es necesario señalar que a 
partir de la reforma constitucional de 1996 y 
hasta el presente las juntas locales se han re-
gido por un régimen transitorio de la norma, 
la disposición transitoria Y): «Mientras no se 
dicten las leyes previstas por los artículos 262 
y 287, las autoridades locales se regirán por 
las siguientes normas».

Es perfectamente sustentable la interpretación 
de que una vez vigente la ley n.º 18567 no se 
podría mantener una doble normativa referida 
a autoridades locales, lo que distorsionaría el 
nuevo régimen de descentralización local y 
sería contradictorio con la previsión constitu-
cional mencionada.

La consecuencia de esta interpretación es que 
a partir de mayo de 2010 solamente existirán 
municipios electivos.

No obstante, en esta hipótesis, en las zonas 
donde no hubiera municipios el intendente po-
dría crear oficinas delegadas con determina-
da jurisdicción territorial e integrar comisiones 
especiales delegadas en el marco del artículo 
278 de la Constitución, estableciendo su ré-
gimen de funcionamiento, que incluso podría 
ser similar al de los municipios.
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Este instrumento podría ser también de utilidad 
para generar una acumulación previa a nivel 
local en las cuestiones de adoptar decisiones 
de gobierno que permitiera la futura creación 
de municipios en mejores condiciones.

Integración

Los gobiernos de tercer nivel que se crean por 
esta ley tendrán una dimensión colegiada, ya 
que están «integrados por cinco miembros» y 
una dimensión unipersonal, el «Alcalde [que] 
presidirá el Municipio» (artículo 9), con potes-
tades diferentes y complementarias; se esta-
blece un balance interesante aunque comple-
jo entre ambas dimensiones.

En este aspecto, debe registrarse que la lógica 
de las juntas locales en las que oportunamen-
te fueron designados sus integrantes (ediles 
locales) es de cinco más uno.

Esto es, cinco bancas de ediles locales que 
asumen la representación político-partidaria 
de la localidad propuestos por el intendente 

y con aprobación de la Junta Departamental, 
y un secretario designado directamente por el 
intendente.

Los ediles locales son honorarios y el secreta-
rio es funcionario del gobierno departamental, 
por tanto es el conductor cotidiano de las ofici-
nas administrativas de cada lugar, además de 
contar con conexión política y personal con el 
intendente.

Complementariamente, el partido político del 
intendente cuenta con mayoría absoluta en 
cada una de las juntas locales del departa-
mento.

La lógica de los municipios a instalarse en 
2010 es diferente, ya que el alcalde (presi-
dente) de cada uno es solamente el primero 
entre pares de un cuerpo colectivo. Si bien 
tendrá potestades específicas, las decisiones 
más importantes deberán ser tomadas por el 
cuerpo, que podrá no contar con mayoría del 
partido del alcalde e, incluso, podría ser con-
ducido por un partido diferente del partido del 
intendente.
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La electividad de los integrantes de los munici-
pios se establece en el artículo 9:

Los Municipios serán órganos integrados 
por cinco miembros y sus cargos serán de 
carácter electivo.

La adjudicación de los cargos también se 
menciona en el texto aprobado:

Artículo 9 (inciso 2). Serán distribuidos 
por el sistema de representación propor-
cional integral.

De todas formas, a partir de la decisión de 
electividad de tales cargos su implementación 
queda comprendida por lo dispuesto consti-
tucionalmente en el artículo 77, numerales 3 
y 9.

Constitución: artículo 77

El sufragio se ejercerá en la forma que 
determine la Ley, pero sobre las bases si-
guientes:
[…]
3) Representación proporcional integral.
[…]

9) (inciso 3)
La elección de los Intendentes, de los 
miembros de las Juntas Departamentales y 
de las demás autoridades locales electivas, 
se realizará el segundo domingo del mes 
de mayo del año siguiente al de las eleccio-
nes nacionales.

Esto significa que la elección de los municipios 
deberá ser simultánea a las elecciones depar-
tamentales, y que, según el artículo 77.9, inci-
so 3: «Las listas de candidatos para los cargos 
departamentales deberán figurar en una hoja 
de votación individualizada con el lema de un 
partido político».

La implementación concreta de este punto es 
significativa por sus consecuencias referidas 
a la claridad del proceso decisorio de cada 
ciudadano y de la presentación de los candi-
datos.

Fue necesario decidir si la disposición cons-
titucional se traduciría en que en una misma 
hoja de votación fueran los candidatos de 
todos los municipios de un departamento, o 
en que habría tantas hojas de votación como 
municipios y, también, en si todos los candi-
datos a todos los cargos (intendente, ediles _
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departamentales y concejales municipales) 
irían en una misma hoja de votación, o se de-
berían presentar en hojas separadas lo depar-
tamental y lo local.

La solución elegida no es neutra, tiene efectos 
sobre el escenario de mayo.

a)	 Hoja única. Si se dispusiera que todas las 
listas de candidatos (a intendente, a ediles 
departamentales y a concejales) fueran en 
una única hoja de votación, el voto a las 
autoridades locales quedaría atado al voto 
al intendente. Esta solución restringiría el 
margen de independencia del ciudadano, 
aunque facilitaría el escrutinio, con la difi-
cultad práctica del tamaño y la densidad 
de las hojas de votación (hojas sábanas).

b)	 Hojas separadas departamentales-loca-
les. Si se dispusiera que la presentación 
electoral fuera en una hoja para los cargos 
departamentales (intendente y ediles) y en 
otra hoja para los cargos locales (conce-
jales) de todos los municipios de un de-
partamento, se ampliarían las opciones 
ciudadanas al permitir el cruce entre hojas 
de votación dentro de un mismo lema. Sin 
embargo, en los departamentos con nu-
merosos municipios persistiría la dificultad 
de hojas sábanas, por más que se compu-
tara el voto solamente para los candidatos 
correspondientes a la serie de credencial 
del ciudadano.

c)	 Hojas de votación separadas departamen-
tales y locales por municipio. Si se dispu-
siera que hubiera una hoja de votación con 
las listas de candidatos a la Intendencia y a 
la Junta Departamental por un lado, y una 
hoja de votación separada por cada uno 
de los municipios por otro, las opciones 
del elector se ampliarían y, sobre todo, se 
clarificarían. Le sería posible votar por los 
candidatos de su preferencia a cargos de-
partamentales y en hoja separada por los 
candidatos a cargos locales, sin incluirlos 
junto con los de otros municipios. Sin em-
bargo, en este caso, si llegara a conside-
rarse objeto extraño la introducción de una 
hoja de votación de un municipio del mis-

mo departamento pero equivocado, ello 
podría ser causal de anulación de todo el 
voto (incluido el voto al intendente y a los 
ediles departamentales). La proporción de 
votos anulados en el caso de municipios 
vecinos sería muy alta, lo que complicaría 
el escrutinio y, tal vez, alteraría la voluntad 
del cuerpo electoral.

Estas cuestiones, además de las dificultades 
para que la Corte Electoral asumiera compe-
tencia, dada la manifiesta reticencia de sus au-
toridades a involucrarse en el proceso, fueron 
objeto de intensos cabildeos entre los diver-
sos actores políticos e institucionales.

De hecho, objeciones sobre el punto fueron ar-
gumentos esgrimidos para derogar lisa y llana-
mente la ley n.º 18567, o para, eufemísticamen-
te, postergar su aplicación un quinquenio.

Algunos ministros de la Corte Electoral esgri-
mían el dato de que la ley no encomendaba 
expresamente al organismo competencia en 
el acto de las elecciones municipales, aun 
cuando debieran realizarse el mismo día y 
en el mismo acto que las elecciones depar-
tamentales.

Llamativamente, tales objeciones parecían no 
registrar lo dispuesto por el artículo 322 de 
la Constitución, que establece con absoluta 
claridad que le compete a la Corte Electoral: 
«Conocer en todo lo relacionado con los ac-
tos y procedimientos electorales [y] decidir en 
última instancia sobre todas las apelaciones y 
reclamos que se produzcan, y ser juez de las 
elecciones de todos los cargos electivos».

Curiosamente, estos mismos elementos son 
utilizados en los considerandos de la circular 
n.º 8544 del cuerpo, emitida con fecha 12 de 
marzo, una vez aprobada la ley n.º 18644.

Por otro lado, se adelantaron posicionamientos 
individuales de algunos miembros en cuanto a 
que, como serían elecciones diferentes, sería 
posible el cruce entre lemas instrumentado 
mediante la instalación de dos urnas en cada 
circuito y de dos sobres por cada elector.
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Complementariamente, se adujo que el tiempo 
disponible era insuficiente para instrumentar 
las elecciones municipales en mayo de 2010.

Finalmente, la competencia de la Corte Electo-
ral en las elecciones municipales fue laudada 
(aunque de manera redundante, según lo ex-
puesto) por la ley n.º 18644 (votada por mayo-
rías muy superiores a los dos tercios de cada 
cámara), que establece: «Artículo 6. […] La 
Corte Electoral reglamentará la presente Ley 
en todo lo atinente a los actos y procedimien-
tos electorales referentes a las elecciones de 
los Municipios».

Hojas de votación

La cuestión de hojas de votación fue resuelta, 
en uno de los aspectos mencionados, direc-
tamente por la ley n.º 18644: «Artículo 5 […] 
Las listas de candidatos para los Municipios 
figurarán en hojas de votación separadas de 
las listas de candidatos para los cargos depar-
tamentales».

La reglamentación aprobada por la Corte 
Electoral en la circular n.º 8544 complementó 
estas disposiciones, con las siguientes carac-
terísticas:

Se deberá presentar una hoja de votación por 
cada municipio, descartando la posibilidad 
de hojas sábanas: «Artículo 10. […] La lista 
de candidatos a integrantes de cada Munici-
pio será incluida en una sola hoja de votación, 
separada de las listas de candidatos para los 
cargos departamentales».

En mayo de 2010 se utilizará un solo sobre de 
votación en el que se podrán introducir las ho-
jas correspondientes a las elecciones de car-
gos departamentales y de cargos municipales: 
«Artículo 30. […] Los electores introducirán la 
hoja de votación correspondiente a cada elec-
ción en un único sobre de votación». De lo que 

resulta la imposibilidad de cruce entre lemas: 
las hojas de votación deberán ser del mismo 
lema partidario. En concordancia con la lógica 
del sistema electoral uruguayo, que establece 
el doble voto simultáneo, primero a favor de un 
lema y en segunda instancia a favor de deter-
minada lista de candidatos.6

Debe señalarse el acierto de haber establecido 
en la reglamentación electoral que la introduc-
ción de una hoja de votación de un municipio 
equivocado no será causal de anulación del 
voto para los cargos departamentales: «Artícu-
lo 41. […] [Inciso 8]. Si dentro del sobre aparece 
una o más hojas de votación correspondientes 
a otro Municipio del mismo Departamento, por 
excepción solo se anularán las hojas de vota-
ción correspondientes a las elecciones munici-
pales, validándose, si correspondiere al caso, 
la hoja o las hojas de votación correspondiente 
a la elección departamental».

Electores y elegibles

El diseño resultante de las normas vigentes 
establece que los electores serán los ciuda-
danos que figuren en el padrón electoral (que 
será el mismo que para las elecciones de los 
cargos departamentales) y que sufraguen 
el 9 de mayo, computándose su voto en las 
elecciones municipales según el o los distritos 
electorales (series de credencial) que corres-
pondan a cada municipio.

A estos efectos, la reglamentación electoral, 
tomando la definición de la ley n.º 18653 so-
bre los distritos que corresponde computar en 
la elección de autoridades de cada uno de los 
municipios del país, asignó una letra, que de-
berá sumarse al número de la hoja de votación 
que ordena cada municipio de cada departa-
mento en orden decreciente de población.

Se habilita expresamente que los ciudadanos 
que hubieren sido candidatos en las elecciones 

6	 También puede ser de triple voto simultáneo, en el caso de existencia de sublemas.
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internas de junio de 2009 puedan, en esta opor-
tunidad, ser candidatos a integrar municipios 
por otro partido político.

Artículo 5. […] No será aplicable en las 
elecciones municipales la inhabilitación 
prevista en el literal g) de la Disposición 
Especial y Transitoria letra W) de la Cons-
titución de la República.

Esta disposición, adoptada en la reglamenta-
ción de la Corte, no en la ley, implica la posi-
bilidad de cambios de partido en mayo, y está 
decidida con la explícita intención política (a 
confesión de parte, relevo de prueba) de pro-
piciar la coalición de los partidos tradicionales 
contra el Frente Amplio.

Es una respuesta operativa y razonada, a par-
tir de la eventual conveniencia táctica inmedia-
ta, a los planteos que desde tiendas blancas 
y coloradas se han efectuado, especialmente 
después de noviembre de 2009.

Este punto de la reglamentación aprovecha la 
ausencia de mención específica en la Cons-
titución para el caso de las elecciones muni-
cipales, que por otra parte era imposible que 
existiera porque la creación de municipios se 
produjo trece años después de la reforma.

Sin embargo, está en flagrante contradicción 
con la lógica del texto constitucional, más pre-
cisamente con el llamado candado de Santoro, 
que establece expresamente la prohibición de 
cambiar de partido en el mismo ciclo electoral 
a los que fueran candidatos en las internas, tal 
como se expresa en la disposición W, inciso _
g: «Quien se presentare como candidato a 
cualquier cargo en las elecciones internas, 
solo podrá hacerlo por un partido político y 
queda inhabilitado para presentarse como 
candidato a cualquier cargo por otro partido 
en las inmediatas elecciones nacionales y de-
partamentales».

El entonces senador Santoro argumentaba la 
necesidad de evitar que los eventuales perde-
dores de una interna cambiaran de partido en 
el mismo ciclo. Evitarlo ayudaba a fortalecer 

los partidos políticos y contribuía a la acepta-
ción de las reglas democráticas, de manera 
que, laudada la competencia, el resultado fue-
ra aceptado pacíficamente por la minoría.

La argumentación de algunos ministros de la 
Corte sobre el punto parte de la opinión de que 
las elecciones municipales no son departamen-
tales; por ello no tienen inconveniente en per-
mitir el cambio de partido en el mismo ciclo.

Por otro lado, la ley n.º 18567 dispone en su 
artículo 10, en la redacción dada por la ley _
n.º 18644, la condición de vecino de la res-
pectiva jurisdicción al expresar que «Para ser 
miembro del Municipio se requerirá […] estar 
radicado dentro de los límites territoriales de 
aquel, desde tres años antes, por lo menos».

Esto significa que para ser elector de un de-
terminado municipio será condición tener cre-
dencial que corresponda a su jurisdicción, pero 
para ser concejal e incluso alcalde podrá tener 
credencial de otro lugar, aunque necesariamen-
te deberá tener domicilio en ese municipio.

Por razones de economía de esfuerzos, la 
prueba de radicación se exigirá ante la pre-
sentación concreta de una impugnación a de-
terminada postulación individual.

Esta eventual incongruencia con la serie de 
credencial (solución razonable establecida 
por ley aprobada por una mayoría superior a 
los dos tercios de cada cámara) pone sobre el 
tapete una cuestión estructural que será nece-
sario afrontar en el futuro inmediato: la concor-
dancia entre domicilio y serie de credencial.

Hasta el momento, en la medida en que no 
existían, salvo en tres casos, autoridades loca-
les electivas, la ausencia de correspondencia 
entre ambas dimensiones no tenía mayores 
consecuencias, porque el dato para la adjudi-
cación de cargos (intendente, ediles departa-
mentales o diputados) era la suma del total de 
votos del departamento.

Al crearse autoridades locales electivas la 
cuestión cambia: por un lado, si el ciudada-
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no no efectuó el traslado a su nuevo domicilio 
termina incidiendo en la elección de autorida-
des de un lugar donde ya no reside, y por otro 
lado, puede ser candidato aun perteneciendo 
formalmente a otra comunidad cívica.

El desafío, en definitiva, es afrontar la adecua-
ción entre credencial y domicilio, que, como 
se observa, no resulta eficiente dejar solo a la 
posibilidad de traslado voluntario.

En mi percepción, es imprescindible un traba-
jo de largo aliento entre la Corte Electoral, el 
Registro Civil y los gobiernos departamentales 
capitalizando las existentes o creando unida-
des de geomática que utilicen las tecnologías 
digitales para abordar los siguientes objetivos:

cruzar las bases de datos para poder 
asociar automáticamente el domicilio (en 
oportunidad de renovar la cédula de iden-
tidad, por ejemplo) con la serie de creden-
cial asignada y adecuar de oficio el lugar 
de votación con aquel dato;

resolver las dificultades intrínsecas a la de-
limitación territorial de los distritos electo-
rales ya mencionadas, así como su coinci-
dencia con las jurisdicciones municipales;

encaminarse a la existencia de un docu-
mento único de cada habitante del país 
que simplifique los trámites que cada uno 
debe realizar y que a la vez habilite, cuan-
do corresponda, la emisión del sufragio.

¿Candidaturas partidarias 	
o vecinales?

Según el sistema electoral uruguayo, única-
mente pueden postular candidatos las agru-
paciones políticas debidamente autorizadas 
por las autoridades de cada lema.

Por lo tanto, al menos desde el ángulo estricta-
mente formal, todos los candidatos a conceja-
les municipales serán candidatos partidarios.

Esto no impide que a la hora de la selección 
se propongan ciudadanos sin vinculación or-







gánica previa o sin militancia pública anterior, 
atendiendo a otras características personales, 
tales como reconocimiento por la población a 
raíz de actuación en otros ámbitos (sociales o 
deportivos, por ejemplo).

En la medida en que se transite todo el ca-
mino del registro de una agrupación política 
(autorización de las autoridades del lema ante 
la Corte Electoral, registro de la agrupación, 
solicitud de números), es también posible la 
conformación de uniones vecinales locales o 
regionales que postulen candidatos propios.

Sin embargo, como queda claro por lo expues-
to, serían listas de candidatos en el marco de 
un lema electoral preexistente.

Es necesario recordar al respecto que, según 
las disposiciones constitucionales de la refor-
ma de 1996, las elecciones internas de cada 
ciclo electoral son obligatorias para los parti-
dos políticos: los que no se presenten a ellas y 
obtengan un mínimo de 500 votos no pueden 
postular candidatos a las demás instancias 
electivas del mismo ciclo (elecciones naciona-
les y departamentales).

Si un grupo de ciudadanos quisiera presentar-
se por fuera de los partidos políticos tendría 
que registrarse en la Corte Electoral como par-
tido político y recorrer todo el itinerario, pero a 
partir de las elecciones internas de 2014.

Validación de los sufragios

En resumen, a los efectos del escrutinio que 
computará los votos emitidos validándolos 
o no, parece de interés repasar las posibles 
situaciones a la hora de abrir las urnas, tan-
to para examinar la presentación de las listas 
como para identificar la lógica de la elección 
resultante del cuerpo normativo finalmente 
aprobado.

1.	 Anulación total

De todas las hojas de votación incluidas en el 
sobre, esto es, tanto el voto municipal como el 
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voto a intendente y a ediles departamentales, 
en los siguientes casos:

a)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación que contengan listas de candidatos 
a intendente y junta departamental y a la 
elección municipal de distinto lema.

b)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación para la misma elección de distinto 
lema.

c)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación acompañadas de cualquier elemen-
to extraño a la elección (se considerarán 
comprendidas en ese concepto las hojas 
de votación correspondientes a otro depar-
tamento, papeles en blanco o manuscritos, 
documentos, pequeños objetos, etc.).

d)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación señaladas con cualesquiera signos, 
enmendaduras, testaduras o nombres ma-
nuscritos agregados.

e)	 Si dentro de un sobre aparecen hojas de 
votación idénticas que excedieran de dos.

f)	 Si dentro de un sobre aparecen diversas 
hojas de votación correspondientes a dife-
rentes municipios.

2.	 Anulación parcial

a)	 Si las hojas de votación idénticas que apa-
recen dentro del mismo sobre no excedie-
ran de dos, se validará una y se anulará la 
otra.

b)	 Si dentro del sobre aparecen una o más 
hojas de votación idénticas (siempre que 
no excedieren de dos) correspondientes 
a otro municipio del mismo departamen-
to, por excepción solo se anularán las 
hojas de votación correspondientes a las 
elecciones municipales, validándose, si 
correspondiere, la hoja o las hojas de vo-
tación correspondientes a la elección de-
partamental. El mismo criterio se aplicará 
en los casos en que no corresponda elegir 
municipio en la serie electoral a la que per-
tenecen la inscripción cívica del elector y 
el circuito en el que se emite el voto.

3.	 Votos al lema

a)	 En caso de que dentro de un sobre aparez-
can hojas de votación correspondientes a 
la elección departamental de igual lema 
pero con números diferentes, se adjudica-
rá un voto al lema.

b)	 En caso de que dentro de un sobre aparez-
can hojas de votación de la elección muni-
cipal correspondientes a la circunscripción 
electoral a la que pertenece el circuito de 
igual lema pero con números diferentes, 
se adjudicará un voto al lema.

c)	 En caso de que dentro de un sobre aparez-
can hojas de votación correspondientes a 
la elección departamental y a la elección 
municipal de igual lema pero con números 
diferentes, se adjudicará un voto al lema 
en cada una de las elecciones.

4.	 Votos en blanco

a)	 En caso de que un sobre no contenga ho-
jas de votación, se computará como voto 
en blanco total.

b)	 En caso de que un sobre no contenga hoja 
de votación para la elección departamen-
tal, se computará como un voto en blanco 
para la elección departamental.

c)	 En caso de que un sobre no contenga hoja 
de votación para la elección municipal, se 
computará como un voto en blanco para la 
elección municipal.

Sistema de adjudicación de bancas

Es necesario referir, en términos de dise-
ño, que, de acuerdo con lo dispuesto por la 
Constitución sobre la forma de adjudicación 
de bancas a nivel municipal, se generarían 
incongruencias con relación al sistema de-
partamental que van a requerir aprendizajes 
específicos.

El sistema de adjudicación de bancas en las 
juntas departamentales es mayoritario y sub-
sidiariamente proporcional, lo que asegura 
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mayoría absoluta al partido político del inten-
dente.

Mientras que en los municipios, al aplicarse 
representación proporcional integral en la res-
pectiva jurisdicción, la mayoría y, por tanto el 
alcalde, podría no ser del partido político del 
intendente.

También es probable que el partido del alcal-
de no tenga mayoría propia en el cuerpo si la 
distribución entre lemas es dos, dos y una.

Esto implica escenarios de cohabitación (in-
tendente de un partido, alcalde de otro parti-
do) que requerirán reglamentaciones precisas 
y aprendizajes complejos, que podrían afectar 
la gobernabilidad.

Sin dramatizar la situación más allá de la nece-
sidad de procesar estos aprendizajes, de he-
cho este tipo de relacionamiento se da entre 
primer y segundo nivel: presidente e intenden-
tes de diferente partido político.

En este sentido los instrumentos que segu-
ramente habrá que desarrollar en términos 
institucionales serán ámbitos de interacción 
de todos los alcaldes de un departamento y 
el intendente, a los efectos de recibir informa-
ción de los recursos disponibles, así como 
construir indicadores de distribución de esos 
recursos e indicadores de mejora de gestión 
que se traduzcan en fondos adicionales de li-
bre disposición a escala local.

Distribución de cargos

Las responsabilidades se distribuirán de la si-
guiente manera:

Artículo 11. El primer titular de la lista 
más votada del lema más votado dentro de 
la respectiva circunscripción territorial se 
denominará Alcalde y presidirá el Muni-
cipio.

Los restantes miembros se denominarán 
Concejales […].

Este sistema, que es consecuencia de una de 
las restricciones del texto aprobado, que se 
maneja en escenario sin reforma constitucio-
nal, implica que se priorizan las razones de 
gobernabilidad en el tercer nivel sobre los re-
querimientos de gobernabilidad a nivel depar-
tamental, ya que el alcalde puede no ser del 
mismo partido que el intendente.

El partido del alcalde, a su vez, podrá tener 
o no mayoría dentro del Municipio, ya que en 
un cuerpo de cinco bancas, si tres partidos lo-
gran representación, las posibilidades son so-
lamente dos: a) dos, dos y una, o b) tres, una y 
una. En caso de haber dos partidos represen-
tados las posibilidades también son solamen-
te dos: a) tres y dos, o b) cuatro y una.

Con tres partidos que logran adjudicarse ban-
cas la distribución estadísticamente más pro-
bable es dos, dos y una, con lo que el partido 
del alcalde no tendría mayoría propia y las ne-
cesidades de articulación serían mayores.

La lógica de la reglamentación electoral de 
este tema, que se expresa en el artículo 13, su-
pone que la adjudicación de bancas en cada 
municipio será primero al lema, en segundo 
lugar a los eventuales sublemas y posterior-
mente, de los candidatos electos, asumirá la 
presidencia del cuerpo y el cargo de alcalde el 
primer titular de la lista más votada.

Artículo 13. […] El primer titular de la lis-
ta más votada del lema más votado dentro 
de la respectiva circunscripción territorial 
(Municipio) que resulte electo y proclama-
do se denominará Alcalde y presidirá el 
Municipio.

Es necesario entender, entonces, que el pri-
mer titular de la lista individualmente más vo-
tada podría no ser proclamado en virtud del 
orden de adjudicación establecido.
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En aplicación del principio cardinal de gradua-
lidad establecido en el artículo 3, numeral 3, el 
texto aprobado define las siguientes caracte-
rísticas del proceso.

Por un lado, se prescribe la creación inmediata 
de municipios en todas las localidades del país 
con más de 5.000 habitantes: «Artículo 24. En 
todas las poblaciones de más de 5.000 habi-
tantes se instalarán estos Municipios a partir 
del año 2010».

Por otro lado, se establece un mínimo de dos 
municipios por departamento, instalándolos 
en localidades de menos de 5.000 habitantes 
hasta llegar a esa cantidad.

Artículo 24 (inciso 1). […] En los departa-
mentos donde existan menos de dos Muni-
cipios electivos en el año 2010, se incluirán 
las localidades inmediatamente siguientes 
en orden decreciente —de acuerdo con su 
cantidad de población— hasta completar la 
cifra de dos por departamento, sin incluir 
la capital departamental.

Sin embargo, estas disposiciones resultan de 
efecto relativo, ya que no aseguran que exis-
tan dos municipios por departamento al ope-

rar conjuntamente los siguientes aspectos: 
no se incluyen las capitales departamentales 
y las localidades consideradas en orden de-
creciente para instalarlos: «Artículo 24 (inciso 
1). […] Dichas localidades deberán cumplir los 
requisitos establecidos en el inciso segundo 
del artículo 1 de la presente ley».

Estas condiciones son, como se recordará, 
las siguientes:

Artículo 1
(Inciso 2) Cada Municipio tendrá una po-
blación de al menos dos mil habitantes 
y su circunscripción territorial urbana 
y suburbana deberá conformar una uni-
dad, con personalidad social y cultural, 
con intereses comunes que justifiquen la 
existencia de estructuras políticas repre-
sentativas y que faciliten la participación 
ciudadana.

Como consecuencia, en aquellos departa-
mentos con baja población total, si se excluye 
la capital, podría no haber localidades de más 
de 2.000 habitantes, por lo que no podría cum-
plirse el mínimo estipulado; es el caso de Flo-
res. A pesar de lo cual, en virtud de la iniciativa 
del intendente, este departamento tendrá un 
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municipio, que se instalará en la localidad de 
Ismael Cortina.

De todas maneras, en mayo de 2015 se crea-
rán municipios en las localidades de más de 
2.000 habitantes y menos de 5.000 que no hu-
bieran sido contempladas en mayo del 2010 
por algunos de los mecanismos aludidos has-
ta ahora (mínimo de dos por departamento 
o iniciativa del intendente y aprobación de la 
Junta Departamental, ejercida antes del 15 de 
febrero de 2010).

Remuneraciones

El texto aprobado establece prescriptivamente 
el carácter honorario de los concejales: «Ar-
tículo 11. […] (Inciso 2) Los restantes miem-
bros se denominarán Concejales y serán de 
carácter honorario». No se pronuncia sobre la 
situación de los alcaldes, deja que lo establez-
can las respectivas reglamentaciones depar-
tamentales en uso de su autonomía.

La cuestión de las remuneraciones es un tema 
delicado pero sustancial. Dadas las atribucio-
nes establecidas en el artículo 14, en especial 
en los numerales 2, 5 y 6, no parece posible 
desempeñarlas en carácter de dedicación total, 
en horario de oficina y no remunerado, por el 
alcalde, de modo que será necesario que cada 
gobierno departamental resuelva el punto.

El texto adjudica la responsabilidad de dirigir y 
controlar a los funcionarios a las autoridades 
electas, ya que también establece la potestad 
disciplinaria. Naturalmente que el asunto no 
puede asumirse sino con la presencia durante 
el horario de funcionamiento y de atención al 
público del titular del cuerpo.

En caso de no resolverse expresamente que la 
función del alcalde sea remunerada, la situación 
se puede resolver de dos maneras: 1) se desig-
na un funcionario de carrera para que asuma la 
conducción permanente sujeto a las directivas 
de la autoridad local, o 2) se designa un respon-
sable político para conducir cotidianamente el 
funcionamiento de la burocracia local.

En ambos casos el resultado es similar: el 
poder real que deriva de la presencia perma-
nente y del manejo de la información de los 
sucesos estará directamente en manos de esa 
persona, que por definición no integra la auto-
ridad local pero que, por lo expuesto, puede 
manipularla.

Se genera una tensión entre la existencia de au-
toridades locales honorarias y la necesaria exis-
tencia de conducción cotidiana del aparato.

La solución de designar un funcionario de 
carrera implica condicionar la marcha de la 
gestión al aparato burocrático preexistente y, 
por lo tanto, someter la gestión a la inercia de 
funcionamiento heredado, de alguna manera 
condicionar la gestión actual por los actores 
de las anteriores. Si la intención es cambiar la 
orientación de la gestión —en el sentido que 
sea—, este camino no es el más apropiado.

En cuanto a la solución de designar un funcio-
nario de confianza política para conducir co-
tidianamente la burocracia de cada gobierno 
local, aunque no fuera el título, buena parte de 
la autoridad local estaría en sus manos.

Por lo expuesto, las reglamentaciones depar-
tamentales deberán establecer la eventual re-
muneración de los alcaldes, así como si todos 
los alcaldes de un departamento tendrán igual 
remuneración o si esta se ajustará según la 
complejidad administrativa de cada municipio 
u otros parámetros complementarios.

Las reglamentaciones departamentales debe-
rían resolver este y otros puntos antes del acto 
eleccionario, de lo contrario las discusiones 
serían ya con nombre y apellido de los funcio-
narios electos, se distorsionaría el tratamiento 
y se generarían incentivos para grupos de pre-
sión corporativos, territoriales o sectoriales.

Funcionamiento

El funcionamiento concreto del cuerpo se 
aborda referido a la adopción de decisiones, 
al régimen de suplencias de sus integrantes 
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y al itinerario para los recursos eventualmente 
interpuestos.

En el contexto de una normativa que dispone 
que las principales decisiones de cada muni-
cipio deben ser adoptadas por el colectivo, 
aunque la implementación específica pueda 
quedar en manos del alcalde o la alcaldesa, 
mantener el cuerpo integrado es de vital im-
portancia para el gobierno local.

De no hacerlo, el proceso de toma de deci-
siones se complicaría, arriesgando incluso la 
inoperancia por ausencia de número en un 
colectivo en el que cuatro de sus cinco inte-
grantes serán honorarios.

En este sentido, será necesario que por medio 
de reglamentaciones departamentales se ge-
neren suficientes incentivos para la participa-
ción de todos sus miembros y sus suplentes, 
en virtud de que la ley establece que se aplica-
rá el régimen de sillón vacío, esto es, que ante 
la ausencia transitoria o temporal de un titular, 
incluso durante el desarrollo de una sesión, 
cualquiera de sus suplentes puede ocupar la 
banca y actuar de pleno derecho.

Las reglamentaciones departamentales debe-
rán establecer los mecanismos de control de 
asistencia y las consecuencias prácticas de la 
constatación del desinterés de algunos de los 
concejales (titulares o suplentes) en cumplir 
su rol.

Tal vez sea posible elaborar mecanismos que, 
en el marco del debido proceso, lleguen a 
configurar la renuncia tácita de aquellos con-
cejales que no renuncian pero tampoco ocu-
pan el cargo, afectando el funcionamiento del 
cuerpo y su capacidad de adoptar decisiones 
sustantivas para el gobierno local, en especial 
las referidas a la utilización de recursos finan-
cieros.

En esta dirección es posible imaginar formas 
de que los partidos políticos por los que fue-
ron postulados asuman algún tipo de respon-
sabilidad respecto al cumplimiento del rol a 
desempeñar.

Las decisiones

El texto establece mayorías simples para 
adoptar decisiones en los municipios «Artícu-
lo 15, numeral 1. […] adoptar las decisiones 
del órgano por la mayoría simple de sus in-
tegrantes». Corresponde identificar algunos 
riesgos en este sistema, ya que se generarían 
posibilidades de variaciones relevantes por la 
ausencia o presencia de uno de sus integran-
tes, atentando contra la construcción de un 
curso de acción de gobierno local.

A mero título de ejemplo: con una distribución 
de bancas de dos, dos y una (tres partidos 
representados), si están presentes los cinco, 
el alcalde podría quedar en minoría respecto 
a un tema concreto, pero con la ausencia de 
uno solo de los miembros la decisión en pri-
mera votación podría quedar empatada y re-
solverse por el doble voto del alcalde.

En el mismo ejemplo, con la ausencia de dos 
miembros el alcalde podría volver a quedar en 
minoría (dos a uno).

La consecuencia institucionalmente grave es 
que la conducción del municipio podría llegar 
a ser errática.

Habría sido más razonable establecer el re-
quisito de mayoría absoluta (tres votos con-
formes), que permite una línea operativa co-
herente para cada legislatura, no sujeta a 
variaciones coyunturales.

Las suplencias

Se establecen dos criterios diferentes de su-
plencias o sustitución por vacancia, según el 
cargo a que refiera.

Por un lado, se establece, en principio aludien-
do a todos los integrantes de los municipios, 
que «Artículo 9 (inciso 2). […] su régimen de 
suplencias será el mismo que el de las Juntas 
Departamentales».

De acuerdo con este artículo podría aplicarse 
cualquiera de los cuatro sistemas de suplentes 
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utilizados en el país: respectivo, preferencial, 
ordinal o mixto, a los que se aplicaría el régi-
men de sillón vacío establecido en el artículo 
5 de la ley n.º 9515, que implica que la banca 
puede ser ocupada en cualquier momento, sin 
necesidad de ningún trámite previo, por el titu-
lar o cualquiera de sus suplentes.

Sin embargo, para el alcalde se establece un 
curioso mecanismo, diferente de estos cuatro, 
para el cual no se identifican, en mi percep-
ción, argumentos conceptuales, ni políticos, ni 
de gestión, que lo respalden.

De hecho, se trató de modificarlo al avizorarse 
la necesidad de aprobación de una ley com-
plementaria, sin resultado. Es, por lo tanto, 
una materia pendiente.

Artículo 11
[…]
(Inciso 3) En caso de ausencia temporal o 
definitiva, el Alcalde será sustituido en sus 
funciones por el titular electo que le siga en 
la misma lista o, en su defecto, por el pri-
mer titular de la segunda lista más votada 
del lema más votado en la circunscripción.

Las consecuencias son que los suplentes del 
ciudadano electo como alcalde no tendrían 
posibilidad de ser alcaldes interinos.

Nótese que se alude tanto a vacantes defini-
tivas como temporales. Resulta inexplicable 
tal texto que solamente complica el funciona-
miento del cuerpo.

Si por alguna razón se hubiera entendido que 
el sistema mixto era el adecuado prescriptiva-
mente para el cargo de alcalde, no deberían 
haberse mencionado las vacantes temporales.

En realidad lo establecido en el texto coarta 
el libre arbitrio de las colectividades políticas 
de seleccionar el sistema de suplencias más 
adecuado a su criterio en cada coyuntura, sin 
beneficio aparente de ningún tipo.

También podría interpretarse, aunque el texto 
no lo explique bien, que el suplente ocupa la 

banca pero no el cargo de presidente (alcal-
de), que sería ocupado por un concejal.

Este régimen, que tiene sentido para un órgano 
deliberativo, en un órgano ejecutivo solamente 
complica. Lo más adecuado sería establecer 
un régimen de suplencia similar al del intenden-
te: en caso de vacancia temporal o definitiva se 
convoca al suplente correspondiente y, acta 
notarial mediante, se establece con precisión 
la trasmisión de mando y, especialmente, de 
firma legítima para pagos y expedientes.

Por otro lado, el régimen de suplencia de los 
concejales (sillón vacío) podría generar difi-
cultades de funcionamiento que debieran ser 
resueltas específicamente. Este régimen, que 
no requiere trámite previo para ocupar la ban-
ca por el titular o cualquiera de sus suplentes, 
tiene el aspecto positivo de ampliar las posi-
bilidades de actuación de concejales suplen-
tes, pero tiene la dificultad de que no existe 
constancia fehaciente de disposición a ejercer 
el cargo. En el caso de no renunciar por escri-
to ni concurrir a las sesiones no se genera la 
vacante, y por tanto no se agota formalmente 
la lista de suplentes y la junta electoral respec-
tiva no puede proclamar una nueva línea.

El riesgo de desintegración o de falta de 
quórum endémica generaría complicaciones 
importantes en un cuerpo que debe decidir 
colectivamente, por ejemplo, sobre autoriza-
ciones del gasto.

Es imprescindible laudar estas eventuales si-
tuaciones para evitar riesgos de bloqueo deci-
sional a nivel municipal.

Adicionalmente, se agrava la confusión por la 
reglamentación de la Corte Electoral que en su 
artículo 13 introduce decisiones contradictorias.

Artículo 13 (Del Alcalde y del régimen de 
suplencias en el Municipio).
El primer titular de la lista más votada del 
lema más votado dentro de la respectiva 
circunscripción territorial (Municipio) que 
resulte electo y proclamado se denominará 
Alcalde y presidirá el Municipio.
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En caso de ausencia temporal o definitiva, 
el Alcalde será sustituido en sus funciones 
por el titular electo y proclamado que le 
siga en la misma lista o, en su defecto, por 
el primer titular electo y proclamado de 
la segunda lista más votada del lema más 
votado en la circunscripción.
Para los restantes miembros del Munici-
pio que se denominarán Concejales, en 
los casos de muerte, incapacidad, renun-
cia aceptada, inhabilidad o cese de los ti-
tulares, los suplentes correspondientes los 
reemplazarán con carácter permanente. 
En los demás casos, incluido el Alcalde, 
reemplazarán automáticamente a los titu-
lares por ausencia o inasistencia de estos, 
ocupando el cargo mientras dure dicha au-
sencia o inasistencia.

La primera parte del artículo en cuestión reco-
ge lo dispuesto por la ley n.º 18567, a la que le 
agrega el requisito de proclamado para acce-
der al cargo de alcalde.

Pero la última frase (en cursiva para facilitar su 
identificación) genera confusión. Nótese que 
menciona expresamente «incluido el Alcalde», 
y dispone el régimen de suplencia automática, 
dice «ocupando el cargo».

Para un cargo ejecutivo con mando sobre per-
sonal y manejo de fondos no es admisible este 
sistema, porque va en contra de lo establecido 
por la ley.

Recursos administrativos

En aplicación de uno de los principios cardi-
nales mencionados en el artículo 3.1, La pre-
servación de la unidad departamental territorial 
y política, se establece: «Artículo 17. Los actos 
administrativos generales y los particulares de 
los Municipios admitirán los recursos de re-
posición y, conjunta y subsidiariamente el de 
apelación, ante el Intendente».

Este aspecto debe remarcarse enfáticamente, 
ya que uno de los riesgos de todo proceso de 
descentralización es degenerar en fragmenta-

ción y atomización, con consecuencias gene-
rales de debilitamiento o anulación total de las 
posibilidades de incidencia de los vecinos en 
las políticas, esto es, todo lo contrario de los 
objetivos manifestados.

En el mismo artículo se establece: «Serán de 
aplicación los plazos establecidos en el artícu-
lo 317 de la Constitución de la República».

Constitución. Artículo 317. Los actos ad-
ministrativos pueden ser impugnados con 
el recurso de revocación, ante la misma 
autoridad que los haya cumplido, dentro 
del término de diez días, a contar del día 
siguiente de su notificación personal, si 
correspondiere, o de su publicación en el 
«Diario Oficial».
Cuando el acto administrativo haya sido 
cumplido por una autoridad sometida a 
jerarquías, podrá ser impugnado, además, 
con el recurso jerárquico, el que deberá in-
terponerse conjuntamente y en forma sub-
sidiaria, al recurso de revocación.
Cuando el acto administrativo provenga 
de una autoridad que según su estatuto 
jurídico esté sometida a tutela administra-
tiva, podrá ser impugnado por las mismas 
causas de nulidad previstas en el artículo 
309, mediante recurso de anulación ante el 
Poder Ejecutivo, el que deberá interponer-
se conjuntamente y en forma subsidiaria al 
recurso de revocación.
Cuando el acto emane de un órgano de 
los Gobiernos Departamentales, se podrá 
impugnar con los recursos de reposición 
y apelación en la forma que determine la 
ley.

Artículo 309. El Tribunal de lo Contencio-
so Administrativo conocerá de las deman-
das de nulidad de actos administrativos 
definitivos, cumplidos por la Administra-
ción, en el ejercicio de sus funciones, con-
trarios a una regla de derecho o con desvia-
ción de poder.
La jurisdicción del Tribunal comprenderá 
también los actos administrativos definiti-
vos emanados de los demás órganos del Es-
tado, de los Gobiernos Departamentales, 
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de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados.
La acción de nulidad solo podrá ejercitarse 
por el titular de un derecho o de un interés 
directo, personal y legítimo, violado o le-
sionado por el acto administrativo.

Este mecanismo establece con claridad, en mi 
percepción, la preservación de la unidad de-
partamental, en la que el intendente tiene la úl-
tima palabra referida a la gestión. También es 
de gran importancia el que otorgue claridad 
a la existencia de políticas globales departa-
mentales, una de las cuales es la de recursos 
humanos.

Clarifica cuál es la jerarquía máxima de la per-
sona jurídica (los municipios no son persona 
jurídica independiente) y dónde se agota la vía 
administrativa.

Esta disposición, reforzada por lo establecido 
en el artículo 12, numeral 2, genera tranqui-
lidad en la dirección de que se mantendrá la 
carrera funcional de carácter departamental 
en todos sus términos, sin perjuicio de que la 
dirección administrativa esté en manos muni-
cipales, así como la potestad disciplinaria, en 
el marco de lo que el respectivo estatuto del 
funcionario disponga y el reglamento departa-
mental de la ley aterrice operativamente.



32

Los gastos

En el marco del balance entre decisiones co-
legiadas y responsabilización personal, los 
municipios (de cinco miembros) son los res-
ponsables de:

Artículo 12. Son atribuciones de los Mu-
nicipios:
[…]
3) Ordenar gastos o inversiones de confor-
midad con lo establecido en el presupuesto 
quinquenal o en las respectivas modifica-
ciones presupuestales y en el respectivo 
plan financiero, así como en las disposicio-
nes vigentes.

Este es un punto especialmente delicado, en 
el que parece necesario detenerse y reflexio-
nar desde la perspectiva de la transparencia y 
desde la gestión, y sobre el que será impres-
cindible el pronunciamiento de la reglamen-
tación nacional y de las reglamentaciones 
departamentales para viabilizar el funciona-
miento de todos los municipios.

En este sentido la cuestión del manejo de los 
recursos financieros es crucial; en términos 
polares, se pueden identificar dos extremos:

a)	 si todas las decisiones referidas a la eje-
cución del presupuesto departamental se 
concentran en el intendente y su equipo 
central, no existirán gobiernos locales es-
trictamente hablando, sino meras oficinas 
desconcentradas en diversas localidades 
de cada departamento. Es, por lo tanto, 
imprescindible que las autoridades loca-
les tengan ciertas potestades de decisión 
financiera;

b)	 si el uso de los fondos disponibles se re-
suelve a nivel local, el gobierno queda iner-
me para desarrollar políticas departamen-
tales globales o para encarar actividades 
redistributivas que permitan atenuar las 
desigualdades —con frecuencia muy sig-
nificativas— entre diferentes zonas de un 
mismo departamento. Es por lo tanto im-
prescindible que el intendente tenga posi-
bilidades de decidir sobre el destino de los 
fondos departamentales en términos tales 
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que pueda implementar políticas comunes 
a todas las zonas.

Ordenadores primarios 	
y secundarios

Parece de absoluta claridad que, de acuerdo 
con lo establecido por el artículo 26 del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración 
Financiera (tocaf), el único ordenador pri-
mario de cada gobierno departamental es el 
respectivo intendente: «Artículo 26. Son orde-
nadores primarios de gastos, hasta el límite de 
la asignación presupuestal, los jerarcas máxi-
mos de toda Administración, cualquiera sea 
su naturaleza jurídica».

Tal como se fundamentó, la cuestión queda 
dilucidada en el artículo 17 de la ley n.º 18567 
que define con precisión la culminación de la 
vía administrativa en el jerarca máximo de la 
persona jurídica Gobierno Departamental: «Ar-
tículo 17. Los actos administrativos generales y 
los particulares de los Municipios admitirán los 
recursos de reposición y, conjunta y subsidia-
riamente el de apelación, ante el Intendente».

Esta lectura se ve reforzada por lo establecido 
en el artículo 27 del tocaf, que al enumerar 
los ordenadores primarios de los gobiernos 
departamentales en una lista taxativa sola-
mente menciona: «Artículo 27. En especial son 
ordenadores primarios: […] 6. En los Gobier-
nos Departamentales, el Intendente Municipal 
y el Presidente de la Junta Departamental, 
cada uno dentro de su competencia».

Como consecuencia, rige estrictamente lo dis-
puesto por el artículo 28 del tocaf: «Son orde-
nadores secundarios de gastos, los titulares 
de órganos sometidos a jerarquía, a quienes 
se asigne competencia para disponer gastos 
por una norma objetiva de Derecho».

En el caso concreto de los municipios, la nor-
ma objetiva de derecho que lo define como 
ordenador secundario de gastos, según el 
tocaf, es el artículo 12, numeral 3, de la ley _
n.º 18567:

Artículo 12. Son atribuciones de los Mu-
nicipios:
[…]
3) Ordenar gastos o inversiones de confor-
midad con lo establecido en el presupuesto 
quinquenal o en las respectivas modifica-
ciones presupuestales y en el respectivo 
plan financiero, así como en las disposicio-
nes vigentes.

Presupuesto del Municipio

Siendo el presupuesto departamental uno 
solo y siendo el intendente el ordenador pri-
mario del gasto, en la medida en que los mu-
nicipios son órganos con autoridades electas 
pero sujetos a jerarquía, su respectivo presu-
puesto será un programa del presupuesto de-
partamental.

En este sentido, la elaboración de cada pre-
supuesto municipal, efectuada con la informa-
ción que debe recibir de la estructura central 
y con los proyectos de gestión determinados 
en cada lugar, deberá remitirse al intendente 
en el marco de lo dispuesto por el artículo 13, 
numeral 2, de la ley n.º 18567:

Artículo 13. Son cometidos de los Munici-
pios:
[…]
2) Elaborar anteproyectos de decretos y 
resoluciones, los que serán propuestos 
al Intendente para su consideración a los 
efectos de que, si correspondiera, ejerza su 
iniciativa ante la Junta Departamental.

Con la percepción de que la facultad de elabo-
rar un proyecto de presupuesto municipal no 
constituye derecho de iniciativa ante la Junta 
Departamental, pareciera que lo razonable se-
ría establecer la atribución a cada municipio 
de elaborar su propio presupuesto, en el mar-
co de las directivas establecidas por el inten-
dente, proponiendo su inclusión en el mensaje 
a la Junta Departamental.

También será necesario establecer los meca-
nismos para el caso de que la propuesta de 
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presupuesto municipal no tenga el acuerdo 
del intendente. Por ejemplo, se podrían remitir 
presupuestos sustitutivos a la Junta Depar-
tamental, en un régimen similar al de los or-
ganismos del artículo 220 de la Constitución. 
Esto es, que se envían al Legislativo los dos.

A partir de su aprobación, el Municipio podría 
ser ordenador, en el marco de las políticas fi-
nancieras departamentales, de las actividades 
cuya gestión se le cometan.

El texto aprobado permite, en principio, el de-
sarrollo de la línea argumental expuesta, se-
gún lo expresado en el artículo 12, esto es, que 
las decisiones sobre los gastos sean tomadas 
de forma colectiva, como garantía de su me-
jor destino, atenuando los riesgos de manejos 
prebendarios.

Queda pendiente la cuestión del fortaleci-
miento de la estructura central para el apoyo, 
seguimiento y control, así como de construir 
las experticias necesarias para la elaboración 
local de sus presupuestos, seguramente en un 
proceso de transición pausado, para ir despa-
cio por las piedras.

Los pagos

Como la otra cara de la moneda, se establece 
que la responsabilidad de efectuar los pagos 
debe ser unipersonal, porque si no, no es de na-
die. En ese sentido, el texto aprobado dispone:

Artículo 14. Son atribuciones del Alcalde:
[…]
1) Ordenar los pagos municipales de con-
formidad con lo establecido en el presu-
puesto quinquenal o en las respectivas 
modificaciones presupuestales y en el res-
pectivo plan financiero, así como en las 
disposiciones vigentes.

Ejecución de otras actividades

Sin perjuicio de otras atribuciones, es de in-
terés, en mi percepción, la siguiente disposi-

ción a texto expreso: «Artículo 4. Los acuerdos 
previstos en el artículo 262 de la Constitución 
de la República, entre el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales, podrán incluir la 
radicación de servicios y actividades del Esta-
do para su ejecución por los Municipios».

En varios artículos del texto aprobado se esta-
blece la posibilidad de que se deleguen tareas 
del gobierno central en los municipios. Es im-
portante mencionar que en cada oportunidad 
se ha señalado que esto debe ser en el marco 
de acuerdos entre el gobierno nacional y el 
gobierno departamental que permitan la dele-
gación en los municipios.

Artículo 7, numeral 3. Los asuntos que, 
referidos a cuestiones locales, el Poder 
Ejecutivo, por intermedio del respectivo 
Gobierno Departamental, acuerde asignar 
a los Municipios.
Artículo 13, numeral 13. Emitir opinión 
sobre las consultas que, a través del Go-
bierno Departamental, les formule el Po-
der Ejecutivo en materia de proyectos de 
desarrollo local.
Numeral 14. Colaborar en la gestión de los 
proyectos referidos en el numeral anterior 
cuando así se haya acordado entre el Go-
bierno Departamental y el Poder Ejecuti-
vo y exista interés así como capacidad sufi-
ciente para el cumplimiento de la actividad 
por el Municipio.
Numeral 16. Colaborar en la gestión de 
políticas públicas nacionales cuando así se 
haya acordado entre el Gobierno Departa-
mental y el Poder Ejecutivo.

No es un tema menor, primero, porque quien 
representa al departamento es su intendente, 
y segundo, porque al permitir el by-pass se es-
taría atentando contra la unidad territorial y po-
lítica departamental, que se establece como 
uno de los principios cardinales de la nueva 
normativa.

Por otro lado, como ya se dijo, los municipios 
creados por la ley n.º 18567 no constituyen una 
nueva persona jurídica sino un nuevo órgano 
de los gobiernos departamentales cuyas auto-



35

ridades se seleccionan mediante el voto directo 
del cuerpo electoral, pero en cuyo desempe-
ño disponen de potestades de decisión sobre 
los recursos previstos en el presupuesto quin-
quenal, previamente aprobados por la Junta 
Departamental sobre la base del mensaje del 
intendente, pero están sujetos a jerarquía ins-
titucional.

La innovación institucional de envergadura 
dispuesta por la ley debe considerarse un pri-
mer paso para avanzar en la implementación 
de un tercer nivel de gobierno y administra-
ción, dentro del marco constitucional vigente, 
en una estructura estatal unitaria.

Potestades disciplinarias

El texto establece que la superintendencia 
administrativa de los funcionarios que desa-
rrollan sus tareas en el Municipio depende 
de este, incluso la potestad disciplinaria, pero 
aclara acertadamente que debe existir una po-
lítica de recursos humanos de carácter depar-
tamental.

Artículo 12. Son atribuciones de los Mu-
nicipios:
[…]
2) Supervisar las oficinas de su dependen-
cia y ejercer la potestad disciplinaria sobre 
sus funcionarios en el marco de la política 
de recursos humanos y de las disposicio-
nes vigentes establecidas por el respectivo 
Gobierno Departamental.

Este aspecto es relevante desde el ángulo del 
gobierno departamental; si no fuera así signi-
ficaría el desmembramiento total. Es impres-
cindible que en esta como en otras políticas 
exista una perspectiva global que establezca 
el curso de acción a seguir y que además ten-
ga la capacidad de implementación departa-
mental para su utilización eficaz y eficiente.

También es un aspecto relevante desde el 
ángulo de los funcionarios, porque si no exis-
tiera una política departamental se truncarían 
las posibilidades de carrera funcional: el que 

entrara en un pequeño municipio no podría ja-
más tener oportunidad de ascender, salvo por 
muerte o jubilación de los superiores.

Es además imprescindible la vigencia depar-
tamental del Estatuto del funcionario, reglas 
de relacionamiento, normas disciplinarias, 
sistemas de ascensos, vacantes, sanciones, 
etcétera.

En este sentido, en la medida en que la per-
sona jurídica es el gobierno departamental, la 
posibilidad de contratar, de acordar convenios, 
eventualmente de solicitar anuencia para desti-
tuciones, es potestad exclusiva del intendente.

Todo esto sin perjuicio de que los funciona-
rios puedan tener asignadas tareas en los mu-
nicipios.

Naturalmente que la dilucidación específica de 
estas cuestiones debe quedar en la órbita de 
la respectiva reglamentación departamental o, 
tal vez, ser objeto de una normativa nacional.

El alcalde

En el marco del balance colegialidad-ejecuti-
vidad, la conducción operativa del Municipio 
queda en manos del alcalde. El texto aproba-
do refiere exclusivamente a la actividad admi-
nistrativa del cuerpo, sin mencionar la eventual 
necesidad de dilucidar similares potestades 
en los casos en que localmente se afronte la 
implementación de proyectos de obras o man-
tenimiento. De forma subyacente, algo de esto 
estaría aludido en el numeral 6 del artículo 14, 
pero la reglamentación departamental deberá 
especificarlo.

Uno de los aspectos centrales que tal regla-
mentación deberá resolver es la asignación 
concreta de tareas, bajo responsabilidad de 
los municipios, de cuadrillas operativas para 
dar respuesta inmediata a demandas locales, 
sin perjuicio de los emprendimientos de ma-
yor porte que ejecutarán, tal vez, cuadrillas es-
pecializadas o que se concretarán mediante 
llamados a licitación.
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Artículo 14. Son atribuciones del Alcalde:
1) Presidir las sesiones del Municipio y re-
solver por doble voto las decisiones en caso 
de empate entre sus integrantes.
2) Dirigir la actividad administrativa del 
Municipio.
3) Ejercer la representación del Municipio, 
sin perjuicio de lo dispuesto por el nume-
ral 5 del artículo 12 de la presente ley.
4) Proponer al Municipio planes y progra-
mas de desarrollo local que estime conve-
nientes para su mejor desarrollo.
5) Ordenar los pagos municipales de con-
formidad con lo establecido en el presu-
puesto quinquenal o en las respectivas 
modificaciones presupuestales y en el res-
pectivo plan financiero, así como en las 
disposiciones vigentes.
6) Adoptar las medidas necesarias para el 
cumplimiento de los cometidos munici-
pales, pudiendo, asimismo, disponer del 
personal, recursos materiales y financieros 
para cumplir con los servicios municipales 
esenciales vinculados a seguridad e higiene.
También podrá disponer de esas medidas 
y de esos recursos en caso de urgencia, 
dando cuenta en este caso al Municipio en 
la primera sesión y estando a lo que este 
resuelva.

Los concejales

Los concejales, que, como se vio, son elec-
tivos pero honorarios, invisten la representa-
ción política plural de cada municipio y, en ese 
carácter, tienen asignado un rol de control po-
lítico y a la vez de colaboración para la adop-
ción de las decisiones colectivas vinculantes 
a nivel local.

Además, al igual que el alcalde, gozan de fa-
cultad propositiva en el seno del cuerpo y de 
capacidad de actuar en situaciones de emer-
gencia.

Artículo 15. Son atribuciones de los Con-
cejales:
1) Participar en las sesiones del Municipio 
y emitir su voto a fin de adoptar las deci-

siones del órgano por la mayoría simple de 
sus integrantes.
2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de 
las atribuciones del Alcalde.
3) Representar al Municipio cuando este 
así lo disponga.
4) Proponer al Cuerpo planes y programas 
de desarrollo local que estime convenien-
tes para su mejor desarrollo, sin perjuicio 
de las atribuciones de las autoridades na-
cionales y departamentales en la materia.
5) Colaborar con el Alcalde para el normal 
desempeño de los cometidos municipales.
6) Ejercer las atribuciones previstas en el 
numeral 10 del artículo 12 de la presente 
ley.

Materia departamental

A partir de la reforma de 1996, la Constitución 
faculta a la ley para precisar los contenidos de 
la materia departamental y de la materia mu-
nicipal. En uso de esa potestad el texto apro-
bado establece, para la primera, sin mayores 
avances, lo prescrito por la Constitución y las 
leyes, así como los resultados de eventuales 
acuerdos con el gobierno central.

Artículo 6. La materia departamental es-
tará constituida por:
1) Los cometidos que la Constitución de la 
República y las leyes asignen a los Gobier-
nos Departamentales.
2) Los asuntos que emerjan de acuerdos 
entre el Gobierno Nacional y el Departa-
mental.
3) La protección del ambiente y el desarro-
llo sustentable de los recursos naturales 
dentro de su jurisdicción.

Materia municipal

Sin embargo, el texto aprobado sí avanza con-
cretamente en la delimitación de la materia 
municipal:

Artículo 7. La materia municipal estará 
constituida por:
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1) Los cometidos que la Constitución de la 
República y la ley determinen.
2) Los asuntos que le son propios dentro 
de su circunscripción territorial.
3) Los asuntos que, referidos a cuestiones 
locales, el Poder Ejecutivo, por intermedio 
del respectivo Gobierno Departamental, 
acuerde asignar a los Municipios.
4) Los asuntos que resulten de acuerdos 
que puedan concretarse entre más de un 
Municipio del mismo departamento, con 
autorización del Intendente.
5) Los asuntos que resulten de acuerdos 
entre los Gobiernos Departamentales que 
puedan ejecutarse entre Municipios de más 
de un departamento.
6) Los asuntos que el respectivo Gobierno 
Departamental asigne a los Municipios.

Más allá de las especificaciones que las regla-
mentaciones establecerán, es pertinente men-
cionar la posibilidad de que el gobierno nacio-
nal acuerde con el gobierno departamental 
respectivo asignar determinados asuntos a 
determinados municipios, que podrían estar 
vinculados, por ejemplo, a cuestiones territo-
riales (tal vez seguimientos ambientales) o a 
temas sectoriales (tal vez vinculados a desa-
rrollos productivos) o temáticos (tal vez vincu-
lados al patrimonio).

Por otro lado es relevante, conceptualmente 
hablando, que se identifique explícitamente la 
posibilidad de que se generen formas asocia-
tivas entre municipios de un mismo departa-
mento (numeral 4) y de más de un departa-
mento (numeral 5).

Estas posibilidades tal vez permitan intercam-
biar experiencias de gestión (buenas y malas), 
fortalecer la interlocución con las estructuras 
centrales, mejorar la eficiencia operativa de 
las obras en el territorio, tal vez coordinar el 
uso compartido de equipos de mayor porte.

En realidad el fenómeno del asociacionismo 
municipal es más amplio y constituye todo un 
campo a desarrollar. Es una metodología en ex-

pansión en el mundo, genera posibilidades de 
construcción de redes nacionales e internacio-
nales que potencian el desempeño local por la 
circulación horizontal de la información y de las 
experiencias, y mejora la capacidad de interlo-
cución ante las estructuras centrales.

Desde otro ángulo es interesante mencionar 
que el texto, al establecer varias posibilidades 
de adjudicar competencias específicas a los 
municipios que se irían incorporando a la ma-
teria municipal, genera un camino de gradua-
lidad que probablemente permitirá acompasar 
la asunción de tareas con la generación de 
capacidades locales, en un proceso de retroa-
limentación.

Denominación de las intendencias

A partir de la vigencia de esta ley será nece-
sario regularizar el nombre de la intendencia, 
que, por lo expuesto, no debe contener el 
término municipal, ya que este alude a com-
petencias de los gobiernos locales, no de los 
departamentales, y mantenerlo implicaría in-
troducir ambigüedades innecesarias.

En la reforma constitucional de 1996 se modi-
ficaron varios artículos que afectan a los go-
biernos departamentales, en particular referi-
dos a dos aspectos que interesa señalar a los 
efectos de esta iniciativa.

En el artículo 262 se elimina la calificación de 
municipal para el intendente, lo que es con-
gruente con que este tendría la función ejecu-
tiva y administrativa en materia departamental, 
y los municipios (a partir de esta ley) tendrían 
competencia en materia municipal.

Se encomienda a la ley delimitar la materia de-
partamental y la materia municipal, asunto que 
aborda el texto analizado. Por lo que a partir 
de su aprobación el avance en la delimitación 
de contenidos quedó firme y hace flagrante-
mente incongruente el mantenimiento del tér-
mino municipal para las intendencias.
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El texto aprobado dispone varios mecanismos 
de responsabilización pública de los gober-
nantes municipales.

Juicio político

En primer lugar, se establece: «Artículo 18 [inci-
so 2]. Será de aplicación lo dispuesto en el artí-
culo 296 de la Constitución de la República».

Artículo 296. Los Intendentes y los miem-
bros de la Junta Departamental podrán ser 
acusados ante la Cámara de Senadores por 
un tercio de votos del total de componen-
tes de dicha Junta por los motivos previs-
tos en el artículo 93.
La Cámara de Senadores podrá separarlos 
de sus destinos por dos tercios de votos del 
total de sus componentes.
Artículo 93. […] por violación de la Consti-
tución u otros delitos graves, […].

Este itinerario es de complejo recorrido, no se-
ría operativo para ordenar la gestión, más bien 
podría inducir a sensación de impunidad en 
el manejo desaprensivo de los recursos públi-
cos de los municipios (riesgo importante en el 
diseño de esta experiencia), ya que acusados 

ante el Senado, de no obtener dos tercios de 
votos, el resultado político es su fortalecimien-
to, no su sanción.

Adicionalmente, la extensión del mecanismo de 
juicio político a los miembros de los municipios 
recoge objeciones. Ya que la propia Constitu-
ción no incluyó a los integrantes de las juntas 
locales en la lista taxativa del artículo 296, no 
parece correcto incluirlos por vía legal.

Rendición de cuentas

El texto aprobado establece la obligación de 
presentar anualmente una rendición de cuen-
tas al gobierno departamental, esto es, a la In-
tendencia, presuntamente para ser incluida en 
el mensaje que esta debe remitir a la Junta De-
partamental para su control, que implica su di-
fusión pública y, por tanto, su debate público.

Además, esta rendición de cuentas debe in-
cluir, si correspondiere, los detalles de la eje-
cución de fondos de origen nacional.

Artículo 13. Son cometidos de los Muni-
cipios:
[…]
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18) Rendir cuenta anualmente ante el Go-
bierno Departamental de la aplicación de 
los recursos que hubiera recibido para la 
gestión municipal o para el cumplimiento 
de funciones que se hubieran expresamen-
te delegado en la autoridad municipal.

Este puede constituirse en un mecanismo 
adecuado para atenuar los riesgos de manejo 
desaprensivo de los recursos públicos loca-
les, especialmente si en las reglamentaciones 
(nacional y departamental) el incumplimiento 
de su presentación o la constatación de he-
chos irregulares generan consecuencias con-
cretas.

Naturalmente que todo lo relacionado con las 
rendiciones de cuentas de los recursos públi-
cos se rige por lo establecido en el tocaf y 
responsabiliza a los ejecutores respectivos.

Audiencia pública

El texto establece un mecanismo que podría 
ser muy potente para el control de las actua-
ciones municipales: la audiencia pública:

Artículo 13. Son cometidos de los Munici-
pios:
[…]
19) Presentar anualmente ante los habitan-
tes del Municipio, en régimen de Audien-
cia Pública, un informe sobre la gestión 
desarrollada en el marco de los compromi-
sos asumidos, y los planes futuros.

Adecuadamente reglamentadas, las audien-
cias públicas implican la presentación ante 
los vecinos de las luces y las sombras de la 
gestión.

La generación de este ámbito en el que tan-
to la oposición como los pobladores pueden 
capitalizar una de las principales ventajas de 
los gobiernos de cercanías —el conocimien-
to directo de la gestión—, así como tener in-
centivos para su involucramiento por el interés 
directo y personal de las consecuencias de 
aquella, es una herramienta a desarrollar que 

probablemente permita fortalecer actitudes 
colaborativas entre gobiernos departamental 
y municipal.

Tal vez sean necesarias más de una audiencia 
pública por año, probablemente un mínimo de 
tres, en mi percepción, para poder presentar 
en la primera el proyecto de presupuesto lo-
cal, en la segunda presentar el presupuesto 
efectivamente aprobado por la Junta Depar-
tamental en calidad de programa específico y 
en la tercera dar cuenta de la ejecución (o no) 
de lo previsto en el presupuesto municipal.

Controles

Los controles establecidos para la gestión mu-
nicipal tienen varios niveles, a saber: intramu-
nicipales, Intendencia, Junta Departamental y 
Tribunal de Cuentas.

Intramunicipales

En este punto se dispone a texto expreso que 
una de las atribuciones de los concejales es el 
control de la gestión del alcalde; se presume 
sea tanto sobre el adecuado cumplimiento de 
las directivas políticas decididas por el colecti-
vo del cuerpo en uso de sus facultades como 
sobre el cumplimiento de las normas genera-
les (departamentales y nacionales) referidas 
al uso de los recursos (de todos los tipos de 
recursos).

Artículo 15. Son atribuciones de los Con-
cejales:
[…]
2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de 
las atribuciones del Alcalde.

Ejecutivo departamental

Por otro lado, el intendente deberá controlar el 
adecuado cumplimiento de las normas, vigilar 
el manejo de los recursos, constatar la imple-
mentación de las políticas departamentales 
decididas tanto en las rendiciones de cuentas 
como mediante otros mecanismos que la re-
glamentación deberá especificar.
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Junta Departamental

El texto incluye de manera específica que la in-
tervención de la Junta Departamental será del 
mismo tenor que la actuación del intendente; 
de hecho los municipios, desde este ángulo, 
son parte del ejecutivo departamental con un 
proceso de selección personal mediante las 
elecciones.

Artículo 18. La Junta Departamental ten-
drá sobre los Municipios los mismos con-
troles que ejerce sobre la Intendencia Mu-
nicipal.

Además de la necesidad de fortalecimiento 
mencionada y del riesgo de deserción de los 
cuadros políticos con más experiencia y capa-
cidad de articulación tentados por la tarea de 
conducción municipal, debe registrarse la ne-
cesidad de construir capacidades adicionales 
de las juntas departamentales que permitan un 
seguimiento eficiente y efectivo del ejecutivo 
departamental y del tercer nivel de gobierno y 
administración, a cargo de múltiples actores.

Tribunal de Cuentas

Finalmente, todo el manejo de los recursos fi-
nancieros deberá tener intervención del Tribu-
nal de Cuentas, referida a su legalidad y ajuste 
a las normas vigentes, en un proceso similar 
al actual.

A estos efectos, con la incorporación de las 
nuevas tecnologías son posibles las interven-
ciones digitales, sin perjuicio de la designa-
ción de delegados regionales del Tribunal que 
permitan otorgar transparencia y observancia 
de la normativa legal a nivel municipal.

Resulta ilustrativo, en mi percepción, transcri-
bir parte de la respuesta de la Oficina de Pla-
neamiento y Presupuesto (opp) al Congreso 
de Intendentes ante una consulta sobre las 
posibilidades de control en el manejo de los 
recursos públicos por los municipios.

La adecuada articulación de las normas del 
tocaf, en particular, constituye la garan-

tía para ello. De dicho cuerpo normativo 
puede a estos efectos anotarse:
Artículo 7: oficinas, dependencias o perso-
nas que recauden fondos de cualquier natu-
raleza informarán a la Contaduría General 
de la Intendencia en el tiempo y forma que 
esta determine, acerca del monto y concep-
to de sus recaudaciones y acompañará a la 
información el duplicado de las boletas de 
depósitos efectuados.
Artículo 15: no podrán comprometerse gas-
tos de funcionamiento o de inversiones sin 
que exista crédito disponible.
Artículo 16: los créditos no podrán desti-
narse a finalidad u objeto que no sean los 
enunciados en la asignación respectiva.
Artículo 17: no podrán comprometerse 
gastos de funcionamiento o de inversiones, 
cuyo monto exceda el límite de la asigna-
ción anual.
Artículo 21: no podrá liquidarse suma al-
guna que no corresponda a compromisos 
contraídos en la forma que determinan los 
artículos 13 a 20.
Artículo 32: el funcionario que comprome-
ta cualquier erogación sin estar autorizado 
para ello será responsable de su pago.
Artículo 70: la autoridad superior del or-
ganismo público dispondrá del uso de los 
bienes inmuebles de su jurisdicción para 
el funcionamiento de los servicios a su 
cargo.
Artículo 75: la tesorería general del Go-
bierno Departamental cumple la misma 
función, en la jurisdicción correspondien-
te, que la Tesorería General de la Nación 
como la caja central para el movimiento de 
fondos y el cumplimiento de las órdenes 
de pago que reciba.
Le corresponde además, sin perjuicio de 
otras funciones que se le adjudiquen por 
vía reglamentaria, custodiar los fondos, 
títulos o valores que tenga a su cargo. En 
particular, le queda prohibido recibir in-
gresos, realizar pagos u operar egresos 
cuya documentación no haya sido previa-
mente intervenida por los órganos de con-
trol interno y externo en los casos en que 
la Constitución de la República o la ley 
hayan instituido ese último control.
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Artículo 90: a la Contaduría Central de la 
Intendencia le corresponderá:
1) participar en el arqueo de las existencias 
de fondos y valores de la tesorería respec-
tiva;
2) conciliar los saldos de las cuentas ban-
carias con los estados remitidos por los 
bancos;
3) informar previamente en los actos que 
generen compromisos con respecto a la 
disponibilidad del crédito para el objeto 
del gasto y su monto, sin cuya constancia 
carecerán de validez;
4) verificar el cumplimiento de las normas 
vigentes para los compromisos, liquidacio-
nes y pagos;
5) verificar las liquidaciones de los gastos e 
inversiones;
6) verificar las cuentas que presenten los 
obligados a rendirlas;
7) documentar en todos los casos su oposi-
ción a los actos de los ordenadores de los 
gastos o pagos que consideren irregulares 
o en los que no se hubiesen cumplido los 
requisitos legales.
Artículo 91: la Contaduría General del Go-
bierno Departamental ejercerá los mismos 
cometidos asignados a la Contaduría Ge-
neral de la Nación, con excepción de los 
señalados en los numerales 2, 5 y 6 del ar-
tículo 89.
Artículo 99: es obligatorio permitir las ins-
pecciones o verificaciones que decidan rea-
lizar la contaduría central de la Intenden-
cia, la Auditoría Interna de la Nación o el 
Tribunal de Cuentas, para lo que deberán 
tener permanentemente a disposición los 
registros y la documentación, facilitar la 
gestión de los funcionarios o empleados y 
proporcionar la información que les fuere 
requerida.
El no cumplimiento de las obligaciones 
establecidas precedentes, en lo que refie-

re al Tribunal de Cuentas, hará incurrir 
al funcionario omiso en responsabilidad 
administrativa conforme a lo dispuesto en 
los artículos 53 y 54 de la ley n.º 16736, de 
5 de enero de 1996, y 572, 573 y 575 a 580 
de la ley n.º 15903, de 10 de noviembre de 
1987 (artículos 119 a 127 de dicho Texto 
Ordenado), sin perjuicio de las responsa-
bilidades civiles o penales que pudieran 
corresponder.
En los casos en que se verifique la comisión 
de actos de obstrucción, cometidos por los 
jerarcas o funcionarios responsables del 
manejo de documentación o información 
cuyo conocimiento resulte imprescindible 
para el cumplimiento de los cometidos de 
fiscalización o de vigilancia por parte del 
Tribunal de Cuentas, el mismo, previa 
vista por el término de diez días hábiles 
conferida al funcionario de que se trate a 
efectos de la presentación de los descargos 
que puedan corresponder, podrá formular 
denuncia circunstanciada ante la Junta De-
partamental respectiva o el Poder Judicial, 
según corresponda.
Artículo 124: cuando como consecuencia de 
la responsabilidad financiero-contable emer-
gente de la resolución administrativa (artícu-
lo 129), surgiere un perjuicio para el patri-
monio estatal, podrá caber la presunción de 
la responsabilidad civil del infractor.
Cuando se presuma la existencia de deli-
to, el jerarca respectivo, sin perjuicio de 
disponer de inmediato la investigación o 
sumario correspondiente, formulará sin 
demora las denuncias judiciales pertinen-
tes con remisión de todos los antecedentes 
de que disponga.
En tales casos la Administración podrá 
solicitar la adopción de medidas cautelares 
que correspondan para asegurar el resarci-
miento o la indemnización al patrimonio 
estatal.
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Participación social
Si bien, como se dijo al comienzo, este texto se 
concentra en la creación de un tercer nivel de 
gobierno y administración que denomina mu-
nicipios, y en la representación político-parti-
daria, menciona la cuestión de la participación 
social local y establece algunos mecanismos 
en esa dirección.

En primer lugar, en términos programáticos, 
establece: «Artículo 5. Los Municipios instru-
mentarán la participación activa de la sociedad 
en las cuestiones del Gobierno local». Asunto 
que refuerza al disponer: «Artículo 13. Son co-
metidos de los Municipios: […] 17) Crear ám-
bitos de participación social».

Audiencias públicas

Las audiencias públicas referidas a la gestión 
municipal establecidas en el artículo 13, nu-
meral 19, constituyen un ámbito concreto de 
participación social que al tener un régimen 
(mínimo) anual (que en mi percepción debe-
rían ser llevadas a tres por la reglamentación 
departamental) permitirían la incidencia direc-

ta de la población en los planes, programas y 
proyectos de nivel local, incluso de nivel de-
partamental en la cuota parte que la afecten.

Las audiencias públicas tendrían la ventaja 
de involucrar (o generar ámbitos en los que 
podrían involucrarse) a toda la población resi-
dente, no solamente a los ciudadanos mayo-
res de 18 años.

El desafío en este punto está referido a la ade-
cuada reglamentación, a los efectos de que no 
sean meras puestas en escena sino instancias 
amigables de sustantiva articulación gobierno-
vecinos que permitan mejorar la transparencia 
de las decisiones, de las restricciones y de la 
gestión en su conjunto.

Iniciativas para creación 	
de municipios

Una instancia diferente de participación social 
prevista en el texto aprobado refiere a la capa-
cidad de iniciativa popular, incluida la de consti-
tuirse en municipio, que es el itinerario prescrito 
para posibilitar que estos órganos existan en 
poblaciones de menos de 2.000 habitantes.

	
	 Capítulo VI: 	
	 Los municipios 	
	 y los vecinos
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Artículo 16. El 15% (quince por ciento) de 
los ciudadanos inscriptos en una localidad 
o circunscripción tendrá el derecho de ini-
ciativa ante el Gobierno Departamental en 
los asuntos de su competencia, incluida la 
iniciativa para constituirse en Municipio.
En este caso la Junta Departamental, a 
iniciativa del Intendente, podrá disponer 
la creación del Municipio respectivo, aun-
que se trate de una población de menos de 
2.000 habitantes.

La iniciativa popular es un mecanismo de uti-
lización esporádica, ya que requiere niveles 
de movilización y organización significativos, 
pero, por eso mismo, cuando se concreta es 
la traducción de inquietudes sentidas por la 
población afectada.

La posibilidad concreta de su ejercicio a nivel 
municipal probablemente contribuya al de-
sarrollo de una ciudadanía social y, por qué 
no, política que permita separar la paja del tri-
go, esto es, minimizar el riesgo de utilización 
como mero recurso político-partidario de pre-
sión y jerarquizar su utilización para sintonizar 
y canalizar las inquietudes de la población.

Será necesaria una reglamentación específi-
ca que resuelva varias cuestiones operativas, 
por ejemplo ante qué órgano se presentarían 
las firmas y cómo sería el procedimiento de 
validación; y se requeriría el pronunciamiento 
ciudadano de todos los inscritos en un muni-
cipio para dar curso a la división en dos juris-
dicciones.

Iniciativas de nivel municipal

Complementariamente con lo anterior, el texto 
establece la posibilidad de iniciativa munici-
pal, también por el 15% de los inscritos, a lo 
que curiosamente agrega que pasados sesen-
ta días esta podrá presentarse ante la Junta 
Departamental.

El pasaje, que parte de la presunción de que 
todas las iniciativas refieran a temas en los 
que la Junta Departamental tenga injerencia, 

no parece adecuado. Podrían generarse inicia-
tivas cuyo tema específico fueran cuestiones 
de otro carácter, atinentes a la Intendencia, a 
la estructura central, a las políticas de carác-
ter departamental o incluso a competencias 
de otros niveles de gobierno con los que, por 
disposición constitucional, el relacionamiento 
debe procesarse por medio del intendente, que 
es el represente legítimo del gobierno departa-
mental, según disposición constitucional.

Artículo 5
(Inciso 3) Con el porcentaje establecido en 
el artículo 16 de la presente ley podrá enta-
blarse el derecho de iniciativa ante el Mu-
nicipio, en caso de que estos ámbitos no 
sean establecidos. Pasados sesenta días sin 
que este se pronuncie, podrá presentarse 
dicha iniciativa ante la Junta Departamen-
tal. El no pronunciamiento de esta en un 
plazo de noventa días se considerará como 
denegatoria.

Estandarización versus 
particularismos

A medio camino entre declaración programá-
tica y habilitación de mecanismos concretos, 
el texto dispone: «Artículo 5. Cada Municipio 
creará los ámbitos necesarios y los mecanis-
mos adecuados, dependiendo de la temática 
y de los niveles organizativos de la sociedad, 
para que la población participe de la informa-
ción, consulta, iniciativa y control de los asun-
tos de su competencia».

En términos de diseño de una política pública, 
esta disposición presenta algunas dificultades 
conceptuales.

Por un lado, parece adecuado, por lo ya ex-
puesto en este trabajo, que se impulsen me-
canismos de participación social en el tercer 
nivel de gobierno en los que seguramente se-
rían más productivos.

Sin embargo, este curso de acción debiera im-
plicar criterios uniformes para todo el territorio 
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nacional, para todos los departamentos y para 
todos los municipios, principio que es relevante 
en este texto cuando dispone desde el comien-
zo la prescriptividad de la existencia de muni-
cipios intentando reducir espacios de libre ar-
bitrio de actores departamentales de vocación 
centralista.

Por ello, tal vez en la reglamentación nacional, 
debieran establecerse de manera más espe-
cífica los criterios de creación de ámbitos de 
participación social, para que su desarrollo 
tenga una coherencia nacional a partir de la 
percepción de que se está implementando 
una política de largo aliento para todo el país.
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Recursos

La cuestión de los recursos, de todos los tipos 
de recursos (humanos, materiales, financie-
ros, temporales e institucionales) necesarios 
para efectivizar el funcionamiento de los mu-
nicipios es naturalmente central, y es impres-
cindible analizar detenidamente y decidir, en 
cada nivel de gobierno, sobre el punto.

De no hacerlo en tiempo y forma, todo queda-
rá en una generosa manifestación de deseos 
líricamente expresados.

Es necesario, sin embargo, precisar con abso-
luta contundencia que los recursos de los mu-
nicipios no están vinculados a la recaudación 
recibida en su jurisdicción, sino a las definicio-
nes departamentales, a la perspectiva global 
de los recursos, a las necesidades o intencio-
nes de desarrollo, así como a la presentación 
de proyectos de gestión que sustenten las de-
mandas de fondos adicionales.

No obstante puede resultar de utilidad un re-
corrido panorámico de las posibilidades de 
obtención de recursos de los gobiernos de-
partamentales (muchas de las cuales están 
pendientes de desarrollo) para reorientarlos 
hacia el nivel municipal.

En términos genéricos, el texto aprobado es-
tablece, como no puede ser de otra manera si 
se está refiriendo al tercer nivel de gobierno de 
cada departamento: «Artículo 20. El Gobierno 
Departamental proveerá los recursos huma-
nos y materiales necesarios a los Municipios, 
a los efectos de que estos puedan cumplir con 
sus atribuciones, en el marco del presupuesto 
quinquenal y las modificaciones presupuesta-
les aprobadas por la Junta Departamental».

Dispone con claridad, lo que es relevante para 
la conservación de la unidad departamental 
así como para el fortalecimiento de las potes-
tades del intendente y del gobierno departa-
mental en su conjunto, que tales asignaciones 
se encuadrarán en el presupuesto quinquenal 
y, eventualmente, en las modificaciones.

Estas disposiciones implican la necesidad de 
identificar las imputaciones presupuestales 
por jurisdicción municipal, esto es, requerirán 
la elaboración de presupuestos municipales 
insertos en el departamental.

Como consecuencia, emerge la identificación 
de las modificaciones de toda la estructura cen-
tral, de todas las direcciones generales de cada 
departamento, fortaleciéndolas para que pue-
dan afrontar los nuevos y complejos desafíos, 
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y seguramente variando el perfil de sus propios 
cuadros funcionales y de las lógicas decisiona-
les y operativas.

Adicionalmente, la cesión de recursos huma-
nos y materiales deberá encuadrarse en el 
diseño de políticas departamentales comu-
nes a todos los municipios, de forma que no 
se afecten la carrera funcional, los criterios de 
manejo de los sistemas operativos de gestión, 
las aplicaciones tecnológicas, la adquisición 
de insumos, el manejo energético, entre otros 
puntos relevantes a laudar.

Recursos financieros

La cuestión de los recursos financieros es vi-
tal para que los municipios funcionen y efec-
tivamente reformulen la institucionalidad en el 
Uruguay, o queden en la historia de las expe-
riencias llenas de las mejores intenciones pero 
frustradas.

El desafío conceptual que implica impulsar la 
creación de gobiernos locales debe necesa-
riamente acompañarse de resolver el desafío 
de la provisión de financiamiento adecuado. A 
la hora de repensar la legislación de los go-
biernos locales, este es un tema de ineludible 
consideración, so pena de que las mejores 
disposiciones aprobadas en otras dimensio-
nes no sean de recibo en su aplicación con-
creta.

Pero también el suministro de suficientes re-
cursos materiales que les permitan construir 
una nueva forma de gestión gubernamental 
más cerca de los vecinos, de manera que es-
tos puedan incidir en la implementación de las 
políticas públicas que los afectan, sin esperar 
la instancia electoral.

En esta dimensión se identifica claramente 
una fuerte tensión conceptual y de gestión 
que parece necesario comentar inicialmente.

Con la creación de un tercer nivel de gobier-
no se repite el mismo dilema que entre el go-
bierno central y los gobiernos departamen-
tales: ¿cuáles son los recursos autónomos 

de cada uno y cómo se deben ejecutar los 
recursos de origen nacional que van a los de-
partamentos?

En este caso el dilema se puede expresar, di-
cotómicamente, de la siguiente manera: ¿todo 
el intendente o nada el intendente?

En un extremo, si las decisiones sobre la uti-
lización de todos los recursos son potestad 
del intendente, no es posible ningún tipo de 
descentralización y estrictamente no pueden 
existir gobiernos locales.

En el otro extremo, si las decisiones sobre el 
uso de los recursos se toman a nivel local, la 
figura del intendente sería meramente formal, 
no sería posible la construcción de una pers-
pectiva global sobre la actividad estatal en el 
departamento y, más aún, sería imposible el 
diseño de políticas redistributivas a favor de 
las zonas más atrasadas o de los sectores más 
necesitados, con el resultado de una fragmen-
tación departamental.

Razonando por el absurdo, el intendente 
quedaría con la responsabilidad de afrontar 
la estructura central ineludible (por ejemplo 
administración, hacienda, arquitectura, plani-
ficación territorial, tránsito) y a la vez ante un 
escenario de fragmentación departamental de 
muy difícil manejo.

Desde otro ángulo, ello implicaría que las ju-
risdicciones locales más ricas se distanciaran 
cada vez más de las zonas más pobres, y por 
otro lado el respectivo gobierno departamen-
tal tendría muy limitadas sus posibilidades de 
cambiar la orientación de la gestión, de imple-
mentar políticas de desarrollo productivo y en 
general de impulsar políticas redistributivas 
que buscaran la equidad y la justicia social.

Encontrar el adecuado balance entre políticas 
globales y decisiones locales es el nudo gor-
diano de la cuestión de la descentralización 
política, lograr un fortalecimiento del centro 
que permita la perspectiva y la conducción 
departamental y simultáneamente alcanzar la 
autonomía local que permita la cercanía del 
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gobierno con la gente para mejorar la eficacia, 
la eficiencia y la efectividad de la gestión.

En mi percepción, surge con fuerza la necesi-
dad de debatir sobre el punto y clarificar con 
la mayor precisión el tema de los recursos fi-
nancieros locales, de manera que los munici-
pios tengan poder de decisión sobre fondos 
propios y simultáneamente el gobierno tenga 
poder de decisión sobre fondos departamen-
tales que permitan desarrollar una gestión 
efectiva.

El instrumento por excelencia para estos fines 
debiera ser la construcción de indicadores 
de distribución de los recursos (tomando en 
cuenta, entre otros aspectos, población, ne-
cesidades básicas insatisfechas, caminería, 
vivienda, potencialidades de desarrollo que 
requieran inversiones específicas) que permi-
tieran aventar el riesgo de sesgos prebenda-
rios en tal tarea.

Asimismo serán necesarios indicadores de re-
distribución para resolver la utilización de los 
recursos que los municipios menos eficientes 
no lleguen a ejecutar o que surjan por situa-
ciones de emergencia.

Complementariamente, sería de suma utilidad 
la construcción de indicadores de mejora de 
gestión que generaran recursos adicionales 
de libre disposición para los municipios, del 
tipo de calidad de la atención al público, dis-
minución de los índices de morosidad, dismi-
nución de las licencias médicas endémicas, u 
otros de similar tenor.

La creación de los municipios no implica ne-
cesariamente aumento del gasto (que viene 
por otro lado) sino redistribuir la capacidad de 
decisión sobre este.

El desafío está en lograr un adecuado balance 
entre la competencia departamental y la local 
que genere incentivos al gobierno departa-
mental para la concreta instalación de los mu-
nicipios, así como al involucramiento de los 
vecinos en la gestión mediante la adopción de 
decisiones de gobierno a nivel local.

Si este objetivo central es alcanzado, el ámbi-
to de gobierno departamental y el ámbito local 
podrán funcionar complementariamente pro-
fundizando el sistema democrático del país.

Es muy importante señalar que no está plan-
teada la autonomía fiscal municipal, esto es, 
que no se generan facultades de imposición 
tributaria, ni de fijación de tasas, tarifas o pre-
cios por los municipios que se crean.

La creación de un tercer nivel de gobierno y 
administración en este contexto no tiene el 
riesgo de escenarios tipo guerra de patentes 
dentro de cada departamento.

Por otro lado, debe identificarse el riesgo de 
que los municipios se visualicen mutuamen-
te como competidores entre sí por recursos o 
por radicación de inversiones en escenarios 
ganador-perdedor en los que lo que uno ob-
tiene va en desmedro de los demás, en vez 
de identificar la potencialidad de construir es-
cenarios ganador-ganador que propicien en-
foques cooperativos entre ellos mediante for-
mas asociativas e intercambio de experiencias 
y capacidades que potencien el rol articulador 
y de cercanía con la población.

De origen departamental

El numeral 1 del artículo 19 menciona la posibi-
lidad de que los respectivos gobiernos depar-
tamentales destinen fondos específicos para 
financiar la gestión de sus municipios. Esta 
disposición está dentro del marco normativo 
vigente; en el ejercicio de la autonomía, cada 
presupuesto departamental distribuye los re-
cursos según el respectivo plan de gobierno.

Pero en realidad, recorriendo solamente este 
camino no se asegura el funcionamiento de 
los municipios que existieran o que debieran 
crearse. Más bien esto podría ser visto por di-
versos gobiernos departamentales como una 
forma de injerencia central en su gestión; de 
hecho se estarían creando prescriptivamente 
instancias extras de funcionamiento sin fuen-
tes de recursos adicionales. De alguna mane-
ra podría leerse que se los está obligando a 
aumentar el gasto.
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Artículo 19. La gestión de los Municipios 
se financiará:
1) Con los fondos que les destinen los Go-
biernos Departamentales.

Sin embargo, es una dimensión (la asignación 
de recursos por el gobierno departamental) 
que debe estar en el financiamiento municipal.

En este sentido, parece de interés reflexionar 
sobre los parámetros de asignación de recur-
sos formulando algunas interrogantes al res-
pecto: ¿estarían vinculados a la recaudación 
local?, ¿estarían determinados por la presen-
tación de proyectos de interés local?, ¿debiera 
incidir el color político de los alcaldes elec-
tos?, ¿incidiría la situación socioeconómica de 
la población? En definitiva, los recursos, en el 
marco de restricciones que siempre existen, 
¿se van a distribuir a libre arbitrio del respec-
tivo intendente o se podrían inducir y generar 
incentivos para utilizar indicadores objetivos 
previamente acordados?

Estos aspectos referidos a los recursos de ori-
gen departamental deben establecerse en el 
presupuesto quinquenal, y en el escenario de 
gobierno y de gobernabilidad serán resultado 
de las correlaciones interpartidarias departa-
mentales.

No obstante, tal vez sea posible, vía reglamen-
tación nacional, generar incentivos para la uti-
lización de criterios transparentes al respecto.

Corresponde señalar que los antecedentes 
de distribución de recursos financieros en el 
ámbito intradepartamental han estado vincu-
lados a las recaudaciones. Por ejemplo, en el 
artículo 60.3 de la ley n.º 9515 se establece: 
«La Intendencia deberá destinar el 70% de las 
rentas que se produzcan dentro de la jurisdic-
ción de las Juntas Locales autónomas para 
los servicios y necesidades de las localidades 
en que ellas actúen».

En las leyes de creación de las juntas locales 
autónomas y electivas también se vinculan 
los recursos a la recaudación de cada una de 
ellas.

Esta lógica es de aplicación compleja, y en los 
hechos también de cumplimiento laxo, ya que 
genera restricciones muy fuertes al respectivo 
gobierno departamental limitando su capaci-
dad de redistribución a favor de las zonas más 
carenciadas.

Por otro lado, con el actual desarrollo tecno-
lógico que hace posible el pago de facturas 
en variados puntos del país, también pierde vi-
gencia el razonamiento de que sea una forma 
de incentivar el interés de la burocracia local 
para recaudar diligentemente.

Fuentes complementarias de recursos 
de origen departamental

Sin perjuicio del análisis de las fuentes de re-
cursos financieros históricas de los gobiernos 
departamentales para mejorar su gestión, tan-
to en términos de rendimiento (costo-benefi-
cio) como de justicia tributaria (que paguen 
más los que tienen más) y de tratamiento 
equitativo (que paguen igual los hechos gene-
radores iguales y que paguen todos los que 
tengan que pagar), se recorren a continuación 
algunas fuentes enunciadas como cursos de 
acción a explorar.

Tesoros locales

La ley n.º 9515 establece:

Artículo 57. Compete a las Juntas Locales, 
con excepción de las autónomas, dentro de 
su jurisdicción:
[…]
9) Propender a la formación de tesoros lo-
cales por suscripción voluntaria, destina-
dos exclusivamente a las mejoras y adelan-
tos de la localidad;

Es una fuente de recursos a considerar, sujeta 
a la reglamentación correspondiente, que for-
talecería la generación de proyectos de interés 
local no financiados por otros medios, y en el 
marco de una administración transparente ge-
neraría incentivos para involucrar a los vecinos 
en la gestión.
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La experiencia inicial del Fondo de Obras de 
la Zona Balnearia de Canelones, aunque en 
dictadura, iba en esta dirección, y en las admi-
nistraciones posteriores se desvirtuó transfor-
mándose en un impuesto más, hasta su anu-
lación por el actual gobierno.

Retornos por mayor valor inmobiliario

La nueva Ley de Ordenamiento Territorial, ade-
más de instrumentos de los gobiernos depar-
tamentales para el ordenamiento del territorio 
y para la planificación del desarrollo sustenta-
ble, crea la figura del retorno por mayor valor 
inmobiliario que, en mi percepción, implica 
una fuente de recursos departamentales ge-
nuinos y equitativos de gran potencialidad.

Ley n.º 18308. Artículo 46 (Retorno de las 
valorizaciones). Una vez que se aprueben 
los instrumentos de ordenamiento terri-
torial, la Intendencia Municipal tendrá 
derecho, como Administración territorial 
competente, a participar en el mayor va-
lor inmobiliario que derive para dichos 
terrenos de las acciones de ordenamiento 
territorial, ejecución y actuación, en la 
proporción mínima que a continuación se 
establece:
a) En el suelo con el atributo de poten-
cialmente transformable, el 5% (cinco por 
ciento) de la edificabilidad total atribuida 
al ámbito.
b) En el suelo urbano, correspondiente a 
áreas objeto de renovación, consolidación 
o reordenamiento, el 15% (quince por cien-
to) de la mayor edificabilidad autorizada 
por el nuevo ordenamiento en el ámbito.
La participación se materializará median-
te la cesión de pleno derecho de inmuebles 
libres de cargas de cualquier tipo a la In-
tendencia Municipal para su inclusión en 
la cartera de tierras.
Los promotores de la actuación, que ma-
nifiesten su interés y compromiso por edi-
ficar los inmuebles que deben ser objeto 
de cesión de acuerdo con el instrumento, 
podrán acordar con la Intendencia Muni-
cipal la sustitución de dicha cesión por su 
equivalente en dinero. Dicho importe será 

destinado a un fondo de gestión territorial 
o bien a la permuta por otros bienes in-
muebles de valor similar.
Si la Intendencia Municipal asume los 
costos de urbanización le corresponderá 
además, en compensación, la adjudicación 
de una edificabilidad equivalente al valor 
económico de su inversión.

En Canelones se está avanzando en esta di-
rección, existe una reglamentación departa-
mental para una región, que seguramente se 
irá extendiendo en su aplicación y que podría 
constituirse en insumo para otras reglamenta-
ciones.

Corresponde señalar su potencialidad, así 
como identificar la necesidad de mejorar los 
procesos decisorios, de manera que se lauden 
de forma transparente pero en términos políti-
cos, recabando el aporte técnico y evitando el 
riesgo tecnocrático.

En este sentido, es relevante identificar las 
nuevas fuentes de recursos modernos, que 
tienen que ver con la capacidad de pago y 
con la generación de beneficios privados, una 
parte de los cuales debe verterse a favor de la 
comunidad.

Convenios vecinales

El desarrollo de esta línea de acuerdos direc-
tamente con los pobladores, en general refe-
ridos a la construcción y el mantenimiento de 
espacios públicos, es de gran potencialidad 
tanto para ampliar la capacidad operativa del 
Municipio como para generar espacios de in-
tegración e inclusión social que contribuyen 
también a que el equipamiento urbano sea 
mejor cuidado.

Contrapartidas empresariales

La negociación de contrapartidas empresaria-
les es otro curso de acción que amplía las po-
sibilidades de construcción y mantenimiento 
de espacios y prestaciones públicos, eventual-
mente de recuperaciones edilicias de locales 
destinados a políticas sociales y culturales.



50

Actividades productivas departamentales 	
o municipales

Esta es una línea de reflexión histórica de los 
gobiernos subnacionales, que tuvo su auge 
hacia mediados del siglo xx y que devino en 
carga financiera y no en fuente de recursos no 
presupuestales. Sin embargo no es posible 
descartarla a priori, habría que someterla a un 
profundo examen para analizar su rendimiento 
potencial y la solución de la distorsión cliente-
lística.

Tasas, tarifas y precios

Los gobiernos departamentales tienen amplia 
potestad al respecto. Del examen del punto 
emerge con claridad la necesidad de su re-
visión a fondo actualizando las disposiciones 
departamentales, las potestades a la luz de 
las nuevas normas, la adecuación de las acti-
vidades departamental y municipal en el siglo 
xxi y la actualización de los valores fijados y 
de los procedimientos operativos.

A título de ejemplo, es posible mencionar, 
entre otras posibilidades, las habilitaciones 
comerciales, la generación de proventos por 
utilización de salas y de bienes muebles, así 
como la utilización por privados o por otros 
organismos de los espacios públicos munici-
pales.

De origen nacional

El numeral 2 del artículo 19 refiere a la creación 
de una fuente de recursos de origen nacional 
específica para los municipios.

Artículo 19. La gestión de los Municipios 
se financiará:
[…]
2) Con los recursos que les asigne el Pre-
supuesto Nacional en el Fondo de Incenti-
vo para la Gestión de los Municipios, que 
se creará a dicho efecto a partir de fondos 
que no afecten los que actualmente se des-
tinan a los Gobiernos Departamentales, 
se tendrán en cuenta criterios de equidad 
e indicadores de gestión, además del man-

tenimiento de la relación entre número de 
funcionarios y población, en el período in-
mediatamente anterior.

Es fundamental la existencia de recursos fres-
cos de origen nacional con destino a los muni-
cipios para evitar su muerte por inanición.

El mecanismo establecido en el texto apro-
bado deja en claro que constituirían fondos 
adicionales a los actualmente destinados a 
los departamentos, así como la intención de 
generar indicadores que permitan el conoci-
miento previo de los montos para de esa ma-
nera poder presupuestar su utilización.

Es un tema para la reglamentación nacional, 
eventualmente para una ley complementaria en 
el marco de amplios acuerdos interpartidarios 
que le den sustentabilidad temporal y restrinjan 
el riesgo de uso prebendario presidencial.

Fuentes complementarias de recursos 
de origen nacional

Es pertinente identificar las fuentes de recur-
sos extradepartamentales (actuales o poten-
ciales) para mejorar su gestión fortaleciendo 
los cursos de acción más eficaces al respecto. 
Como ejemplos de cursos de acción a desa-
rrollar o a explorar es posible mencionar los 
siguientes:

Convenios con organismos estatales

Esta línea de análisis debe profundizarse a 
partir de las experiencias de este período, 
tal vez capitalizando institucionalmente los 
aprendizajes ya procesados que han implica-
do resolver recursos financieros, materiales, 
consumos y ejecución, y que se habilitan en 
el texto legal mediante convenios que delegan 
capacidades de ejecución en municipios que 
deben ir acompañados de recursos financie-
ros adecuados.

Centros cívicos

En la misma dirección, capitalizar los apren-
dizajes generados en las experiencias de 
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implementación de centros cívicos que impli-
can la interacción simultánea con numerosos 
efectores de políticas estatales en el territorio, 
que implican resolver, por ejemplo, acceso a 
recursos financieros, humanos, insumos, con-
sumos y equipamientos.

Cooperación internacional centralizada

En la misma línea, pero más canalizada vía pre-
sentación de proyectos, es una dimensión de 
trabajo de relacionamiento con la cooperación 
internacional centralizada que se ha traducido 
en recursos financieros y equipamientos, con 
potencial de amplio desarrollo.

En este sentido, es materia pendiente la refor-
mulación de la operativa de la opp en el tema 
para generar ámbitos de mayor presencia de 
los gobiernos departamentales, con capaci-
dad de diseñar políticas de captación y distri-
bución transparente de los recursos así obte-
nidos.

Cooperación descentralizada

La cooperación descentralizada también mues-
tra ejemplos a desarrollar, para los cuales es 
imprescindible el fortalecimiento de las áreas 
de relacionamiento internacional directo y de 
las capacidades departamentales y municipa-
les de elaboración y ejecución de proyectos.

En este sentido, se identifica un campo de traba-
jo que arranca con la explicitación de los roles 
de los nuevos actores locales con legitimidad 
electoral y la potenciación de los roles articula-
dores de los gobiernos departamentales.

Deuda pública departamental

Esa línea de trabajo no se ha concretado; re-
quiere sofisticado diseño, experticia en el ma-
nejo de instrumentos financieros y aprobación 
parlamentaria específica.

Fideicomisos

Está en proceso de implementación una expe-
riencia que habrá que observar detenidamen-

te para potenciar su utilización, que resulta 
prometedora.

Fondos del 298

Artículo 298. La ley, que requerirá la ini-
ciativa del Poder Ejecutivo y por el voto de 
la mayoría absoluta del total de componen-
tes de cada Cámara, podrá:
1) Sin incurrir en superposiciones impo-
sitivas, extender la esfera de aplicación 
de los tributos departamentales, así como 
ampliar las fuentes sobre las cuales estos 
podrán recaer.
2) Destinar al desarrollo del interior del 
país y a la ejecución de las políticas de des-
centralización, una alícuota de los tributos 
nacionales recaudados fuera del departa-
mento de Montevideo. Con su producido 
se formará un fondo presupuestal, afecta-
do al financiamiento de los programas y 
planes a que refiere el inciso quinto del ar-
tículo 230. Dicha alícuota deberá ser pro-
puesta preceptivamente en el Presupuesto 
Nacional.

Se han aplicado históricamente y son de com-
plicado examen; diversos intereses dificultan 
su transparencia y eventual revisión. Parece 
una insuficiencia importante que el 75% sea 
ejecutado por los ministerios y no por los res-
pectivos gobiernos departamentales.

Fondos del 214, texto constitucional:

Artículo 214. El Poder Ejecutivo proyec-
tará con el asesoramiento de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el Presupues-
to Nacional que regirá para su período de 
Gobierno y lo presentará al Poder Legisla-
tivo dentro de los seis primeros meses del 
ejercicio de su mandato.
El Presupuesto Nacional se proyectará y 
aprobará con una estructura que contendrá:
[…]
C) Los recursos y la estimación de su pro-
ducido, así como el porcentaje que, sobre 
el monto total de recursos, corresponderá 
a los Gobiernos Departamentales. A este 
efecto, la Comisión Sectorial referida en el 
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artículo 230, asesorará sobre el porcentaje 
a fijarse con treinta días de anticipación al 
vencimiento del plazo establecido en el in-
ciso primero. Si la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto no compartiere su opinión, 
igualmente la elevará al Poder Ejecutivo, y 
este la comunicará al Poder Legislativo.

En 2005, se aprobó por primera vez, dentro de 
los plazos constitucionales (31 de julio), una 
propuesta de la Comisión Sectorial que per-
mitió la presupuestación de los fondos de ese 
origen, el establecimiento de un porcentaje del 
total (con un mínimo fijado) por departamento 
y la inclusión de Montevideo.

El texto aprobado abre una posibilidad adicio-
nal para examinar aquel proceso, ya que es-

tablece que deberá considerarse el gasto en 
políticas sociales de cada departamento a la 
hora de asignar recursos financieros prove-
nientes del artículo 214 de la Constitución.

Artículo 21. El Poder Ejecutivo, con el 
asesoramiento del Congreso de Intenden-
tes, propondrá las normas legales que esti-
me necesarias para determinar adecuada-
mente el gasto público en políticas sociales 
de los Gobiernos Departamentales. Dicho 
gasto deberá ser considerado en la forma 
de distribución de recursos que determina 
el literal C) del artículo 214 de la Constitu-
ción de la República.
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A los efectos de concretar la efectiva imple-
mentación de la ley, es preciso mencionar 
variados deberes para múltiples actores insti-
tucionales, individuales y colectivos, de cuyo 
cumplimiento dependerá, en buena medida, 
que la figura de los municipios exista en un 
futuro inmediato.

Aprobadas por el Parlamento dos leyes com-
plementarias, cumplida la actuación del Poder 
Ejecutivo para determinar los municipios elec-
tivos para 2010, aprobada por la Corte Electo-
ral la reglamentación a aplicarse el 9 de mayo, 
queda pendiente que cada gobierno departa-
mental apruebe la respectiva reglamentación.

El Poder Ejecutivo nacional debiera aprobar, 
con formato de decreto presidencial, una regla-
mentación de carácter nacional que establez-
ca los criterios generales de funcionamiento 
para todos los departamentos y municipios.

Los partidos políticos deberán seleccionar sus 
candidatos a cada uno de los cargos a cubrir, 
sin perjuicio de incidir en cada uno de los te-
mas mencionados.

En esta perspectiva cobra mayor relevancia el 
factor tiempo, que es realmente escaso, para 
lograr la producción compleja de múltiples 

actores que se requiere para una implemen-
tación prolija.

Examinaremos a continuación los principales 
productos decisorios que deben estar a la bre-
vedad para concretar la implementación de 
municipios electivos en el país.

Leyes complementarias

El primer texto legal fue aprobado en el Sena-
do sin modificaciones respecto a lo recibido 
de Diputados a los efectos de que saliera la 
ley, que finalmente tuvo el n.º 18567, con el 
compromiso entre los principales partidos de 
tramitar una ley complementaria antes del fin 
de la legislatura que corrigiera algunos aspec-
tos de aquella.

Inicialmente el punto identificado era la modi-
ficación del artículo 23 (ya comentado en este 
trabajo), que establecía el pasaje automático 
de todas las juntas locales integradas, cual-
quiera fuese el tamaño de su población, in-
troduciendo un piso de 2.000 habitantes para 
que operara.

Posteriormente se identificaron algunos otros 
puntos a resolver para viabilizar el comienzo 
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del proceso de descentralización, lo que llevó 
a que la agenda de tramitación de la ley com-
plementaria tuviera el siguiente temario:

1.	 Modificar el artículo 23 atenuando el pasa-
je masivo a municipios de todas las juntas 
locales integradas, estableciendo un piso 
de 2.000 habitantes, de forma de aplicar 
el concepto de gradualidad mencionado 
como uno de los principios cardinales de 
la nueva normativa. Esta modificación per-
mitiría realizar la experiencia innovadora 
en localidades con una cierta masa crítica 
de población y de estructuras municipales, 
sin arriesgar la frustración del instrumento 
por intentar aplicarlo en localidades con 
muy poca población.

2.	 Encomendar expresamente a la Corte 
Electoral el conocimiento y control de las 
elecciones municipales, ya que si bien esta 
competencia surge con claridad de las dis-
posiciones constitucionales al respecto, la 
información que llega del cuerpo es en el 
sentido de requerir la mención expresa.

3.	 Modificar el régimen de suplencia del al-
calde, de manera que el mecanismo a 
aplicar sea claramente identificable por los 
actores y por la ciudadanía. Se propone 
que sea un régimen igual al del intendente, 
con licencia formal, acta notarial de trasmi-
sión de mando y convocatoria al suplente 
correspondiente para ocupar la banca y el 
cargo.

4.	 Establecer a texto expreso que la nómina 
de municipios aprobada por cada gobier-
no departamental debe ser publicada en 
el Diario Oficial como mecanismo de di-
fusión pública fehaciente, sin perjuicio de 
otras vías de difusión decididas en cada 
lugar, o de comunicaciones directas a los 
organismos que corresponda, tales como 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Corte 
Electoral, Tribunal de Cuentas, partidos 
políticos.

5.	 Facultar expresamente para mayo de 2010 
a cada gobierno departamental a trans-
formar en municipios a juntas locales con 
menos de 2.000 habitantes o a instalarlos 

en localidades de similar población, si ac-
tualmente no las hubiera.

En la segunda quincena de noviembre y en la 
primera de diciembre de 2009 surgieron opi-
niones de numerosos intendentes, expresadas 
en los seminarios realizados en Canelones y 
en Montevideo y en el seno del Congreso de 
Intendentes, que trasmitieron la necesidad de 
introducir los siguientes puntos a la eventual 
ley complementaria:

1.	 Establecer que las listas de candidatos a 
concejales irían en hojas de votación se-
paradas de las listas a intendente y a inte-
grantes de la Junta Departamental.

2.	 Permitir explícitamente la acumulación por 
sublema, o al menos no prohibirla.

3.	 Establecer que la jurisdicción de los muni-
cipios comprenderá las respectivas áreas 
urbanas, suburbanas y rurales de influen-
cia de la localidad sede.

4.	 Establecer que las juntas locales actuales 
que no pasaran a ser municipios electivos 
seguirían existiendo como tales.

5.	 Analizar la posibilidad de cruzar el voto en-
tre lemas.

6.	 Prorrogar el plazo del 11 de enero como 
fecha de vencimiento para la presentación 
por cada gobierno departamental de la lis-
ta de municipios en 2010.

En el contexto de las fiestas de fin de año, de 
fin de la legislatura y de vacilaciones sobre la 
conveniencia de concretar la creación efectiva 
de un tercer nivel de gobierno y de administra-
ción, fueron pasando las semanas sin resolu-
ciones de ningún tipo.

Es imprescindible señalar que muchas de las 
objeciones, dudas y vacilaciones provenían 
de la fuerza política de gobierno, incluso del 
seno mismo del gobierno electo, a las que se 
sumaban las manifestaciones de actores de 
los otros partidos políticos.

No obstante, a comienzos de febrero de 2010, 
en los días finales de la legislatura, se aprobó 
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una ley complementaria que recogió algunos 
de los puntos mencionados.

Concretamente, se contemplaron en el texto 
de la norma —que una vez promulgada reci-
bió el n.º 18644— los puntos 1, 2, 6, 7 y 11.

No se contemplaron los puntos 3, 4 y 5: mo-
dificar el régimen de suplencia del alcalde, 
disponer la publicación en el Diario Oficial de 
la lista de municipios y manifestar a texto ex-
preso la facultad de iniciativa de creación de 
municipios en localidades menores en 2010.

No se incluyeron en la ley complementaria re-
soluciones sobre los puntos 8 y 9, ni sobre el 
punto 10, si bien el tema estuvo en las delibe-
raciones del Parlamento y en manifestaciones 
de ministros de la Corte Electoral. Finalmente 
se resolvió utilizar un solo sobre de votación y 
por tanto impedir el cruce entre lemas.

El plazo de vencimiento fue corrido para el 15 
de febrero, aunque la promulgación de la norma 
se produjo el 12, lo que dejó muy poco margen 
de concreción efectiva; además se introdujo un 
plazo para similar facultad referido a los munici-
pios a crearse para las elecciones de 2015.

También se incorporó el requisito de radica-
ción en la jurisdicción del Municipio para los 
candidatos a concejales.

Decreto I de cada departamento: 
nómina y jurisdicciones 	
de municipios

Según lo establecido en el artículo 2 de la ley 
n.º 18567, cada intendente podía proponer a la 
Junta Departamental la nómina de localidades 
del departamento que pasarían a constituirse 
en municipios y sus respectivos límites territo-
riales.

Los gobiernos departamentales podían dar 
cumplimiento al procedimiento previsto (con 
el nuevo plazo fijado por la ley n.º 18644) hasta 
el 15 de febrero de 2010 (lunes de Carnaval) a 
los efectos de su aplicación en mayo de 2010.

En el caso de las localidades en las que no 
hubiera junta local, parecería en principio que 
la jurisdicción territorial se limitaría al área ur-
bana y suburbana, de acuerdo con la sintaxis 
del artículo 1 de la ley, aunque cuando se re-
mite a distritos electorales a los efectos de la 
selección de autoridades estos comprenden 
también las zonas rurales.

En el caso de las juntas locales autónomas 
y electivas, el artículo 22 preserva a texto ex-
preso la jurisdicción territorial establecida en 
la ley de creación, que incluye áreas urbanas, 
suburbanas y áreas rurales de influencia.

En los casos en que juntas locales actuales 
se transformaran en municipios en 2010, a los 
efectos de respetar la institucionalidad pre-
existente parece razonable considerar que la 
jurisdicción territorial se mantiene, incluyendo 
las áreas rurales de influencia, tal como rige en 
la actualidad, atendiendo a lo que la respectiva 
norma de creación oportunamente estableció.

De lo contrario, el mensaje público sería in-
congruente: se avanzaría en términos políticos 
y se retrocedería en términos territoriales.

La lógica de creación de juntas locales se rigió 
históricamente por la similitud entre las juris-
dicciones locales y las secciones judiciales. 
En la mayoría de los casos las normas refieren 
explícitamente al punto, y en otros (artículo 58 
de la ley n.º 9515) refieren a donde funciona-
ran consejos de administración cuya compe-
tencia territorial coincidía con las secciones 
judiciales.

Otro aspecto a considerar en la confección de 
la nómina de municipios por cada gobierno 
departamental era si existía la posibilidad de 
fraccionar el territorio de las actuales juntas lo-
cales para crear municipios electivos en mayo 
de 2010.

En mi percepción, del análisis del diseño que 
desarrolla la norma en su conjunto se des-
prende que la posibilidad de transformación 
en municipios refiere exclusivamente a la juris-
dicción territorial vigente de cada junta local.



56

Las eventuales modificaciones a esta jurisdic-
ción debieran ser procesadas en la próxima 
legislatura por cada gobierno departamental y 
aplicarse a partir de mayo de 2015.

Con relación a la existencia de municipios en 
las capitales departamentales, la iniciativa 
privativa del intendente es aplicable en la me-
dida en que se incluya en la elaboración del 
decreto I (lista de municipios para 2010), tal 
como aconteció en los casos de Canelones, 
Maldonado y, con características específicas, 
Montevideo.

Finalmente, vencido el plazo del 15 de febre-
ro, se constató que 16 departamentos hicieron 
uso de la facultad establecida en la ley y apro-
baron un decreto departamental con la lista de 
municipios con vigencia para 2010.

Tres departamentos no ejercieron la facultad 
establecida: Soriano por voluntad explícita del 
intendente de no ejercer la iniciativa, y Colo-
nia y Lavalleja por no haber sido tratada en la 
Junta Departamental la iniciativa recibida del 
intendente.

El análisis de los decretos efectuado por el 
Poder Ejecutivo en el marco de lo dispuesto 
por el artículo 25 de la ley n.º 18567 detectó 
que en algunos casos los decretos aprobados 
omitían algunos datos relevantes, tales como 
los distritos electorales que correspondían a 
cada municipio o la delimitación territorial de 
las respectivas jurisdicciones.

Reglamentación 	
nacional

Algunos aspectos vinculados a la implemen-
tación de la ley debieran ser resueltos por nor-
ma de carácter nacional para ser congruentes 
con lo dispuesto en la propia ley en el sentido 
de propender a un régimen único para todo 
el país.

Algunos de los temas a resolver por la regla-
mentación nacional serían, en mi percepción, 
los siguientes:

Fecha de asunción: si bien es razonable 
deducir que siendo las elecciones munici-
pales el mismo día que las de intendente 
y ediles departamentales las autoridades 
locales deban asumir el mismo día que el 
intendente o en fecha muy próxima, debi-
do a variaciones de coordinación operativa 
para permitir la presencia de las autorida-
des departamentales en cada una de las 
ceremonias, tal dato no queda establecido 
en el texto legal. Una de las posibilidades 
sería disponerlo vía decreto presidencial 
reglamentario.

Fondo de incentivo: este instrumento está 
creado —o es anunciada su creación— 
por la ley n.º 18567 (artículo 19, numeral 
2), pero faltan su efectiva inclusión en el 
presupuesto nacional y más precisamente 
la decisión sobre monto total, procedencia 
de recursos, criterios de distribución entre 
los municipios (por ejemplo, por medio de 
indicadores objetivos) y demás detalles de 
funcionamiento, vía reglamentaria.

Convenios gobierno nacional - gobierno 
departamental - municipios: la ley estable-
ce la posibilidad de que los municipios se 
involucren en la gestión de políticas nacio-
nales dentro de su jurisdicción (artículo 13, 
numerales 14 y 16), pero la reglamentación 
nacional deberá establecer los criterios ge-
nerales que regirán los convenios celebra-
dos con estos objetivos entre los niveles 
nacional, departamental y municipal.

Juntas locales: sería preciso clarificar la si-
tuación de las juntas locales existentes que 
por alguna razón (dimensión de la población 
o no estar integradas) no se transformaran 
en municipios en mayo de 2010. ¿Dejarían 
de existir, a partir de lo establecido en la dis-
posición transitoria Y, con la vigencia de la 
ley n.º 18567? Por otro lado, en los casos 
en que no se crearan municipios en deter-
minadas localidades, ¿el intendente podría 
tener la iniciativa de crear juntas locales? 
Esto es, ¿se mantendría un doble régimen 
para las autoridades locales, por ejemplo 
electivas mediante los municipios y desig-
nadas mediante las juntas locales? Parece 
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inconveniente que se mantenga una doble 
normativa sobre autoridades locales, por 
eso es necesario clarificar el punto. En caso 
de caer las juntas locales que no fuesen 
municipios, los intendentes dispondrían, de 
todas maneras, de la posibilidad de instalar 
un régimen similar mediante la creación de 
oficinas delegadas y la designación de co-
misiones especiales delegadas en el marco 
del artículo 278 de la Constitución, regla-
mentando su funcionamiento.

Formas asociativas entre municipios de di-
ferentes departamentos: la posibilidad de 
desarrollar formas asociativas entre muni-
cipios de diferentes departamentos está 
establecida en el artículo 7, numeral 5, de 
la ley n.º 18567, pero faltaría la reglamenta-
ción nacional que fijara criterios generales 
para tales acuerdos, sin perjuicio de las es-
pecificidades que cada uno debiera tener 
por acuerdo de los departamentos involu-
crados o de los municipios intervinientes.

Ejecución: la ley establece que el colecti-
vo de cada municipio será el ordenador de 
sus gastos en el marco de lo autorizado 
en el respectivo presupuesto. Faltaría la 
reglamentación nacional, de carácter ge-
neral, que resolviera las cuestiones opera-
tivas de procedimientos, por ejemplo para 
las intervenciones del Tribunal de Cuentas 
y sus eventuales observaciones. Parece 
necesario que la reglamentación nacional 
establezca claramente que los municipios 
son ordenadores secundarios del gasto, 
siendo el intendente el único ordenador 
primario del ejecutivo departamental a los 
efectos de construir una perspectiva glo-
bal presupuestal de cada gobierno y evitar 
descontrol operativo.

Audiencias públicas: la ley dispone la ce-
lebración de audiencias públicas de rendi-
ción de cuentas de la gestión local. La re-
glamentación nacional debiera establecer 
los criterios generales que rigieran el ins-
trumento en cada uno de los municipios, 
sin perjuicio de las disposiciones específi-
cas que la reglamentación departamental 
pudiera establecer complementándolos.




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Reglamentación (y legislación) 	
electoral

Se requiere la reglamentación electoral es-
pecífica de las elecciones municipales, por lo 
tanto surge la necesidad de que la Corte Elec-
toral asuma el tema y sus disposiciones sean 
de público conocimiento con suficiente ante-
lación, a los efectos de que los actores políti-
cos individuales y colectivos se muevan en el 
marco establecido.

Finalmente el tema se resolvió con la aproba-
ción de las leyes n.º 18644 y n.º 18653.

La primera encomendó a la Corte Electoral 
asumir competencia del acto de las elecciones 
municipales y estableció la presentación en ho-
jas separadas de candidatos a cargos depar-
tamentales y municipales y la presentación de 
una hoja de votación por cada municipio.

La segunda laudó el tema de la lista de munici-
pios electivos para 2010, que quedó en 89 en 
todo el país.

A la luz de estas disposiciones legales adopta-
das por mayorías superiores a los dos tercios 
de cada cámara, la Corte Electoral aprobó la 
reglamentación electoral con fecha 12 de mar-
zo de 2010.

Decreto II de cada departamento: 	
la reglamentación

En el ámbito de las respectivas autonomías 
será necesario que cada gobierno departa-
mental (iniciativa del intendente y aprobación 
por la Junta Departamental) apruebe un de-
creto con fuerza de ley, en el marco de sus 
competencias, con la reglamentación de las 
elecciones municipales.

En este sentido, algunos temas para resolver 
por la reglamentación departamental serían, 
en mi percepción, los siguientes:

Remuneración de los alcaldes: este tema, 
que es competencia estrictamente depar-
tamental, debería laudarse con claridad 


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definiendo si los alcaldes serán remune-
rados, y, en ese caso, qué grado del es-
calafón funcional les correspondería. En el 
caso de que fueran remunerados, debiera 
establecerse si el salario estaría vinculado 
a la complejidad administrativa de cada 
municipio, o si todos recibirían igual com-
pensación, independientemente de la es-
tructura administrativa bajo su dependen-
cia. También podría establecerse por ley 
el carácter de remunerado dejando a cada 
departamento el monto, pero el punto no 
figura en el texto aprobado.

Jefatura administrativa: sin perjuicio de la 
conducción municipal a cargo de funcio-
narios electos, sería necesario precisar el 
funcionamiento estrictamente burocrático 
de cada lugar, de forma que se preservara 
la memoria institucional para trasladarla al 
siguiente período de gobierno.

Relación con la Junta Departamental: es 
un punto relevante ya que alude tanto a la 
capacidad de control del Legislativo depar-
tamental referida a la gestión (ahora ges-
tiones) como a la construcción de canales 
de información adecuados que permitan 
su mejor desempeño como productora de 
normas.

Formas asociativas entre municipios: cada 
departamento deberá regular los meca-
nismos para impulsar y hacer funcionar 
formas asociativas entre municipios del 
mismo departamento como forma de inter-
cambiar experiencias (éxitos y fracasos), de 
ampliar las capacidades gubernamentales 
y eventualmente replicar las buenas prácti-
cas o evitar las malas prácticas de gestión. 
Estas formas asociativas podrían contri-
buir a mejorar la capacidad de interacción 
con las estructuras centrales de la propia 
Intendencia o del gobierno nacional, así 
como a mejorar la eficiencia en el uso de 
los recursos (materiales y humanos, parti-
cularmente) racionalizando y potenciando 
las actividades operativas municipales.

Presupuestos municipales: sin perjuicio de 
las disposiciones nacionales, es impres-
cindible afrontar con un mismo criterio la 
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elaboración de los presupuestos locales 
de un mismo departamento referidos a 
temas tales como la iniciativa, las articula-
ciones previas entre alcaldes e intendente, 
los plazos de presentación para su inclu-
sión en el presupuesto quinquenal, meca-
nismos para resolver desencuentros entre 
intendente y municipios.

Operativa para ordenar gastos y pagos: en 
temas tan delicados como los financieros 
se requiere claridad en la operativa para 
regular las decisiones sobre gastos y pa-
gos para que respeten lo establecido en el 
tocaf y en las normas nacionales, y a la 
vez registren las eventuales especificida-
des de cada municipio.

Carrera funcional departamental: la regla-
mentación departamental deberá regular 
con precisión y claridad la relación entre 
los funcionarios y los municipios, de forma 
que rijan el respectivo estatuto del funcio-
nario, las normas generales de derecho 
laboral y las posibilidades de desarrollar la 
carrera funcional a nivel departamental.

Políticas globales departamentales: será 
necesario establecer en la respectiva re-
glamentación departamental cuáles serán 
las políticas de carácter departamental, 
tales como recursos humanos, obras, ges-
tión ambiental, desarrollo social, cultura, 
tributación, ordenamiento territorial, des-
centralización, sin perjuicio de cómo se 
implementen a nivel local. 

En algunos aspectos específicos también 
se deberán resolver cuestiones tales como 
la tensión entre la eventual dependencia 
técnica y la administrativa, la configuración 
de la cadena de mandos, la forma de proce-
sar los eventuales conflictos o desencuen-
tros, las potestades disciplinarias locales y 
centrales.

Articulación intendente-alcaldes: también 
por vía de la reglamentación, cada depar-
tamento deberá establecer los ámbitos de 
negociación y coordinación, tanto para las 
instancias de elaboración de los presu-
puestos locales como para las de segui-
miento en la ejecución.


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Informes: el itinerario de los eventuales 
pedidos de informes de la Junta Depar-
tamental sobre la gestión municipal, así 
como el de las iniciativas de los municipios 
que tuvieran destino en el intendente, la 
Junta Departamental u otras entidades es-
tatales, deberán incluirse en el reglamento 
departamental. También el formato y las 
características de los informes destinados 
al intendente.

Asignación de recursos: será necesario 
establecer en la respectiva reglamentación 
departamental los ámbitos para definir los 
criterios e indicadores para la distribución 
de los recursos de origen departamental, 
nacional, e incluso los procedentes de la 
cooperación internacional.

Indicadores de mejora de gestión: parece 
necesaria la construcción de indicadores 
que permitan medir los avances en térmi-
nos de mejora de la gestión para que esos 
resultados se traduzcan en fondos adicio-
nales para los municipios que tengan me-
jor desempeño institucional.

Tensiones y complementaciones 	
entre niveles de gobierno

En el proceso de cumplir con los deberes de 
los diversos actores involucrados directamente 
en la implementación de la ley, será necesario, 
para abordar con eficacia tal emprendimiento, 
considerar algunas tensiones existentes entre 
los diferentes niveles de gobierno y visualizar 
las imprescindibles complementaciones entre 
ellos.

En este sentido, corresponde mencionar, en 
primer término, la tensión entre gobierno na-
cional y gobierno departamental, en la que la 
creación de los municipios introducirá comple-
jidades adicionales: financiamientos adiciona-
les, criterios para que determinadas políticas 
nacionales sean ejecutadas por los munici-
pios, instrumentos de seguimiento y control de 
tales implementaciones y acuerdos tripartitos 
(porque no se trata solo de imponer deberes 
a los municipios) que permitan la continuidad 
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de las políticas nacionales con un manejo de 
cercanía.

También deben identificarse las tensiones en-
tre lo departamental y lo municipal que segu-
ramente generarán tensiones adicionales en-
tre las estructuras centrales y las demandas y 
las percepciones de prioridades de los acto-
res locales.

Identificar los riesgos de replicar, en el rela-
cionamiento con actores que ostentarán legi-
timidad electoral directa, mecanismos del tipo 
ordeno y mando a los que llevaba la lógica de 
funcionamiento anterior.

Balances y equilibrios

Estas tensiones obligan a lograr adecuados 
balances y equilibrios entre las perspectivas 
y las acciones de los diferentes niveles de go-
bierno y administración. De no lograrlo se po-
dría transitar un camino de escalada conflicti-
va o de mecanismos disputativos de toma de 
decisiones que en nada contribuiría a mejorar 
lo que en definitiva es el objetivo principal de 
toda la normativa: la eficacia de las políticas 
ejecutadas con una mejor eficiencia en el uso 
de los recursos para cambiar efectivamente la 
realidad en la dirección deseada.

Políticas nacionales

Por lo expuesto, es imprescindible partir de la 
existencia de políticas nacionales que el Po-
der Ejecutivo diseñará tratando de aplicar lo 
oportunamente propuesto a la ciudadanía en 
la instancia electoral, pero que deberán aterri-
zar en el territorio de una manera diferente de 
la tradicional.

En la historia del Estado uruguayo las políti-
cas nacionales se han diseñado centralmente 
y aplicado sectorialmente en el territorio. Este 
mecanismo de implementación potencia la 
compartimentación de las políticas; es habitual 
que los diferentes efectores de políticas públi-
cas (ministerios, entes y empresas estatales) 
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desarrollen actividades en el mismo territorio 
sin ningún contacto entre ellos.

Esta implementación compartimentada, con 
frecuencia también entre unidades de un mis-
mo ministerio, ente o empresa, dilapida recur-
sos financieros, materiales y humanos, y en el 
mejor de los casos no se complementa y en 
el peor se desarrollan acciones contrapuestas 
que se anulan recíprocamente.

En todos los casos la incidencia en la realidad 
(efectividad de las políticas) es mucho menor 
de lo posible.

Políticas departamentales

En la misma dirección que el parágrafo ante-
rior, hay que registrar la necesidad de políticas 
de carácter departamental que aterricen en el 
territorio articulándose con los municipios in-
volucrados, de forma de resguardar la unidad 
departamental, la perspectiva global de todo 
el departamento, respetando las visiones lo-
cales.

Políticas locales

En el nuevo marco institucional será posible 
(y necesario) diseñar e implementar políticas 
municipales que se articulen con las de ca-
rácter departamental y nacional, pero que den 
cuenta de las peculiaridades locales en térmi-
nos objetivos y en términos de percepciones 
de la ciudadanía de cada lugar expresada a 
través de las urnas.

Sería absolutamente contraproducente el mero 
desembarco sectorial de las políticas del primer 
y segundo nivel (tentación muy presente por la 
inercia de funcionamiento vigente) sin registrar 
ni articular con las autoridades locales.

Centralización-atomización

Emerge claramente la tensión entre fuerzas 
centrífugas y centrípetas, entre las perspectivas 
centralistas históricas y las locales extremas 

que podría generar el riesgo de atomización o 
fragmentación y llevar a una diáspora de pe-
queñas jurisdicciones locales sin la suficiente 
masa crítica de funcionamiento, con el alto ries-
go de generar frustración con el instrumento.

En términos instrumentales, es preciso enfati-
zar que a partir de la asunción de competen-
cias específicas a nivel local y de una articu-
lación que permita la práctica de un gobierno 
multinivel y una gestión transversal segura-
mente podrá mejorarse la eficiencia en el uso 
de los recursos públicos.

El diseño y la implementación de las políticas en 
sintonía con los involucrados y con los actores 
directos en el territorio, si se pudieran practicar, 
serán una herramienta potente en tal dirección.

En el mismo sentido, la actividad de las agen-
cias de desarrollo departamental deberá re-
gistrar la incorporación de nuevos actores con 
capacidad de decisión local con los cuales in-
teractuar y en los que apoyarse para mejorar 
la efectividad de las políticas, esto es, la capa-
cidad de cambiar la realidad preexistente.

Difusión, colectivización 	
de visiones

Aprobadas la normativa de rango legal (leyes 
n.º 18567, n.º 18644 y n.º 18653) y la reglamen-
tación electoral, resulta imprescindible, en mi 
percepción, desarrollar un vigoroso proceso 
de difusión de la nueva realidad, especialmen-
te entre los actores políticos del sistema, que 
incluya la difusión y la puesta en común de las 
diferentes visiones sobre el tema, sean positi-
vas o negativas.

Esta colectivización de las diferentes visiones 
permitirá identificar, en clave política, los cami-
nos de implementación de la norma habilitan-
do la profundización democrática.

Información a la población

La primera fase de la necesaria transición ha-
cia un nuevo régimen de autoridades locales 
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es identificar las dificultades a resolver —ade-
más de las potencialidades— y procesar su 
más amplia difusión, incluyendo el debate pú-
blico sobre el punto.

Para ponerlo de otra manera, introducir con 
fuerza, en la agenda pública, en la agenda po-
lítica de la ciudadanía y en la campaña electo-
ral de mayo, el tema municipal y su vigencia 
inmediata.

Adecuar estructuras 	
centrales actuales

Es imprescindible la revisión analítica de la ac-
tual estructura de cada intendencia a la luz de 
la vigencia de la ley de descentralización local 
para permitir el ejercicio de las potestades de-
partamentales del intendente, la elaboración 
e implementación de las políticas globales 
departamentales y la efectiva asunción de las 
potestades correspondientes a los diferentes 
municipios.

De hecho, las actuales estructuras centrales 
(aun con el organigrama vigente) deberán 
contribuir a la instalación de los municipios y, 
aun antes, participar en la construcción del es-
cenario previo a la instalación suministrando 
información adecuada para su conformación, 
cambiando su inercia de funcionamiento para 
adecuarse a la realidad del año próximo.

Esta es, en definitiva, una responsabilidad po-
lítica de los actuales intendentes.

La revisión, a la luz de la nueva normativa, de 
las estructuras centrales vigentes en cada de-
partamento es un deber urgente tanto en lo 
referido al organigrama como a la lógica de 
funcionamiento de cada una y su relaciona-
miento con el territorio.

La incorporación de actores locales con legi-
timación electoral y competencias específicas 
otorgadas por ley requerirá un denso nivel de 
articulación y la disminución de la mecánica 
operativa vertical.

Diseñar estructuras 	
centrales futuras
Percibido como un desafío de mayor enver-
gadura aún, cada gobierno departamental se 
verá enfrentado a rediseñar el organigrama de 
sus estructuras centrales, registrando la apa-
rición de nuevos actores locales, legitimados 
electoralmente y con cierta capacidad de de-
cisión, con los cuales será ineludible articular 
para desarrollar políticas públicas de carácter 
departamental.

De alguna manera deberá resolverse el fortale-
cimiento de las estructuras centrales (pero en 
una dirección diferente de la tradicional) para 
apoyar a los gobiernos locales, delegar capa-
cidad de decisión y efectuar el seguimiento 
general de las políticas.

Presupuesto nacional

El presupuesto nacional deberá dar cuenta en 
su próxima versión (2011-2015) de la nueva rea-
lidad institucional, por lo que sería esperable 
que incluyera disposiciones que contribuyeran 
a la descentralización política y territorial de los 
efectores de políticas públicas centrales.

Esto alude a la operatividad del Fondo de In-
centivo para el Desarrollo de los Municipios, 
pero también a la ejecución de los fondos de 
cooperación internacional, a los convenios de 
implementación territorial de las políticas, a la 
creación de ámbitos de articulación de lo na-
cional, lo departamental y lo local.

Presupuesto departamental

El presupuesto quinquenal de cada departa-
mento deberá ser reformateado de manera 
que sea identificable la totalidad de los recur-
sos destinados a cada jurisdicción municipal, 
más allá de que el desembolso haya sido de 
tesorería central o de caja municipal.

Esto permitirá clarificar el destino de los recur-
sos y efectuar el control político a cargo de la 
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Junta Departamental y el control el técnico a 
cargo de los organismos especializados (Tri-
bunal de Cuentas).

En la actual presentación de los presupuestos 
quinquenales esta información de distribución 
territorial no está presente, ya que la estructu-
ra es básicamente por programa temático.

Surgen como imprescindibles la creación de 
un programa presupuestal por municipio y la 
georreferenciación de todas las actividades 
del gobierno departamental.

La elaboración del presupuesto quinquenal, 
su estructura y desagregación deberán su-
frir modificaciones significativas, ya que será 
necesario registrar la imputación territorial de 
cada uno de los rubros a partir de la apertura 
por programa para cada municipio.

En este sentido, será necesario identificar 
aquellos gastos que, aun efectivizados por la 
estructura central, son imputables al territorio, 
tales como consumos de servicios, rubro cero, 
insumos de maquinaria, equipamiento digital, 
así como los desembolsados en cada uno de 
los municipios.

De la misma manera, las normas de ejecución 
presupuestal deberán resolver la nueva opera-
tiva sobre el punto.

Surge el desafío adicional de fortalecer la es-
tructura central para que sea capaz de condu-
cir estos cambios apoyando el aprendizaje lo-
cal tanto en términos de elaboración como de 
seguimiento, control y ejecución presupuestal.

Presupuestos municipales

En este contexto, emergen el desafío y las difi-
cultades de elaborar un presupuesto por cada 
municipio que se inserte adecuadamente en el 
presupuesto departamental.

Las principales potencialidades de la elabora-
ción de presupuestos municipales serían, en 
mi percepción, las siguientes:

implementación concreta de una efectiva 
autonomía municipal en el uso de al me-
nos una parte de los recursos que se im-
putarán a la localidad;

posibilidad de concretar una mayor sinto-
nía con las preferencias de los vecinos de 
cada localidad, al ejecutarse localmente;

mejora de la capacidad de repuesta a las 
solicitudes planteadas por la cercanía en-
tre la demanda, la decisión y la ejecución;

efectiva responsabilización de los gober-
nantes locales;

mejora de la gestión.

Es, sin embargo, imprescindible identificar al-
gunos riesgos y dificultades al respecto:

si no se fortalecen las estructuras centra-
les de seguimiento y construcción de la 
perspectiva global se corre el riesgo de 
atomización en la ejecución, lo que afec-
taría la eficacia y la eficiencia en el uso de 
los recursos;

la inflación de expectativas está siempre 
presente; el presupuesto municipal no es 
una varita mágica, solo es un instrumento 
de mejora de la gestión;

resolver la insuficiencia local en capacida-
des (individuales y colectivas) de elabora-
ción y ejecución presupuestal es un enor-
me desafío;

lograr por medios electivos la selección 
adecuada de los actores es relevante, es 
el desafío de toda democracia;

encontrar mecanismos de control que eli-
minen o atenúen el uso desaprensivo de 
los recursos públicos locales;

lograr niveles aceptables de gobernabili-
dad, esto es, capacidad de decidir el cur-
so de acción a seguir por cada instancia 
gubernamental en uso de sus facultades;

resolver adecuadamente, en tiempo y for-
ma, las dificultades de la transición entre el 
sistema actual y el nuevo;
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resolver la operativa municipal del perío-
do julio-diciembre de 2010, antes de la vi-
gencia de los presupuestos quinquenales 
del nuevo período, seguramente mediante 
mecanismos de fondos permanentes, ca-
jas chicas, autorizaciones de gasto y tras-
posiciones de fondos que no afecten el 
rubro cero;

orientar la conducción municipal (y cen-
tral) por medio de proyectos de gestión 
que permitan la mensura de los recursos 
necesarios y el análisis de su impacto en 
la realidad. Esto implica afrontar la genera-
ción de capacidades para la elaboración, 
ejecución y evaluación de esos proyectos;

viabilizar la disponibilidad de cuadrillas 
operativas de dependencia directa de las 
autoridades municipales que permitan ca-
pacidad de respuesta inmediata a nivel lo-
cal, sin perjuicio de las obras de dimensión 
departamental.

Gobernabilidad departamental

En términos de diseño es relevante identifi-
car las características de la eventual (y casi 
segura) cohabitación política en los departa-
mentos, esto es, diferentes partidos políticos 
a cargo de la conducción departamental y de 
la conducción municipal.

La combinación entre las competencias de-
partamentales y locales exigirá generar reglas 
de juego claras para la articulación entre los 
diferentes niveles y dentro del mismo nivel en-
tre diferentes jurisdicciones territoriales y con 
la Administración Central.

En este sentido, parece de gran potencialidad 
la construcción de ámbitos colectivos de inte-
racción directa entre intendente y alcaldes en 
los que se clarifique la disponibilidad de recur-
sos, se construyan los indicadores de distribu-
ción y se acuerden los indicadores de mejora 
de gestión.

De no hacerlo, se fomentarían la relación bi-
lateral entre segundo y tercer nivel y por tan-
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to la generación de escenarios en los que lo 
que obtuviera un alcalde sería en desmedro 
de otro municipio, en lugar de propiciar las ac-
tuaciones cooperativas entre todos los acto-
res, que solamente podrían surgir de ámbitos 
multilaterales.

Es posible adelantar que el rol de las unidades 
de descentralización de cada departamento 
piloteando el proceso de múltiples articulacio-
nes y aprendizajes complejos de diversos ac-
tores será crucial en este período.

La transición y el financiamiento

Es necesario identificar las dificultades de la 
transición entre el actual marco normativo y 
el que entrará en vigencia en 2010. Dificulta-
des referidas a la forma de funcionamiento, a 
las potestades a ejercer y especialmente di-
ficultades vinculadas al financiamiento de los 
nuevos órganos, que ahora no existen y por 
tanto no tienen partidas previstas en el actual 
presupuesto, vigente hasta el 31 de diciembre 
de 2010.

Por lo expuesto, la transición de un régimen 
normativo a otro debe afrontarse de forma mul-
timodal, de todas las unidades de la estructura 
central, desde los actores locales políticos y 
sociales, desde los partidos políticos.

Capacitación

La instalación de los municipios, con el desa-
fío de nuevos actores y potestades con nue-
vos titulares, genera la necesidad de afrontar 
diversas capacitaciones individuales y colec-
tivas, tanto en las estructuras centrales como 
en cada municipio, y tanto referidas a las es-
trictamente políticas como a las funcionales.

Se incluyen las capacitaciones para el manejo 
de las nuevas tecnologías (sistemas de expe-
diente digital, sistemas de compras, de asis-
tencia, de formularios, de oficios, etc.), y para 
acceder a los instrumentos de desarrollo de los 
procesos decisorios en organismos colectivos, 
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de negociación entre actores de diversos nive-
les y roles, en definitiva de articulación en sen-
tido amplio.

Esto insumirá necesidades de financiamiento, 
pero, más importante aún, requerirá la identifi-
cación del tipo de capacitaciones necesarias, 
la conceptualización del contenido y la pers-
pectiva global que deberán tener, además de 
los destinatarios.

Las capacitaciones deberán dirigirse a los ro-
les de gobierno central para, además de con-
ducir la gestión en términos generales, estar en 
condiciones de asumir que la participación de 
la población, especialmente a nivel local, im-
plicará aceptar eventuales retrasos y cambios 
en lo dispuesto centralmente para registrar las 
preferencias de los vecinos que podrían no ser 
las esperadas.

Por otro lado, la generación de ámbitos de par-
ticipación ciudadana implica el desafío de co-
nocerlos y ocuparlos, así como de identificar 
la perspectiva de ámbitos más amplios que la 
vecindad más estricta y aceptar la existencia 
de prioridades mayores que las propias.

En este sentido, la implementación exitosa de 
un tercer nivel de gobierno y de administración 
seguramente generará nuevas posibilidades 

de mejorar la gestión gubernamental global 
mediante la mejora de la eficacia, la eficiencia 
y la efectividad de las políticas.

En términos estrictamente institucionales, 
permitirá también profundizar el sistema de-
mocrático mediante la generación de meca-
nismos de mayor transparencia en el uso de 
los recursos públicos y de mayor incidencia 
de los involucrados en el diseño y en la imple-
mentación de las políticas.

En definitiva, en mi percepción es un desafío 
que se puede afrontar, pero que da mucho tra-
bajo, fundamentalmente de articulación.

Complementariamente, será imprescindible 
implementar mecanismos de seguimiento de 
la innovación institucional en curso, porque la 
necesidad de ajustes, correcciones, apoyos 
específicos, estará muy presente.

En la misma dirección, el examen continuo de 
la adecuación de las reglamentaciones depar-
tamentales y nacionales y de las normas le-
gales, y la generación de ámbitos de análisis 
para la creación de nuevos municipios.

En resumen, identificar la relevancia de pilo-
tear con solvencia la innovación institucional 
en marcha.
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Capítulo I	
De los principios generales

Artículo 1. De acuerdo con lo previsto por los 
artículos 262, 287 y disposición transitoria Y) 
de la Constitución de la República, habrá una 
autoridad local que se denominará Municipio, 
configurando un tercer nivel de Gobierno y de 
Administración.

Cada Municipio tendrá una población de al me-
nos 2.000 habitantes y su circunscripción te-
rritorial urbana y suburbana deberá conformar 
una unidad, con personalidad social y cultural, 
con intereses comunes que justifiquen la exis-
tencia de estructuras políticas representativas 
y que faciliten la participación ciudadana.

Podrá haber un Municipio en aquellas pobla-
ciones que no alcancen el mínimo de habitan-
tes requeridos por el presente artículo, si así lo 
dispone la Junta Departamental a iniciativa del 
Intendente. Para la constitución de Municipios 
dentro de las capitales departamentales se re-
querirán iniciativa del Intendente y aprobación 
de la Junta Departamental en concordancia 
con lo establecido por el inciso segundo del ar-
tículo 262 de la Constitución de la República.

Artículo 2. La Junta Departamental, a propues-
ta del Intendente, definirá la nómina de las lo-
calidades que cumplan con las condiciones 
establecidas para la creación de Municipios 
y sus respectivos límites territoriales, estos 
podrán contener más de una circunscripción 
electoral, respetándose las ya existentes (Le-
tra Y) de las Disposiciones Transitorias y Es-
peciales de la Constitución de la República).

Artículo 3. Son principios cardinales del siste-
ma de descentralización local:

1)	 La preservación de la unidad departamen-
tal territorial y política.

2)	 La prestación eficiente de los servicios es-
tatales tendientes a acercar la gestión del 
Estado a todos los habitantes.

3)	 La gradualidad de la transferencia de atri-
buciones, poderes jurídicos y recursos ha-
cia los Municipios en el marco del proceso 
de descentralización.

4)	 La participación de la ciudadanía.

5)	 La electividad y la representación propor-
cional integral.

6)	 La cooperación entre los Municipios para la 
gestión de determinados servicios públicos 
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o actividades municipales en condiciones 
más ventajosas.

Artículo 4. Los acuerdos previstos en el artícu-
lo 262 de la Constitución de la República, entre 
el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departa-
mentales, podrán incluir la radicación de servi-
cios y actividades del Estado para su ejecución 
por los Municipios.

Artículo 5. Los Municipios instrumentarán la 
participación activa de la sociedad en las cues-
tiones del Gobierno local.

Cada Municipio creará los ámbitos necesarios 
y los mecanismos adecuados, dependiendo 
de la temática y de los niveles organizativos de 
la sociedad, para que la población participe 
de la información, consulta, iniciativa y control 
de los asuntos de su competencia.

Con el porcentaje establecido en el artículo 16 
de la presente ley podrá entablarse el derecho 
de iniciativa ante el Municipio, en caso de que 
estos ámbitos no sean establecidos. Pasados 
sesenta días sin que este se pronuncie, podrá 
presentarse dicha iniciativa ante la Junta De-
partamental. El no pronunciamiento de esta 
en un plazo de noventa días se considerará 
como denegatoria.

Capítulo II	
De la materia departamental 	
y local (o municipal)
Artículo 6. La materia departamental estará 
constituida por:

1)	 Los cometidos que la Constitución de la 
República y las leyes asignen a los Gobier-
nos Departamentales.

2)	 Los asuntos que emerjan de acuerdos entre 
el Gobierno Nacional y el Departamental.

3)	 La protección del ambiente y el desarrollo 
sustentable de los recursos naturales den-
tro de su jurisdicción.

Artículo 7. La materia municipal estará consti-
tuida por:

1)	 Los cometidos que la Constitución de la 
República y la ley determinen.

2)	 Los asuntos que le son propios dentro de 
su circunscripción territorial.

3)	 Los asuntos que, referidos a cuestiones 
locales, el Poder Ejecutivo, por intermedio 
del respectivo Gobierno Departamental, 
acuerde asignar a los Municipios.

4)	 Los asuntos que resulten de acuerdos que 
puedan concretarse entre más de un Mu-
nicipio del mismo departamento, con auto-
rización del Intendente.

5)	 Los asuntos que resulten de acuerdos en-
tre los Gobiernos Departamentales que 
puedan ejecutarse entre Municipios de 
más de un departamento.

6)	 Los asuntos que el respectivo Gobierno 
Departamental asigne a los Municipios.

Artículo 8. En aquellas zonas del territorio 
donde no exista Municipio, las competencias 
municipales serán ejercidas por el Gobierno 
Departamental.

Capítulo III	
Integración
Artículo 9. Los Municipios serán órganos inte-
grados por cinco miembros y sus cargos se-
rán de carácter electivo.

Serán distribuidos por el sistema de represen-
tación proporcional integral y su régimen de 
suplencias será el mismo que el de las Juntas 
Departamentales.

Artículo 10. Para integrar los Municipios se exi-
girán los mismos requisitos que para ser Edil 
departamental (artículo 264 de la Constitución 
de la República) y se les aplicará el mismo ré-
gimen de incompatibilidades y prohibiciones.

No podrán integrarlos los miembros de la Jun-
ta Departamental ni los Intendentes.

Artículo 11. El primer titular de la lista más vo-
tada del lema más votado dentro de la respec-
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tiva circunscripción territorial se denominará 
Alcalde y presidirá el Municipio.

Los restantes miembros se denominarán Con-
cejales y serán de carácter honorario.

En caso de ausencia temporal o definitiva, el 
Alcalde será sustituido en sus funciones por el 
titular electo que le siga en la misma lista o, en 
su defecto, por el primer titular de la segunda 
lista más votada del lema más votado en la cir-
cunscripción.

Capítulo IV	
De las atribuciones y los cometidos 	
del Municipio y sus integrantes
Artículo 12. Son atribuciones de los Munici-
pios:

1)	 Cumplir y hacer cumplir la Constitución de 
la República, las leyes, los decretos y de-
más normas departamentales.

2)	 Supervisar las oficinas de su dependencia 
y ejercer la potestad disciplinaria sobre sus 
funcionarios en el marco de la política de 
recursos humanos y de las disposiciones 
vigentes establecidas por el respectivo 
Gobierno Departamental.

3)	 Ordenar gastos o inversiones de conformi-
dad con lo establecido en el presupuesto 
quinquenal o en las respectivas modifica-
ciones presupuestales y en el respectivo 
plan financiero, así como en las disposicio-
nes vigentes.

4)	 Administrar eficaz y eficientemente los re-
cursos financieros y humanos a su cargo 
para la ejecución de sus cometidos.

5)	 Designar representantes del Municipio en 
actividades de coordinación y promoción 
del desarrollo regional.

6)	 Promover la capacitación y el adiestra-
miento de sus funcionarios para el mejor 
cumplimiento de sus cometidos.

7)	 Aplicar las multas por transgresiones a los 
decretos departamentales cuyo contralor 
se les asigne.

8)	 Velar por el respeto de los derechos y ga-
rantías fundamentales de los habitantes.

9)	 Las demás atribuciones que les asigne el 
Intendente.

10)	Requerir el auxilio de la fuerza pública 
siempre que resulte necesario para el 
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 13. Son cometidos de los Municipios:

1)	 Dictar las resoluciones que correspondan 
al cabal cumplimiento de sus cometidos.

2)	 Elaborar anteproyectos de decretos y re-
soluciones, los que serán propuestos al 
Intendente para su consideración a los 
efectos de que, si correspondiera, ejerza 
su iniciativa ante la Junta Departamental.

3)	 Colaborar en la realización y el manteni-
miento de obras públicas que se realicen 
en su jurisdicción.

4)	 Elaborar programas zonales y adoptar las 
medidas preventivas que estime necesa-
rias en materia de salud e higiene, protec-
ción del ambiente, todo ello sin perjuicio 
de las competencias de las autoridades 
nacionales y departamentales, según las 
normas vigentes en la materia.

5)	 Adoptar las medidas tendientes a conser-
var y mejorar los bienes y edificaciones, 
especialmente aquellos que tengan valor 
histórico o artístico.

6)	 Atender lo relativo a la vialidad y el tránsi-
to, el mantenimiento de espacios públicos, 
alumbrado público y pluviales, sin perjui-
cio de las potestades de las autoridades 
departamentales al respecto.

7)	 Atender los servicios de necrópolis y de re-
colección y disposición final de residuos, 
que les sean asignados por la Intendencia 
Departamental.

8)	 Colaborar en la vigilancia de la percepción 
de las rentas departamentales.

9)	 Colaborar con las autoridades departamen-
tales dentro de las directrices que estas es-
tablezcan en materia de ferias y mercados, 
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proponiendo su mejor ubicación de acuer-
do con las necesidades y características de 
sus zonas, cooperando asimismo en su vi-
gilancia y fiscalización.

10)	Colaborar con los demás organismos públi-
cos en el cumplimiento de tareas y servicios 
que les sean comunes o que resulten de es-
pecial interés para la zona, promoviendo la 
mejora de la gestión de los mismos.

11)	Adoptar las medidas que estimen conve-
nientes para el desarrollo de la ganadería, 
la industria y el turismo, en coordinación 
con el Gobierno Departamental, y sin per-
juicio de las atribuciones de las autorida-
des nacionales y departamentales en la 
materia.

12)	Formular y ejecutar programas sociales y 
culturales dentro de su jurisdicción, esti-
mulando el desarrollo de actividades cul-
turales locales.

13)	Emitir opinión sobre las consultas que, a 
través del Gobierno Departamental, les 
formule el Poder Ejecutivo en materia de 
proyectos de desarrollo local.

14)	Colaborar en la gestión de los proyectos re-
feridos en el numeral anterior cuando así se 
haya acordado entre el Gobierno Departa-
mental y el Poder Ejecutivo y exista interés 
así como capacidad suficiente para el cum-
plimiento de la actividad por el Municipio.

15)	Adoptar las medidas urgentes necesarias 
en el marco de sus facultades, coordi-
nando y colaborando con las autoridades 
nacionales respectivas, en caso de acci-
dentes, incendios, inundaciones y demás 
catástrofes naturales comunicándolas de 
inmediato al Intendente, estando a lo que 
este disponga.

16)	Colaborar en la gestión de políticas públi-
cas nacionales cuando así se haya acor-
dado entre el Gobierno Departamental y el 
Poder Ejecutivo.

17)	Crear ámbitos de participación social.

18)	Rendir cuenta anualmente ante el Gobier-
no Departamental de la aplicación de los 

recursos que hubiera recibido para la ges-
tión municipal o para el cumplimiento de 
funciones que se hubieran expresamente 
delegado en la autoridad municipal.

19)	Presentar anualmente ante los habitantes 
del Municipio, en régimen de Audiencia 
Pública, un informe sobre la gestión desa-
rrollada en el marco de los compromisos 
asumidos, y los planes futuros.

Artículo 14. Son atribuciones del Alcalde:

1)	 Presidir las sesiones del Municipio y resol-
ver por doble voto las decisiones en caso 
de empate entre sus integrantes.

2)	 Dirigir la actividad administrativa del Muni-
cipio.

3)	 Ejercer la representación del Municipio, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el numeral 5) 
del artículo 12 de la presente ley.

4)	 Proponer al Municipio planes y programas 
de desarrollo local que estime convenien-
tes para su mejor desarrollo.

5)	 Ordenar los pagos municipales de confor-
midad con lo establecido en el presupues-
to quinquenal o en las respectivas modifi-
caciones presupuestales y en el respectivo 
plan financiero, así como en las disposicio-
nes vigentes.

6)	 Adoptar las medidas necesarias para el 
cumplimiento de los cometidos munici-
pales, pudiendo, asimismo, disponer de 
personal, recursos materiales y financie-
ros para cumplir con los servicios munici-
pales esenciales vinculados a seguridad 
e higiene.

También podrá disponer de esas medidas y 
de esos recursos en caso de urgencia, dando 
cuenta en este caso al Municipio en la primera 
sesión y estando a lo que este resuelva.

Artículo 15. Son atribuciones de los Concejales:

1)	 Participar en las sesiones del Municipio y 
emitir su voto a fin de adoptar las decisio-
nes del órgano por la mayoría simple de 
sus integrantes.



71

2)	 Ejercer el contralor sobre el ejercicio de las 
atribuciones del Alcalde.

3)	 Representar al Municipio cuando este así 
lo disponga.

4)	 Proponer al Cuerpo planes y programas 
de desarrollo local que estime convenien-
tes para su mejor desarrollo, sin perjuicio 
de las atribuciones de las autoridades na-
cionales y departamentales en la materia.

5)	 Colaborar con el Alcalde para el normal 
desempeño de los cometidos municipales.

6)	 Ejercer las atribuciones previstas en el 
numeral 10) del artículo 12 de la presente 
ley.

Capítulo V	
De la iniciativa y el control

Artículo 16. El 15% (quince por ciento) de los 
ciudadanos inscriptos en una localidad o cir-
cunscripción tendrá el derecho de iniciativa 
ante el Gobierno Departamental en los asun-
tos de su competencia, incluida la iniciativa 
para constituirse en Municipio.

En este caso la Junta Departamental, a ini-
ciativa del Intendente, podrá disponer la 
creación del Municipio respectivo, aunque 
se trate de una población de menos de 2.000 
habitantes.

Artículo 17. Los actos administrativos genera-
les y los particulares de los Municipios admi-
tirán los recursos de reposición y, conjunta y 
subsidiariamente el de apelación, ante el In-
tendente.

Serán de aplicación los plazos establecidos 
en el artículo 317 de la Constitución de la Re-
pública.

Artículo 18. La Junta Departamental tendrá so-
bre los Municipios los mismos controles que 
ejerce sobre la Intendencia Municipal.

Será de aplicación lo dispuesto en el artícu-
lo 296 de la Constitución de la República.

Capítulo VI	
De los recursos

Artículo 19. La gestión de los Municipios se fi-
nanciará:

1)	 Con los fondos que les destinen los Go-
biernos Departamentales.

2)	 Con los recursos que les asigne el Presu-
puesto Nacional en el Fondo de Incentivo 
para la Gestión de los Municipios, que se 
creará a dicho efecto a partir de fondos 
que no afecten los que actualmente se 
destinan a los Gobiernos Departamenta-
les; se tendrán en cuenta criterios de equi-
dad e indicadores de gestión, además del 
mantenimiento de la relación entre número 
de funcionarios y población, en el período 
inmediatamente anterior.

Artículo 20. El Gobierno Departamental pro-
veerá los recursos humanos y materiales ne-
cesarios a los Municipios, a los efectos de que 
estos puedan cumplir con sus atribuciones, 
en el marco del presupuesto quinquenal y las 
modificaciones presupuestales aprobadas por 
la Junta Departamental.

Artículo 21. El Poder Ejecutivo, con el asesora-
miento del Congreso de Intendentes, propon-
drá las normas legales que estime necesarias 
para determinar adecuadamente el gasto pú-
blico en políticas sociales de los Gobiernos 
Departamentales. Dicho gasto deberá ser 
considerado en la forma de distribución de 
recursos que determina el literal C) del artícu-
lo 214 de la Constitución de la República.

Capítulo VII	
Disposiciones especiales

Artículo 22. Las Juntas Locales Autónomas 
Electivas de San Carlos, de Bella Unión y de 
Río Branco, con sus actuales jurisdicciones, se 
convertirán en Municipios, de acuerdo con las 
disposiciones de la presente ley, manteniendo, 
además de las facultades de gestión en esta pre-
vistas, las establecidas en las Leyes n.º 16569, 
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de 5 de setiembre de 1994, n.º 16494, de 14 de 
junio de 1994, y n.º 12809, de 15 de diciembre 
de 1960, respectivamente.

Capítulo VIII	
Disposiciones transitorias

Artículo 23. Las Juntas Locales integradas al 
momento de la promulgación de la presen-
te ley pasarán a ser Municipios, a partir de la 
elección de sus autoridades en el año 2010, 
de acuerdo con lo establecido en el inciso ter-
cero del numeral 9) del artículo 77 de la Cons-
titución de la República.

Artículo 24. En todas las poblaciones de más 
de 5.000 habitantes se instalarán estos Muni-
cipios a partir del año 2010. Las restantes lo 
harán a partir del año 2015. En los departa-
mentos donde existan menos de dos Muni-
cipios electivos en el año 2010, se incluirán 
las localidades inmediatamente siguientes en 

orden decreciente —de acuerdo con su can-
tidad de población— hasta completar la cifra 
de dos por departamento, sin incluir la capital 
departamental. Dichas localidades deberán 
cumplir los requisitos establecidos en el inci-
so segundo del artículo 1 de la presente ley.

Artículo 25. Los Gobiernos Departamentales 
deberán dar cumplimiento al procedimiento 
previsto en el artículo 2 de la presente ley, en 
un plazo de ciento veinte días contados a par-
tir de su promulgación.

Vencido dicho plazo, o no habiéndose inclui-
do todas las localidades que cumplan las con-
diciones establecidas en el referido artículo y 
en el artículo 23 de la presente ley, el Poder 
Ejecutivo elaborará la nómina correspondien-
te teniendo en cuenta los datos de población 
que suministrará el Instituto Nacional de Es-
tadística y la remitirá a la Asamblea General. 
Pasados sesenta días, la misma se tendrá por 
aprobada.

	 Cámara de Representantes, 18 de diciembre de 2008. 
	 Cámara de Senadores, 2 de setiembre de 2009.
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El Senado y la Cámara de Representantes de 
la República Oriental del Uruguay, reunidos en 
Asamblea General,

decretan:

Artículo 1. Sustitúyese el artículo 10 de la Ley 
n.º 18567, de 13 de setiembre de 2009, por el 
siguiente:

«Artículo 10. Para ser miembro del Municipio se 
requerirá dieciocho años cumplidos de edad, 
ciudadanía natural o legal con tres años de 
ejercicio y estar radicado dentro de los límites 
territoriales de aquel, desde tres años antes, 
por lo menos, siendo aplicable a los integran-
tes del gobierno local las incompatibilidades e 
inhibiciones establecidas en los artículos 289 
al 294 del Capítulo VIII de la Sección XVI de la 
Constitución de la República.

No podrán integrarlos los miembros de la Jun-
ta Departamental ni los Intendentes».

Artículo 2. Derógase el artículo 23 de la Ley 
n.º 18567, de 13 de setiembre de 2009.

Artículo 3. Modifícase el artículo 24 de la Ley 
n.º 18567, de 13 de setiembre de 2009, que 
quedará redactado de la siguiente forma:

«Artículo 24. En todas las poblaciones de más de 
5.000 habitantes se instalarán estos Municipios 
a partir del año 2010. Las restantes que estén 
comprendidas en el inciso segundo del artícu-
lo 1 de esta ley, lo harán a partir del año 2015. En 
los departamentos donde existan menos de dos 
Municipios electivos en el año 2010, se incluirán 
las localidades inmediatamente siguientes en or-
den decreciente —de acuerdo con su cantidad 
de población— hasta completar la cifra de dos 
por departamento, sin incluir la capital departa-
mental. Dichas localidades deberán cumplir los 
requisitos establecidos en el inciso segundo del 
artículo 1 de la presente ley».

Artículo 4. Modifícase el artículo 25 de la Ley 
n.º 18567, de 13 de setiembre de 2009, que 
quedará redactado de la siguiente forma:

«Artículo 25. Los Gobiernos Departamentales 
deberán dar cumplimiento al procedimiento 
previsto en el artículo 2 de la presente ley, an-
tes del 15 de febrero de 2010 a los efectos de 
la determinación de los Municipios a elegirse 
en el año 2010, y antes del 31 de marzo de 
2013 para los electos en el año 2015.

En caso de incumplimiento total o parcial, venci-
dos dichos plazos el Poder Ejecutivo elaborará la 
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	 y Participación Ciudadana	
	 Modificación de la ley n.º 18567
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nómina correspondiente teniendo en cuenta los 
datos de población que suministrará el Instituto 
Nacional de Estadística y la remitirá a la Asam-
blea General para su aprobación. Cumplidos 
treinta días, la misma se tendrá por aprobada».

Artículo 5. Agrégase a la Ley n.º 18567, de 13 
de setiembre de 2009, el siguiente artículo:

«Las listas de candidatos para los Municipios 
figurarán en hojas de votación separadas de 

las listas de candidatos para los cargos depar-
tamentales».

Artículo 6. Agrégase a la Ley n.º 18567, de 13 
de setiembre de 2009, un artículo «in fine» que 
tendrá la siguiente redacción:

«La Corte Electoral reglamentará la presente 
ley en todo lo atinente a los actos y procedi-
mientos electorales referentes a las eleccio-
nes de los Municipios».

	 Cámara de Diputados, 3 de febrero de 2010. 
	 Cámara de Senadores, 4 de febrero de 2010.
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Introducción

La Ley n.º 18567 en su artículo 25 prevé la ac-
tuación del Poder Ejecutivo para la definición 
de los Municipios y sus respectivos límites en 
el caso de verificarse el incumplimiento total 
o parcial por parte de los gobiernos departa-
mentales correspondientes.

Vencido el plazo previsto en el artículo pre-
citado, el que fuera ampliado por la Ley _
n.º 18644, tres gobiernos departamentales no 
dieron cumplimiento al procedimiento previsto 
y otros lo han hecho pero con imprecisiones 
u omisiones en la delimitación de los distritos 
electorales correspondientes a cada Munici-
pio. Estas situaciones obligan al Poder Eje-
cutivo a remitir a la Asamblea General el pre-
sente mensaje donde, para mayor ilustración 
e información, se incluirá a la totalidad de los 
departamentos de la República, adjuntándose 
al mismo las resoluciones de los Gobiernos 
Departamentales cuando las hubiera, o en su 
caso, los mensajes remitidos por los Ejecuti-
vos departamentales.

A los efectos de la determinación de los límites 
territoriales de los Municipios, que por man-

dato de la ley deben coincidir con los límites 
de los distritos electorales de forma de poder 
realizar la elección correspondiente, el criterio 
del Poder Ejecutivo fue considerar los distritos 
electorales de las plantas urbanas y suburba-
nas, o en su caso, las zonas electorales cuan-
do hubiere motivos.

Tras estas consideraciones de carácter ge-
neral, se pasará a detallar por departamento 
los Municipios definidos de acuerdo a la Ley _
n.º 18567 y su modificativa.

Los datos de población que se mencionan 
corresponden a la información proporciona-
da por el Instituto Nacional de Estadística a la 
Presidencia de la República - Oficina de Pla-
neamiento y Presupuesto, por nota de 8 de 
enero de 2010 sobre localidades con más de 
2.000 habitantes, y los demás datos comple-
mentarios de la información oficial del Instituto 
Nacional de Estadística sobre los datos cen-
sales de 2004, publicados en www.ine.gub.uy. 
Cuando se menciona total de habilitados para 
votar, corresponde al padrón elaborado por la 
Corte Electoral para las elecciones nacionales 
del 25 de octubre y 29 de noviembre de 2009.

	
	 Anexo 3

Actuación del Poder Ejecutivo 	
	 de acuerdo con 	
	 el artículo 25 de la ley n.º 18567
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Propuesta de nómina 	
de Municipios

I)	 Departamentos donde no hubo  
	 resolución del respectivo Gobierno  
	 Departamental.

Esta situación se verificó en tres casos: los de-
partamentos de Colonia, Lavalleja y Soriano.

Colonia

La propuesta remitida por el Intendente (Ante-
cedente A) no fue tratada por la Junta Depar-
tamental. En consecuencia, le corresponde 
al Poder Ejecutivo definir la nómina de loca-
lidades donde existirán Municipios. Los datos 
suministrados por el ine son coincidentes con 
la propuesta remitida por el Intendente, y de-
terminan que corresponden Municipios en las 
siguientes localidades: tarariras, rosario, 
nueva helvecia, carmelo, nueva palmira y 
juan lacaze, y, por tener todas ellas una po-
blación que supera los 5.000 habitantes.

Sus jurisdicciones comprenderán los siguien-
tes distritos electorales:

Tarariras nbd

Rosario ncb

Nueva Helvecia neb

Carmelo nhb

Nueva Palmira nib

Juan Lacaze nlb-nlc

calidad que le sigue en número de habitantes y 
cumple las condiciones previstas en el inciso 2 
del artículo 1 de la Ley n.º 18567.

Sus jurisdicciones comprenderán los siguien-
tes distritos electorales:

José Pedro Varela shd

Solís de Mataojo scc

Soriano

No hubo decisión del respectivo Gobierno 
Departamental. En consecuencia, le corres-
ponde al Poder Ejecutivo definir la nómina de 
localidades donde existirán Municipios y sus 
respectivos límites. De acuerdo a los datos de 
población suministrados por el ine, correspon-
de determinar Municipios en las localidades 
de dolores, por superar los 5.000 habitantes, 
y cardona localidad que le sigue en número 
de habitantes y cumple las condiciones pre-
vistas en el inciso 2 del artículo 1 de la Ley _
n.º 18567.

Sus jurisdicciones comprenderán los siguien-
tes distritos electorales:

Dolores mca-mcb

Cardona mfa

Para el Municipio de la Ciudad de Dolores co-
rresponde tomar la tercera zona electoral del 
departamento de Soriano (zona C), conforma-
da por dos distritos electorales a y b. En distri-
to electoral mcb existen solo dos localidades 
censales, de escasísima población: La Con-
cordia (79 habitantes) y Colonia Concordia 
(55 habitantes), que actúan dentro del área de 
influencia de la Ciudad de Dolores.

II)	 Departamentos con decisión del  
	 Gobierno Departamental respectivo,  
	 cuya determinación de límites  
	 requiere precisiones.

Esta situación se verifica en ocho departa-
mentos. A saber: Artigas, Durazno, Flores, 

Lavalleja

La propuesta remitida por el Intendente (Ante-
cedente B) no fue tratada por la Junta Depar-
tamental. En consecuencia, le corresponde al 
Poder Ejecutivo definir la nómina de localidades 
donde existirán Municipios. Los datos suminis-
trados por el ine son coincidentes con la pro-
puesta remitida por el Intendente, y determinan 
que corresponden Municipios en las siguientes 
localidades: josé pedro varela, por superar 
los 5.000 habitantes, y solís de mataojo, lo-
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Maldonado, Montevideo, Rivera, Tacuarembó 
y Treinta y Tres, lo que exige que el Poder Eje-
cutivo establezca con precisión los límites de 
acuerdo a los distritos electorales existentes.

Artigas

El Gobierno Departamental, según Decreto _
n.° 2875 del 7 de enero de 2010 (Antecedente 
C) estableció Municipios en las localidades de 
tomás gomensoro y baltasar brum. Corres-
ponde que se establezcan los distritos electo-
rales de los mismos.

Baltasar Brum ica

Tomás Gomensoro icc

Estos dos Municipios se agregan al de Bella 
Unión, cuya creación y límites ya se encuen-
tran definidos por el artículo 22 de la Ley _
n.° 18567, y corresponden a los siguientes dis-
tritos electorales:

Bella Unión icd-ice-icf

Durazno

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 2132 de 12 
de febrero de 2010 (Antecedente D) establece 
Municipios en las localidades de sarandí del 
yi y villa del carmen. Sus jurisdicciones com-
prenderán los siguientes distritos electorales:

Villa del Carmen rcd

Sarandí del Yi rdc-rdd-rde

Flores

Aun sin obligación legal, la determinación 
adoptada por el Gobierno Departamental se-
gún Decreto n.° 0687 de 13 de febrero de 2010 
(Antecedente E) establece Municipio en la 
localidad de Ismael Cortinas. Su jurisdicción 
comprenderá el siguiente distrito electoral:

Ismael Cortinas pbd

Maldonado

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 3862/2010 
de 11 de febrero de 2010 (Antecedente F) 
establece Municipios en las localidades de 
piriápolis, pan de azúcar, punta del este, 
aiguá, garzón, solís grande, y la ciudad de 
maldonado.

El Municipio de San Carlos y sus límites ya se 
encontraban definidos por el artículo 22 de la 
ley n.° 18567.

Analizando los límites que el Decreto departa-
mental establece, surge la necesidad de reali-
zar algunas correcciones que dan el siguiente 
resultado: 

Ciudad de Maldonado daa-dac

Punta del Este dab

San Carlos
dba-dbb-dbc-dda-ddb-
ddc-ded-dee-def

Pan de Azúcar dca-dcc

Piriápolis dcb

Solís Grande dcd-dce-dcf

Aiguá ddd-dfa-dfb

Garzón dea-dec

El Municipio de San Carlos se crea ipso jure 
por imperio del artículo 22 de la Ley n.° 18567, 
que establece: «Las Juntas Locales Autónomas 
Electivas de San Carlos, de Bella Unión y de 
Río Branco, con sus actuales jurisdicciones, se 
convertirán en Municipios, de acuerdo con las 
disposiciones de la presente ley, manteniendo, 
además de las facultades de gestión en esta pre-
vistas, las establecidas en las Leyes n.º 16569, 
de 5 de setiembre de 1994, n.º 16494, de 14 de 
junio de 1994, y n.º 12809, de 15 de diciembre 
de 1960, respectivamente». Los reglamentos de 
Elecciones Departamentales aprobados por la 
Corte Electoral por resoluciones de 10 de febre-
ro de 2000 y 22 de diciembre de 2004, en sus 
respectivos artículos 8, inciso quinto, párrafo 
cuarto, establecen que para la Junta Local Au-
tónoma Electiva de San Carlos «solo se compu-
tarán los votos que emitan […] los inscriptos en 
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las series electorales dba, dbb, dbc, dda, ddb, 
ddc, ded, dee y def del departamento de Mal-
donado». Por tal razón, no corresponde se le 
agregue el distrito dac como surge del Decreto 
de la Junta Departamental. Dado que el crite-
rio seguido por el Gobierno Departamental de 
Maldonado es que la jurisdicción de los distritos 
en conjunto cubra el 100% del territorio depar-
tamental, corresponde adjudicarlo al Municipio 
de Maldonado.

La serie dbc no figura en el Decreto de la Jun-
ta Departamental, aunque sí en la Reglamen-
tación de la Corte Electoral. Ha sido fusionada 
con el distrito dbb y tiene habilitados para vo-
tar. Corresponde al Municipio de San Carlos.

Montevideo

Según determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 3312/09 de 17 
de diciembre de 2009 (Antecedente G), se esta-
blecen ocho Municipios en todo el departamen-
to indicando sus límites y los distritos electora-
les incluidos en cada uno de ellos. Analizando 
estos, surge la necesidad de realizar algunas 
correcciones que dan el siguiente resultado: 

1

Distritos electorales
aaa-aca-aia-aka-ama-apa-ara-asa-ata-ava-avb-
bea-bfa-bjb-bkb

Series electorales fusionadas en dichos distritos:
aab-aba-abb-acb-ada-adb-aea-aeb-afa-afb-aga-
agb-aha-ahb-aib-aja-ajb-akb-ala-alb-amb-ana-
anb-aoa-aob-apb-aqa-aqb-arb-asb-beb-bfb

2 Distritos electorales
atb-aua-aub-axa-axb-aza-azb-baa-bab

3

Distritos electorales
bga-bia-bja-bka-bla-blb-bma-bmb-bna-bpa-bpb-
bqa-bqb

Series electorales fusionadas en dichos distritos:
bgb-bha-bib-bhb

4 Distritos electorales
bca-bcb-bcc-bcd-bce-bcf

5 Distritos electorales
bda-bdb-bdc-bde

6 Distritos electorales
bba-bbb-bdd-bnb-bnc-boa-bob

7 Distritos electorales
bra-brb-brc-bza-bzb-bzc

8
Distritos electorales
bsa-bsb-bta-btb-btc-bua-bub-bva-bvb-bvc-bxa-
bxb

Según el Decreto Departamental, en el Munici-
pio 1 no figura el distrito ama y figura errónea-
mente el ana (fusionado en el nuevo distrito 
ama). Y en el Municipio 3, no figuran los distri-
tos bia (con la serie fusionada bib) y blb.

Rivera

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 34/2010 de 
13 de enero de 2010 (Antecedente H), estable-
ce Municipios en las localidades de tranque-
ras, minas de corrales, vichadero, lapuen-
te y las flores.

Dicha resolución no determina sus jurisdiccio-
nes. Las mismas comprenderán los siguientes 
distritos electorales:

Tranqueras hcc

Minas de Corrales hdb

Las Flores hea-heb-hec-hed-hef

Lapuente hfa-hfb-hfc

Vichadero hfg

Como criterio principal se tomó el distrito 
electoral, excepto en los dos casos en que 
ello determinaría un número exiguo de electo-
res, como Pueblo de Las Flores (la serie hec 
cuenta con 481 habilitados para votar) y Paso 
Lapuente (la serie hfa cuenta con 336 habili-
tados para votar).

Tacuarembó

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.º 1/010 de 4 
de febrero de 2010 (Antecedente I) establece 
Municipios en las localidades de Paso de los 
Toros y San Gregorio de Polanco.

Sus jurisdicciones comprenderán los siguien-
tes distritos electorales:

Paso de los Toros tfd

San Gregorio de Polanco ted
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Treinta y Tres

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 01/2010 de 
11 de febrero de 2010 (Antecedente J) estable-
ce Municipios en las localidades de vergara 
y santa clara.

Sus jurisdicciones comprenderán los siguien-
tes distritos electorales:

Vergara fba

Santa Clara de Olimar fda

III)	 Departamentos con Decreto  
	 de la Junta Departamental que no  
	 merecen observaciones.

En los restantes ocho departamentos de la 
República, los Gobiernos Departamentales 
cumplieron adecuadamente con la ley, defi-
niendo los Municipios y sus límites. Para ma-
yor ilustración, se incluye en este mensaje la 
información correspondiente a ellos.

Canelones

El Gobierno Departamental, por el Decreto _
n.° 76 del 30 de diciembre de 2009 (Anteceden-
te K) estableció veintinueve (29) Municipios en 
las localidades de atlántida, barros blan-
cos, ciudad de la costa, empalme olmos, la 
floresta, la paz, las piedras, los cerrillos, 
nicolich, pando, parque del plata, santa lu-
cía, santa rosa, sauce, suárez, tala, toledo, 
aguas corrientes, migues, montes, san an-
tonio, san bautista, soca, paso carrasco, 
progreso, salinas, san jacinto, san ramón, 
y en la ciudad de canelones.

En cuanto a sus límites, corresponde remitirse 
a los respectivos distritos electorales indica-
dos en la decisión departamental.

Canelones caa-cna

Santa Lucía cba-cbb-cbc

Los Cerrillos cca-ceb

Aguas Corrientes ccb

Las Piedras cda-cdc-cdd

Progreso cdb

La Paz cea

Sauce cfa

Santa Rosa cga

San Jacinto cha

San Ramón cia

Tala cja-cjb

Migues cka

Montes ckb

Soca cla-cld-cle

La Floresta clb-clc

Pando cma

Empalme Olmos cmb

Atlántida cmc

Paso Carrasco cmd

Barros Blancos cme

Ciudad de la Costa cmf-cmi-cmj

Salinas cmg

Parque del Plata cmh

Colonia Nicolich cmk

San Antonio coa

San Bautista cpa

Suárez cqa

Toledo cqb

Cerro Largo

El Gobierno Departamental, por Decreto _
n.° 01/10 del 11 de enero de 2010 (Antecedente 
L), estableció los Municipios de río branco y 
fraile muerto.

El Municipio de Río Branco y sus límites ya se 
encontraban definidos por el artículo 22 de la 
ley n.° 18567. Con respecto a los límites del 
Municipio de Fraile Muerto, corresponde re-
mitirse a los respectivos distritos electorales 
indicados en la decisión departamental.
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Fraile Muerto gfb

Río Branco gda-gdb-gdc-gdc

Florida

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.º 03/10 de 12 
de febrero de 2010 (Antecedente M) estable-
ce Municipios en las localidades de sarandí 
grande y casupá, y determina en forma ade-
cuada sus límites.

Sarandí Grande qca

Casupá qdc

Paysandú

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decretos n.os 6063/10 y 
6064/10 de 12 de febrero de 2010 (Anteceden-
te N) se establecen Municipios en las locali-
dades de guichón, porvenir y quebracho y 
determina en forma adecuada sus límites.

Porvenir kcd-kce-kda-kdb-kdd-kde

Guichón kea-keb-kec-ked

Quebracho kfa-kfc

Río Negro

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 273 de 12 
de febrero de 2010 (Antecedente Ñ), estable-
ce Municipios en las localidades de young y 
nuevo berlín y determina en forma adecuada 
sus límites.

Nuevo Berlín lab

Young lbc-lbd

Rocha

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 5/2010 de 10 

de febrero de 2010 (Antecedente O), establece 
Municipios en las localidades de castillos, 
lascano, chuy y la paloma, y determina en 
forma adecuada sus límites.

La Paloma ecg

Castillos edc

Lascano eea

Chuy efb

Salto

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 6463/10 de 
12 de febrero de 2010 (Antecedente P) esta-
blece Municipios en las localidades de villa 
constitución, pueblo belén, san antonio, 
colonia lavalleja, rincón de valentín y ma-
taojo, y determina en forma adecuada sus 
límites.

Pueblo San Antonio jca

Villa Constitución jdb-jdc-jde

Pueblo Belén jde

Colonia Lavalleja jea-jeb

Pueblo Rincón de Valentín jec

Mataojo jfd-jfe-jff-jfg

San José

La determinación adoptada por el Gobierno 
Departamental según Decreto n.° 3046 de 11 
de febrero de 2010 (Antecedente Q) estable-
ce Municipios en las localidades de libertad 
y ciudad de la costa, y determina en forma 
adecuada sus límites.

Libertad oea-oeb-oeh

Ciudad del Plata oei-oga-ogb-ogc-ogd-oge
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El Senado y la Cámara de Representantes de 
la República Oriental del Uruguay, reunidos en 
Asamblea General,

decretan:

Artículo 1. En el marco de lo establecido por el 
inciso tercero del artículo 1 de la Ley n.º 18567, 
de 13 de setiembre de 2009, y por el artícu-
lo 24 de dicha ley, en la redacción dada por el _
artículo 3 de la Ley n.º 18644, de 12 de febrero 
de 2010, créanse los siguientes Municipios con 
los distritos electorales que se establecen:

Colonia:

Tarariras nbd

Rosario ncb

Nueva Helvecia neb

Carmelo nhb

Nueva Palmira nib

Juan L. Lacaze nlb-nlc

Lavalleja:

José Pedro Varela shd

Solís de Mataojo scc

Soriano:

Dolores mca-mcb

Cardona mfa

Artigas:

Baltasar Brum ica

Tomás Gomensoro icc

Durazno:

Villa del Carmen rcc-rcd

Sarandí del Yi rdc-rdd-rde

Flores:

Ismael Cortinas pbd

	
	 Anexo 4	
	 Ley n.º 18653

(Promulgada el 15 de marzo de 2010)

Municipios y 	
distritos electorales	

Creación



82

Maldonado:

Ciudad de Maldonado daa-dac

Punta del Este dab

Pan de Azúcar dca-dcc

Piriápolis dcb

Solís Grande dcd-dce-dcf

Aiguá ddd-dfa-dfb

Garzón dea-dec

Montevideo:

1

Distritos electorales: 
aaa-aca-aia-aka-ama-apa-ara-asa-ata-ava-avb-
bea-bfa-bjb-bkb

Series electorales fusionadas en dichos distritos: 
aab-aba-abb-acb-ada-adb-aea-aeb-afa-afb-aga-
agb-aha-ahb-aib-aja-ajb-akb-ala-alb-amb-ana-
anb-aoa-aob-apb-aqa-aqb-arb-asb-beb-bfb

2
Distritos electorales: 
atb-aua-aub-axa-axb-aza-azb-baa-bab

3

Distritos electorales: 
bga-bia-bja-bka-bla-blb-bma-bmb-bna-bpa-bpb-
bqa-bqb

Series electorales fusionadas en dichos distritos: 
bgb-bha-bib-bhb

4
Distritos electorales: 
bca-bcb-bcc-bcd-bce-bcf

5
Distritos electorales: 
bda-bdb-bdc-bde

6
Distritos electorales: 
bba-bbb-bdd-bnb-bnc-boa-bob

7
Distritos electorales: 
bra-brb-brc-bza-bzb-bzc

8
Distritos electorales: 
bsa-bsb-bta-btb-btc-bua-bub-bva-bvb-bvc-bxa-
bxb

Rivera:

Tranqueras hcc

Minas de Corrales hdb

Vichadero hfg

Tacuarembó:

Paso de los Toros tfd

San Gregorio de Polanco ted

Treinta y Tres:

Vergara fba

Santa Clara de Olimar fda

Canelones:

Canelones caa-cna

Santa Lucía cba-cbb-cbc

Los Cerrillos cca-ceb

Aguas Corrientes ccb

Las Piedras cda-cdc-cdd

Progreso cdb

La Paz cea

Sauce cfa

Santa Rosa cga

San Jacinto cha

San Ramón cia

Tala cja-cjb

Migues cka

Montes ckb

Soca cla-cld-cle

La Floresta clb-clc

Pando cma

Empalme Olmos cmb

Atlántida cmc

Paso Carrasco cmd

Barros Blancos cme

Ciudad de la Costa cmf-cmi-cmj

Salinas cmg

Parque del Plata cmh

Colonia Nicolich cmk

San Antonio coa

San Bautista cpa

Suárez cqa

Toledo cqb
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Cerro Largo:

Fraile Muerto gfb

Florida:

Sarandí Grande qca

Casupá qdc

Paysandú:

Porvenir kcd-kce-kda-kdb-kdd-kde

Guichón kea-keb-kec-ked

Quebracho kfa-kfc

Río Negro:

Nuevo Berlín lab

Young lbc-lbd

Rocha:

La Paloma ecg

Castillos edc

Lascano eea

Chuy efb

Salto:

Pueblo San Antonio jca

Villa Constitución jdb-jdc-jdd

Pueblo Belén jde

Colonia Lavalleja jea-jeb

Pueblo Rincón de Valentín jec

Mataojo jfd-jfe-jff-jfg

San José:

Libertad oea-oeb-oeh

Ciudad del Plata oei-oga-ogb-ogc-ogd-oge

Artículo 2. A los Municipios a los que refiere 
el artículo 22 de la Ley n.º 18567, de 13 de 
setiembre de 2009, le corresponderán los si-
guientes distritos electorales:

Artigas:

Bella Unión icd-ice-icf

Maldonado:

San Carlos
dba-dbb-dbc-dda-ddb-ddc-ded-
dee-def

Cerro Largo:

Río Branco gda-gdb-gdc-gdd

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, 
en Montevideo, a 11 de marzo de 2010.
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Artículo 50. El Estado orientará el comercio ex-
terior de la República protegiendo las activida-
des productivas cuyo destino sea la exporta-
ción o que reemplacen bienes de importación. 
La ley promoverá las inversiones destinadas 
a este fin, y encauzará preferentemente con 
este destino el ahorro público.

Toda organización comercial o industrial trus-
tificada estará bajo el contralor del Estado.

Asimismo, el Estado impulsará políticas de 
descentralización, de modo de promover el 
desarrollo regional y el bienestar general.

Artículo 77. Todo ciudadano es miembro de la 
soberanía de la Nación; como tal es elector y 
elegible en los casos y formas que se desig-
narán.

El sufragio se ejercerá en la forma que deter-
mine la Ley, pero sobre las bases siguientes:

1.º)	Inscripción obligatoria en el Registro Cí-
vico.

2.º)	Voto secreto y obligatorio. La Ley, por ma-
yoría absoluta del total de componentes 
de cada Cámara, reglamentará el cumpli-
miento de esta obligación.

3.º)	Representación proporcional integral.

[…]

7.º)	 Toda nueva ley de Registro Cívico o de 
Elecciones, así como toda modificación 
o interpretación de las vigentes, requeri-
rá dos tercios de votos del total de com-
ponentes de cada Cámara. Esta mayoría 
especial regirá solo para las garantías del 
sufragio y elección, composición, funcio-
nes y procedimientos de la Corte Electoral 
y corporaciones electorales. Para resolver 
en materia de gastos, presupuestos y de 
orden interno de las mismas, bastará la 
simple mayoría.

[…]

9.º)	La elección de los miembros de ambas 
Cámaras del Poder Legislativo y del Presi-
dente y del Vicepresidente de la Repúbli-
ca, así como la de cualquier órgano para 
cuya constitución o integración las leyes 
establezcan el procedimiento de la elec-
ción por el Cuerpo Electoral, a excepción 
de los referidos en el inciso tercero de este 
numeral, se realizará el último domingo 
del mes de octubre cada cinco años, sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
148 y 151.

	
	 Anexo 5	
	 Constitución de la 	
	 República

(Artículos seleccionados)
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Las listas de candidatos para ambas Cámaras 
y para el Presidente y Vicepresidente de la Re-
pública deberán figurar en una hoja de vota-
ción individualizada con el lema de un partido 
político.

La elección de los Intendentes, de los miem-
bros de las Juntas Departamentales y de las 
demás autoridades locales electivas, se rea-
lizará el segundo domingo del mes de mayo 
del año siguiente al de las elecciones naciona-
les. Las listas de candidatos para los cargos 
departamentales deberán figurar en una hoja 
de votación individualizada con el lema de un 
partido político.

Artículo 86. La creación y supresión de em-
pleos y servicios públicos; la fijación y modifi-
cación de dotaciones, así como la autorización 
para los gastos, se harán mediante las leyes 
de presupuesto, con sujeción a lo establecido 
en la Sección XIV.

Toda otra ley que signifique gastos para el 
Tesoro Nacional, deberá indicar los recursos 
con que serán cubiertos. Pero la iniciativa para 
la creación de empleos, de dotaciones o re-
tiros, o sus aumentos, asignación o aumento 
de pensiones o recompensas pecuniarias, es-
tablecimiento o modificaciones de causales, 
cómputos o beneficios jubilatorios correspon-
derá, privativamente, al Poder Ejecutivo.

Artículo 133. […]

Requerirá la iniciativa del Poder Ejecutivo todo 
proyecto de ley que determine exoneraciones 
tributarias o que fije salarios mínimos o pre-
cios de adquisición a los productos o bienes 
de la actividad pública o privada.

El Poder Legislativo no podrá aumentar las 
exoneraciones tributarias ni los mínimos pro-
puestos por el Poder Ejecutivo para salarios 
y precios ni, tampoco, disminuir los precios 
máximos propuestos.

Artículo 214. El Poder Ejecutivo proyectará con 
el asesoramiento de la Oficina de Planeamien-
to y Presupuesto, el Presupuesto Nacional que 

regirá para su período de Gobierno y lo pre-
sentará al Poder Legislativo dentro de los seis 
primeros meses del ejercicio de su mandato.

El Presupuesto Nacional se proyectará y apro-
bará con una estructura que contendrá:

A)	 Los gastos corrientes e inversiones del Es-
tado distribuidos en cada inciso por pro-
grama.

B)	 Los escalafones y sueldos funcionales dis-
tribuidos en cada inciso por programa.

C)	 Los recursos y la estimación de su produ-
cido, así como el porcentaje que, sobre el 
monto total de recursos, corresponderá 
a los Gobiernos Departamentales. A este 
efecto, la Comisión Sectorial referida en el 
artículo 230, asesorará sobre el porcentaje 
a fijarse con treinta días de anticipación al 
vencimiento del plazo establecido en el in-
ciso primero. Si la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto no compartiere su opinión, 
igualmente la elevará al Poder Ejecutivo, y 
este la comunicará al Poder Legislativo.

	 Los Gobiernos Departamentales remiti-
rán al Poder Legislativo, dentro de los seis 
meses de vencido el ejercicio anual, una 
rendición de cuentas de los recursos re-
cibidos por aplicación de este literal, con 
indicación precisa de los montos y de los 
destinos aplicados.

D)	 Las normas para la ejecución e interpreta-
ción del presupuesto.

[…]

Artículo 215. El Poder Legislativo se pronun-
ciará exclusivamente sobre montos globales 
por inciso, programas, objetivos de los mis-
mos, escalafones y número de funcionarios y 
recursos; no pudiendo efectuar modificacio-
nes que signifiquen mayores gastos que los 
propuestos.

Artículo 216. Podrá por ley establecerse una 
Sección especial en los presupuestos que 
comprenda los Gastos Ordinarios permanen-
tes de la Administración cuya revisión periódi-
ca no sea indispensable.
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No se incluirán ni en los presupuestos ni en las 
leyes de Rendición de Cuentas, disposiciones 
cuya vigencia exceda la del mandato de Go-
bierno ni aquellas que no se refieran exclusiva-
mente a su interpretación o ejecución.

Todos los proyectos de presupuestos serán 
elevados a quien corresponda para su consi-
deración y aprobación, en forma comparativa 
con los presupuestos vigentes.

Artículo 219. Solo se podrán enviar mensajes 
complementarios o sustitutivos en el caso ex-
clusivo del proyecto de Presupuesto Nacional 
y solo dentro de los veinte días a partir de la 
primera entrada del proyecto a cada Cámara.

Artículo 222. Se aplicarán al Presupuesto De-
partamental, en lo pertinente, las disposiciones 
de los artículos 86, 133, 214, 215, 216 y 219.

Artículo 223. Cada Intendente proyectará el 
Presupuesto Departamental que regirá para 
su período de Gobierno y lo someterá a la con-
sideración de la Junta Departamental dentro 
de los seis primeros meses del ejercicio de su 
mandato.

Artículo 224. Las Juntas Departamentales 
considerarán los proyectos de presupuesto 
preparados por los Intendentes dentro de los 
cuatro meses de su presentación.

Artículo 225. Las Juntas Departamentales solo 
podrán modificar los proyectos de presupues-
to para aumentar los recursos o disminuir los 
gastos, no pudiendo prestar aprobación a nin-
gún proyecto que signifique déficit, ni crear 
empleos por su iniciativa.

Previamente a la sanción del presupuesto, la 
Junta recabará informes del Tribunal de Cuen-
tas, que se pronunciará dentro de los veinte 
días, pudiendo únicamente formular observa-
ciones sobre error en el cálculo de los recur-
sos, omisión de obligaciones presupuestales 
o violación de disposiciones constitucionales 
o leyes aplicables.

Si la Junta aceptase las observaciones del Tri-
bunal de Cuentas, o no mediaran estas, san-
cionará definitivamente el presupuesto.

En ningún caso la Junta podrá introducir otras 
modificaciones con posterioridad al informe 
del Tribunal.

Si la Junta Departamental no aceptase las 
observaciones formuladas por el Tribunal de 
Cuentas, el presupuesto se remitirá, con lo ac-
tuado, a la Asamblea General, para que esta, 
en reunión de ambas Cámaras, resuelva las 
discrepancias dentro del plazo de cuarenta 
días, y si no recayera decisión, el presupuesto 
se tendrá por sancionado.

Artículo 226. Vencido el término establecido 
en el artículo 224 sin que la Junta Departa-
mental hubiese tomado resolución definitiva, 
se considerará rechazado el proyecto de pre-
supuesto remitido por el Intendente.

Artículo 227. Los presupuestos departamen-
tales declarados vigentes, se comunicarán al 
Poder Ejecutivo para su inclusión, a título in-
formativo, en los presupuestos respectivos y 
al Tribunal de Cuentas con instrucción a este 
de los antecedentes relativos a sus observa-
ciones, cuando las hubiere.

Artículo 228. La vigilancia en la ejecución de 
los presupuestos y la función de contralor de 
toda gestión relativa a Hacienda Pública, será 
de cargo del Tribunal de Cuentas.

Mientras no se aprueben los proyectos de 
presupuestos, continuarán rigiendo los presu-
puestos vigentes.

Artículo 229. El Poder Legislativo, las Juntas 
Departamentales, los Entes Autónomos y Ser-
vicios Descentralizados no podrán aprobar 
presupuestos, crear cargos, determinar au-
mentos de sueldos y pasividades, ni aprobar 
aumentos en las Partidas de Jornales y Con-
trataciones, en los doce meses anteriores a la 
fecha de las elecciones ordinarias, con excep-
ción de las asignaciones a que se refieren los 
artículos 117, 154 y 295. [Sueldos de legislado-
res e intendentes.]

Artículo 230. Habrá una Oficina de Planea-
miento y Presupuesto que dependerá directa-
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mente de la Presidencia de la República. Es-
tará dirigida por una Comisión integrada con 
representantes de los Ministros vinculados al 
desarrollo y por un Director designado por el 
Presidente de la República que la presidirá.

El Director deberá reunir las condiciones ne-
cesarias para ser Ministro y ser persona de re-
conocida competencia en la materia. Su cargo 
será de particular confianza del Presidente de 
la República.

La Oficina de Planeamiento y Presupuesto se 
comunicará directamente con los Ministerios y 
Organismos Públicos para el cumplimiento de 
sus funciones.

Formará Comisiones Sectoriales en las que 
deberán estar representados los trabajadores 
y las empresas públicas y privadas.

La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación 
de los planes y programas de desarrollo, así 
como en la planificación de las políticas de 
descentralización que serán ejecutadas:

A)	 Por el Poder Ejecutivo, los Entes Autóno-
mos y los Servicios Descentralizados, res-
pecto de sus correspondientes cometidos.

B)	 Por los Gobiernos Departamentales res-
pecto de los cometidos que les asignen 
la Constitución y la ley. A estos efectos se 
formará una Comisión Sectorial que estará 
exclusivamente integrada por delegados 
del Congreso de Intendentes y de los Minis-
terios competentes, la que propondrá pla-
nes de descentralización que, previa apro-
bación por el Poder Ejecutivo, se aplicarán 
por los organismos que corresponda. Sin 
perjuicio de ello, la ley podrá establecer el 
número de los integrantes, los cometidos 
y atribuciones de esta Comisión, así como 
reglamentar su funcionamiento. La Ofici-
na de Planeamiento y Presupuesto tendrá 
además los cometidos que por otras dis-
posiciones se le asignen expresamente así 
como los que la ley determine.

Artículo 262. El Gobierno y la Administración 
de los Departamentos, con excepción de los 

servicios de seguridad pública, serán ejer-
cidos por una Junta Departamental y un In-
tendente. Tendrán sus sedes en la capital de 
cada Departamento e iniciarán sus funciones 
sesenta días después de su elección.

Podrá haber una autoridad local en toda po-
blación que tenga las condiciones mínimas 
que fijará la ley. También podrá haberla, una o 
más, en la planta urbana de las capitales de-
partamentales, si así lo dispone la Junta De-
partamental a iniciativa del Intendente.

La ley establecerá la materia departamental 
y la municipal, de modo de delimitar los co-
metidos respectivos de las autoridades depar-
tamentales y locales, así como los poderes 
jurídicos de sus órganos, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 273 y 275.

El Intendente, con acuerdo de la Junta Depar-
tamental, podrá delegar en las autoridades 
locales la ejecución de determinados cometi-
dos, en sus respectivas circunscripciones te-
rritoriales.

Los Gobiernos Departamentales podrán acor-
dar, entre sí y con el Poder Ejecutivo, así como 
con los Entes Autónomos y los Servicios Des-
centralizados, la organización y la prestación 
de servicios y actividades propias o comunes, 
tanto en sus respectivos territorios como en 
forma regional o interdepartamental.

Habrá un Congreso de Intendentes, integrado 
por quienes fueren titulares de ese cargo o lo 
estuvieren ejerciendo, con el fin de coordinar 
las políticas de los Gobiernos Departamenta-
les. El Congreso, que también podrá celebrar 
los convenios a que refiere el inciso preceden-
te, se comunicará directamente con los Pode-
res del Gobierno.

Artículo 273. La Junta Departamental ejercerá 
las funciones legislativas y de contralor en el 
Gobierno Departamental.

Su jurisdicción se extenderá a todo el territorio 
del departamento.

Además de las que la ley determine, serán atri-
buciones de las Juntas Departamentales:
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1.º)	Dictar, a propuesta del Intendente o por 
su propia iniciativa, los decretos y resolu-
ciones que juzgue necesarios, dentro de 
su competencia.

2.º)	Sancionar los presupuestos elevados a su 
consideración por el Intendente, confor-
me a lo dispuesto en la Sección XIV.

3.º)	Crear o fijar, a proposición del Intendente, 
impuestos, tasas, contribuciones, tarifas y 
precios de los servicios que presten, me-
diante el voto de la mayoría absoluta del 
total de sus componentes.

[…]

Artículo 274. Corresponden al Intendente las 
funciones ejecutivas y administrativas en el 
Gobierno Departamental.

Artículo 275. Además de las que la ley determi-
ne, sus atribuciones son:

1.º)	Cumplir y hacer cumplir la Constitución y 
las Leyes.

2.º)	Promulgar y publicar los decretos sancio-
nados por la Junta Departamental, dictan-
do los reglamentos o resoluciones que 
estime oportuno para su cumplimiento.

3.º)	Preparar el presupuesto y someterlo a la 
aprobación de la Junta Departamental, 
todo con sujeción a lo dispuesto en la 
Sección XIV.

4.º)	Proponer a la Junta Departamental, para 
su aprobación, los impuestos, tasas y 
contribuciones; fijar los precios por utili-
zación o aprovechamiento de los bienes 
o servicios departamentales y homologar 
las tarifas de los servicios públicos a car-
go de concesionarios o permisarios.

Artículo 287. El número de miembros de las au-
toridades locales, que podrán ser unipersona-
les o pluripersonales, su forma de integración 
en este último caso, así como las calidades 
exigidas para ser titular de las mismas, serán 
establecidos por la ley.

Los Intendentes y los miembros de las Juntas 
Departamentales no podrán integrar las auto-
ridades locales.

Artículo 288. La ley determinará las condicio-
nes para la creación de las Juntas Locales y 
sus atribuciones, pudiendo, por mayoría ab-
soluta de votos del total de componentes de 
cada Cámara y por iniciativa del respectivo 
Gobierno Departamental, ampliar las faculta-
des de gestión de aquellas, en las poblaciones 
que, sin ser capital de departamento, cuenten 
con más de diez mil habitantes u ofrezcan in-
terés nacional para el desarrollo del turismo. 
Podrá también, llenando los mismos requisi-
tos, declarar electivas por el Cuerpo Electoral 
respectivo las Juntas Locales Autónomas.

Artículo 297. Serán fuentes de recursos de los 
Gobiernos Departamentales, decretados y ad-
ministrados por estos:

1.º)	Los impuestos sobre la propiedad inmue-
ble, urbana y suburbana, situada dentro 
de los límites de su jurisdicción, con ex-
cepción, en todos los casos, de los adi-
cionales nacionales establecidos o que se 
establecieren.

	 Los impuestos sobre la propiedad inmue-
ble rural serán fijados por el Poder Legis-
lativo, pero su recaudación y la totalidad 
de su producido, excepto el de los adicio-
nales establecidos o que se establecie-
ren, corresponderá a los Gobiernos De-
partamentales respectivos. La cuantía de 
los impuestos adicionales nacionales, no 
podrá superar el monto de los impuestos 
con destino departamental.

2.º)	El impuesto a los baldíos y a la edificación 
inapropiada en las zonas urbanas y subur-
banas de las ciudades, villas, pueblos y 
centros poblados.

3.º)	Los impuestos establecidos con destino a 
los Gobiernos Departamentales y los que 
se creen por ley en lo futuro con igual fi-
nalidad sobre fuentes no enumeradas en 
este artículo.

4.º)	Las contribuciones por mejoras a los in-
muebles beneficiados por obras públicas 
departamentales.

5.º)	Las tasas, tarifas y precios por utilización, 
aprovechamiento o beneficios obtenidos 
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por servicios prestados por el Gobierno 
Departamental, y las contribuciones a 
cargo de las empresas concesionarias 
de servicios exclusivamente departa-
mentales.

6.º)	Los impuestos a los espectáculos públi-
cos con excepción de los establecidos 
por ley con destinos especiales, mientras 
no sean derogados, y a los vehículos de 
transporte.

7.º)	 Los impuestos a la propaganda y avisos 
de todas clases. Están exceptuados la 
propaganda y los avisos de la prensa ra-
dial, escrita y televisada, los de carácter 
político, religioso, gremial, cultural o de-
portivo, y todos aquellos que la ley deter-
mine por mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara.

8.º)	Los beneficios de la explotación de los 
juegos de azar, que les hubiere autorizado 
o les autorice la ley, en la forma y condi-
ciones que esta determine.

9.º)	Los impuestos a los juegos de carreras de 
caballos y demás competencias en que 
se efectúen apuestas mutuas, con excep-
ción de los establecidos por ley, mientras 
no sean derogados.

10)	El producido de las multas:
a)	 que el Gobierno Departamental haya 

establecido mientras no sean dero-
gadas, o estableciere según sus fa-
cultades;

b)	 que las leyes vigentes hayan estableci-
do con destino a los Gobiernos Depar-
tamentales;

c)	 que se establecieran por nuevas leyes, 
con destino a los Gobiernos Departa-
mentales.

11)	Las rentas de los bienes de propiedad del 
Gobierno Departamental y el producto de 
las ventas de estos.

12)	Las donaciones, herencias y legados que 
se le hicieren y aceptare.

13)	La cuota parte del porcentaje que, sobre 
el monto total de recursos del Presupuesto 
Nacional, fijará la Ley Presupuestal.

Artículo 298. La ley, que requerirá la iniciativa 
del Poder Ejecutivo y por el voto de la mayo-
ría absoluta del total de componentes de cada 
Cámara, podrá:

1)	 Sin incurrir en superposiciones impositi-
vas, extender la esfera de aplicación de 
los tributos departamentales, así como 
ampliar las fuentes sobre las cuales estos 
podrán recaer.

2)	 Destinar al desarrollo del interior del país 
y a la ejecución de las políticas de des-
centralización, una alícuota de los tributos 
nacionales recaudados fuera del departa-
mento de Montevideo. Con su producido 
se formará un fondo presupuestal, afec-
tado al financiamiento de los programas 
y planes a que refiere el inciso quinto del 
artículo 230. Dicha alícuota deberá ser pro-
puesta preceptivamente en el Presupuesto 
Nacional.

Disposición transitoria W) Las elecciones in-
ternas para seleccionar la candidatura presi-
dencial única para las Elecciones Nacionales 
a celebrarse en 1999, así como las que tengan 
lugar, en lo sucesivo, y antes de que se dicte 
la ley prevista en el numeral 12) del artículo 77, 
se realizarán de acuerdo con las siguientes 
bases:

[…]

g)	 Quien se presentare como candidato a 
cualquier cargo en las elecciones internas, 
solo podrá hacerlo por un partido político y 
queda inhabilitado para presentarse como 
candidato a cualquier cargo por otro parti-
do en las inmediatas elecciones naciona-
les y departamentales.

[…]

Disposición transitoria Y) Mientras no se dicten 
las leyes previstas por los artículos 262 y 287, 
las autoridades locales se regirán por las si-
guientes normas:

1)	 Se llamarán Juntas Locales, tendrán cinco 
miembros y, cuando fueren electivas, se in-
tegrarán por representación proporcional, 
en cuyo caso serán presididas por el primer 
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titular de la lista más votada del lema más 
votado en la respectiva circunscripción te-
rritorial. En caso contrario, sus miembros 
se designarán por los Intendentes con la 
anuencia de la Junta Departamental y res-
petando, en lo posible, la proporcionalidad 
existente en la representación de los diver-
sos partidos en dicha Junta.

2)	 Habrá Juntas Locales en todas las pobla-
ciones en que ellas existan a la fecha de 
entrada en vigor de la presente Constitu-
ción, así como en las que, a partir de dicha 
fecha, cree la Junta Departamental, a pro-
puesta del Intendente.
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Artículo 57. Compete a las Juntas Locales, 
con excepción de las autónomas, dentro de 
su jurisdicción:

[…]

9)	 Propender a la formación de tesoros loca-
les por suscripción voluntaria, destinados 
exclusivamente a las mejoras y los adelan-
tos de la localidad;

10)	Emplear los recursos que les asigne el 
presupuesto y los que les entregare el In-
tendente, para los servicios y necesidades 
locales;

[…]

12)	Presentar anualmente su presupuesto y el 
plan de sus trabajos dentro de las rentas 
que se le hubieren adjudicado.

	
	 Anexo 6	
	 Ley n.º 9515

(Artículos seleccionados)
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Montevideo, 12 de marzo de 2010.

La Corte Electoral en acuerdo celebrado en el 
día de hoy aprobó la siguiente:

reglamentación de las elecciones munici-
pales

visto que el numeral 9 del artículo 77 de la 
Constitución de la República establece que la 
elección de las autoridades locales electivas, se 
realizará el segundo domingo del mes de mayo 
siguiente al de las elecciones nacionales;

resultando: I) Que el numeral 5) del artículo 
3 de la ley n.° 18567, de 13 de setiembre de 
2009, dispone que, dentro de los principios 
cardinales del sistema de descentralización 
local, se encuentran la «efectividad» y la repre-
sentación proporcional integral.

II) Que por el proyecto de ley sancionado por 
el Poder Legislativo el 11 de marzo de 2010, se 
crearon 86 (ochenta y seis) Municipios en todo 
el país y se ratificó la calidad de tales para los 
de Bella Unión, Río Branco y San Carlos, lo 
que hace un total de 89 Municipios en los que 

se realizarán las elecciones municipales del 
próximo 9 de mayo de 2010.

considerando: I) Que el artículo 322 de la 
Constitución de la República establece que 
a la Corte Electoral le compete «Conocer en 
todo lo relacionado con los actos y procedi-
mientos electorales» y «decidir en última ins-
tancia sobre todas las apelaciones y reclamos 
que se produzcan, y ser juez de las elecciones 
de todos los cargos electivos».

II) Que la potestad reglamentaria de la Corte 
Electoral es de principio en la materia electo-
ral, no obstante lo cual, a texto expreso, el ar-
tículo 6 de la ley n.° 18644, de 12 de febrero de 
2010, establece que la Corte Electoral regla-
mentará la ley en todo lo atinente a los actos 
y procedimientos electorales referentes a las 
elecciones de los Municipios.

III) Que el hecho de que el día 9 de mayo de 
2010 en el mismo acto se celebren dos eleccio-
nes (elecciones departamentales y elecciones 
municipales) con diferentes circunscripciones 
(Departamentos y Municipios, respectivamen-
te) así como que la ley dispone que se voten 
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en hojas separadas obliga a la Corte Electoral 
a evitar que se originen causales de anulación 
de las hojas de votación municipales tomando 
las medidas para que los electores sean ad-
vertidos de que están interviniendo, al mismo 
tiempo, en dos actos eleccionarios.

IV) Que elementales principios de transparen-
cia determinan que la Corte Electoral deba 
impedir que el elector de las elecciones mu-
nicipales sea inducido a error respecto a qué 
Municipio elige, que no es otro que aquel cuya 
determinación cívica integra la serie electoral 
comprendida en el territorio del mismo. En ese 
sentido, la única forma de evitar el error es dis-
poniendo que para cada Municipio exista una 
hoja de votación, sin perjuicio de la pluralidad 
de hojas derivada de lemas y agrupaciones 
políticas diferentes.

atento: a lo expuesto y a la necesidad de dictar 
las disposiciones tendientes a que los actos y 
procedimientos que deben cumplirse con res-
pecto a las referidas elecciones se realicen de 
forma tal que aseguren la debida organización 
de la elección y el conocimiento en tiempo de 
los partidos y agrupaciones políticas.

la corte electoral decreta:

Capítulo I	
De la organización del acto

Artículo 1 (Fecha de las elecciones).

Las elecciones de los integrantes de los Muni-
cipios se realizarán, en un mismo acto con las 
elecciones departamentales de Intendentes y 
Juntas Departamentales el día 9 de mayo de 
2010.

Capítulo II	
De los Municipios

Artículo 2 (De los Municipios donde se cele-
brarán elecciones el 9 de mayo de 2010).

Los Municipios donde se celebrarán eleccio-
nes el 9 de mayo de 2010 serán los siguientes, 

indicándose a continuación el Departamento, 
el Municipio y las series electorales corres-
pondientes a cada uno de ellos:

Montevideo:

Municipios

1

Series electorales: 
aaa-aca-aia-aka-ama-apa-ara-asa-ata-
ava-avb-bea-bfa-bjb-bkb

Series electorales en proceso de 
supresión: 
aab-aba-abb-acb-ada-adb-aea-aeb-
afa-afb-aga-agb-aha-ahb-aib-aja-ajb-
akb-ala-alb-amb-ana-anb-aoa-aob-
apb-aqa-aqb-arb-asb-beb-bfb

2 Series electorales: 
atb-aua-aub-axa-axb-aza-azb-baa-bab

3

Series electorales: 
bga-bia-bja-bka-bla-blb-bma-bmb-
bna-bpa-bpb-bqa-bqb

Series electorales en proceso de  
supresión: 
bgb-bha-bib-bhb

4 Series electorales: 
bca-bcb-bcc-bcd-bce-bcf

5 Series electorales: 
bda-bdb-bdc-bde

6 Series electorales: 
bba-bbb-bdd-bnb-bnc-boa-bob

7 Series electorales: 
bra-brb-brc-bza-bzb-bzc

8
Series electorales: 
bsa-bsb-bta-btb-btc-bua-bub-bva-bvb-
bvc-bxa-bxb

Canelones:

Municipios Series electorales

Ciudad de la Costa cmf-cmi-cmj

Las Piedras cda-cdc-cdd

Pando cma

La Paz cea

Canelones caa-cna

Santa Lucía cba-cbb-cbc

Progreso cdb

Paso Carrasco cmd

Juan A. Artigas cme
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Colonia Nicolich cmk

San Ramón cia

Salinas cmg

Joaquín Suárez cqa

Parque del Plata cmh

Sauce cfa

Tala cja-cjb

Atlántida cmc

Toledo cqb

Empalme Olmos cmb

San Jacinto cha

Santa Rosa cga

La Floresta clb-clc

Migues cka

Los Cerrillos cca-ceb

San Bautista cpa

Soca cla-cld-cle

Montes ckb

San Antonio coa

Aguas Corrientes ccb

Maldonado:

Municipios Series electorales

Ciudad de Maldonado daa-dac

San Carlos
dba-dbb-dbc-dda-
ddb-ddc-ded-dee-def

Piriápolis dcb

Punta del Este dab

Pan de Azúcar dca-dcc

Aiguá ddd-dfa-dfb

Solís Grande dcd-dce-dcf

Garzón dea-dec

Rocha:

Municipios Series electorales

Chuy efb 

Castillos edc

Lascano eea

La Paloma ecg

Treinta y Tres:

Municipios Series electorales

Vergara fba 

Santa Clara de Olimar fda

Cerro Largo:

Municipios Series electorales

Río Branco gda-gdb-gdc-gdd

Fraile Muerto gfb

Rivera:

Municipios Series electorales

Tranqueras hcc

Vichadero hfg

Minas de Corrales hdb

Artigas:

Municipios Series electorales

Bella Unión icd-ice-icf

Tomás Gomensoro icc

Baltasar Brum ica

Salto:

Municipios Series electorales

Villa Constitución jdb-jdc-jdd

Pueblo Belén jde

Pueblo Rincón de Valentín jec

Colonia Lavalleja jea-jeb

Pueblo San Antonio jca

Mataojo jfd-jfe-jff-jfg

Paysandú:

Municipios Series electorales

Guichón kea-keb-kec-ked

Quebracho kfa-kfc

Porvenir kcd-kce-kda-kdb-kdd-kde



95

Río Negro:

Municipios Series electorales

Young lbc-lbd

Nuevo Berlín lab

Soriano:

Municipios Series electorales

Dolores mca-mcb

Cardona mfa

Colonia:

Municipios Series electorales

Carmelo nhb

Juan L. Lacaze nlb-nlc

Nueva Helvecia neb

Rosario ncb

Nueva Palmira nib

Tarariras nbd

San José:

Municipios Series electorales

Ciudad del Plata oei-oga-ogb-ogc-ogd-oge

Libertad oea-oeb-oeh

Flores:

Municipio Series electorales

Ismael Cortinas pbd

Florida:

Municipios Series electorales

Sarandí Grande qca

Casupá qdc

Durazno:

Municipios Series electorales

Sarandí del Yi rdc-rdd-rde

Villa del Carmen rcc-rcd

Lavalleja:

Municipios Series electorales

José Pedro Varela shd

Solís de Mataojo scc

Tacuarembó:

Municipios Series electorales

Paso de los Toros tfd

San Gregorio de Polanco ted

Cada Municipio estará integrado por cinco 
miembros titulares. Los miembros se elegirán 
en circunscripción municipal.

Artículo 3 (De la forma de identificar los Muni-
cipios).

Cada Municipio se identificará con la desig-
nación utilizada en el proyecto de ley referido 
sancionado el 11 de marzo por el Poder Legis-
lativo, salvo los de Montevideo que se identifi-
carán por letras.

Capítulo III	
De los electores y elegibles

Artículo 4 (De los electores). Serán electores, 
en cada Municipio, las personas inscriptas en 
el Registro Cívico Nacional que tengan vigente 
su inscripción en las series electorales com-
prendidas dentro de los límites geográficos 
del territorio de aquel.

Artículo 5 (De los elegibles). Podrán ser elec-
tas para integrar cada Municipio las personas 
inscriptas en el Registro Cívico Nacional que 
tengan dieciocho años cumplidos de edad, 
ciudadanía natural o legal con tres años de 
ejercicio y estén radicadas dentro de los lí-
mites territoriales de aquel, desde tres años 
antes, por lo menos. No será aplicable en las 
elecciones municipales la inhabilitación pre-
vista en el literal g) de la Disposición Especial 
y Transitoria letra W) de la Constitución de la 
República.
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Artículo 6 (Incompatibilidades e inhibiciones). 
A los integrantes del Municipio les serán apli-
cables las incompatibilidades e inhibiciones 
establecidas en los artículos 289 al 294 del 
Capítulo VIII de la Sección XVI de la Constitu-
ción de la República. No podrán integrar los 
Municipios los miembros de la Junta Departa-
mental ni los Intendentes.

Capítulo IV	
De los planes circuitales

Artículo 7 (Del número de electores por cir-
cuito).

En las elecciones municipales a celebrarse el 
día 9 de mayo de 2010 regirá el mismo plan 
circuital de las elecciones departamentales.

Capítulo V	
Del padrón electoral

Artículo 8 (De la composición del padrón elec-
toral).

El padrón electoral será el mismo que el de las 
elecciones departamentales.

Capítulo VI	
De la legitimación para postular 	
candidaturas
Artículo 9 (Legitimación para postular candi-
daturas).

Podrán postular listas para integrar los Munici-
pios las respectivas autoridades de cada par-
tido político, o las agrupaciones nacionales 
o departamentales que hayan obtenido de la 
autoridad partidaria la autorización para el uso 
del lema a todos sus efectos.

Capítulo VII	
De las hojas de votación

Artículo 10 (De la lista de candidatos que debe 
contener la hoja de votación).

La lista de candidatos a integrantes de cada 
Municipio será incluida en una sola hoja de 
votación, separada de las listas de candidatos 
para los cargos departamentales.

Artículo 11 (Del número de candidatos).

El número de candidatos titulares no podrá ex-
ceder de cinco, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo siguiente para el sistema prefe-
rencial de suplentes. El número de candida-
tos suplentes no podrá pasar del triple de los 
titulares.

Artículo 12 (De los sistemas de suplentes).

En las listas de candidatos a cada Municipio 
deberá determinarse el sistema de suplentes 
elegido.

El sistema de suplentes podrá ser preferencial, 
ordinal, respectivo o mixto (artículo 12 de la 
Ley de Elecciones n.º 7812, de 16 de enero de 
1925, con las modificaciones dispuestas por 
el artículo 6 de la Ley n.º 17113, de 9 de junio 
de 1999). El número de candidatos correspon-
diente a cualquiera de estas estructuras no po-
drá superar el número máximo de candidatos 
titulares y suplentes previsto para los cargos 
que se provean por medio de la elección para 
la cual se proponen los candidatos.

En el sistema preferencial de suplentes el nú-
mero de titulares no podrá pasar el cuádruple 
de cinco.

El sistema mixto deberá ordenarse con una 
estructura de suplentes respectivos.

En caso de que no se determine expresamente 
que se ha elegido el sistema mixto de suplen-
tes preferenciales y respectivos, y la lista de 
candidatos aparezca estructurada conforme 
al sistema de suplentes respectivos, se enten-
derá que este último es el sistema elegido.

Artículo 13 (Del Alcalde y del régimen de su-
plencias en el Municipio).

El primer titular de la lista más votada del 
lema más votado dentro de la respectiva cir-
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cunscripción territorial (Municipio) que resulte 
electo y proclamado se denominará Alcalde y 
presidirá el Municipio.

En caso de ausencia temporal o definitiva, el 
Alcalde será sustituido en sus funciones por 
el titular electo y proclamado que le siga en 
la misma lista o, en su defecto, por el primer 
titular electo y proclamado de la segunda lista 
más votada del lema más votado en la circuns-
cripción.

Para los restantes miembros del Municipio 
que se denominarán Concejales, en los casos 
de muerte, incapacidad, renuncia aceptada, 
inhabilidad o cese de los titulares, los suplen-
tes correspondientes los reemplazarán con 
carácter permanente. En los demás casos, 
incluido el Alcalde, reemplazarán automática-
mente a los titulares por ausencia o inasisten-
cia de estos, ocupando el cargo mientras dure 
dicha ausencia o inasistencia.

Artículo 14 (De las dimensiones de la hoja de 
votación).

La hoja de votación será de quince por quin-
ce centímetros para todos los Municipios de 
la República. Se admitirá una tolerancia de un 
centímetro, en más o en menos, en las medi-
das especificadas.

Artículo 15 (De las características de la hoja de 
votación).

La hoja de votación para las elecciones munici-
pales se distinguirá por el lema partidario, que 
debe encabezarla, y llevará un número seguido 
de un guión y una letra de imprenta en mayús-
cula y del mismo tamaño que el número, que 
se determina en la presente reglamentación 
para cada Municipio, ubicados en el ángulo su-
perior derecho, en caracteres claros, de mayor 
tamaño, encerrados todos los elementos en un 
círculo debajo del cual deberán constar, en le-
tras bien destacadas, el nombre del Municipio 
y más abajo y en forma menos destacada el 
Departamento a que corresponde.

En dicho círculo deberán figurar solamente el 
número, el guión y la letra referida, pudiendo 

incluirse otros caracteres, figuras o colores 
siempre que no induzcan a confusión respec-
to a números registrados o reservados por otro 
partido o agrupación política, o interdictados 
por la Corte Electoral. El número, sin el guión y 
la letra, podrá ser el mismo que utilice la agru-
pación o partido para distinguir una hoja de 
votación de la elección departamental.

Podrán utilizarse, además, sublemas (prece-
diendo a la lista de candidatos) o distintivos.

Ni estos ni aquellos podrán contener un núme-
ro, aun cuando este sea expresado en letras.

Esta prohibición no comprende la utilización 
del mismo número, guión y letra que distingue 
la hoja de votación como distintivo en la parte 
inferior de la misma.

Debajo del lema partidario se incluirá en ca-
racteres destacados la expresión «Elección 
Municipal» y, a continuación debajo de ella, la 
advertencia de que solo se computarán los vo-
tos a favor de la lista de candidatos, inserta en 
la hoja, que se emitan por los inscriptos en las 
series electorales del Departamento que se 
identificará correspondientes al territorio del 
Municipio, incluyéndose en forma más desta-
cada las series electorales pertinentes.

Al pie de la hoja de votación, que se imprimirá 
de un solo lado, se hará constar la fecha del 
acto eleccionario y la localidad que se corres-
ponde con el Municipio y el Departamento.

Las letras que deben acompañar al número 
de la hoja de votación de cada Municipio han 
sido determinadas por la Corte Electoral, en 
cada Departamento, siguiendo el abecedario 
del idioma español, de acuerdo al orden de-
creciente del número de habitantes de cada 
Municipio. En el caso del Departamento de 
Montevideo se han ordenado de conforme al 
número de inscriptos habilitados en cada Mu-
nicipio.

De acuerdo a lo expuesto en el inciso anterior, 
y a lo previsto en el artículo 2 del presente re-
glamento, a los Municipios señalados en ese 
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artículo para Departamento de Montevideo 
con números arábigos, le correspondieron las 
siguientes letras:

Municipios Letra

8 a

1 b

3 c

2 ch

6 d

4 e

5 f

7 g

A los Municipios de lo demás Departamentos 
les correspondieron las siguientes letras:

Canelones:

Municipios Letra

Ciudad de la Costa a

Las Piedras b

Pando c

La Paz ch

Canelones d

Santa Lucía e

Progreso f

Paso Carrasco g

Juan A. Artigas h

Colonia Nicolich i

San Ramón j

Salinas k

Joaquín Suárez l

Parque del Plata ll

Sauce m

Tala n

Atlántida ñ

Toledo o

Empalme Olmos p

San Jacinto q

Santa Rosa r

La Floresta s

Migues t

Los Cerrillos u

San Bautista v

Soca w

Montes x

San Antonio y

Aguas Corrientes z

Maldonado:

Municipios Letra

Ciudad de Maldonado a

San Carlos b

Piriápolis c

Punta del Este ch

Pan de Azúcar d

Aiguá e

Solís Grande f

Garzón g

Rocha:

Municipios Letra

Chuy a

Castillos b

Lascano c

La Paloma ch

Treinta y Tres:

Municipios Letra

Vergara a

Santa Clara de Olimar b
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Cerro Largo:

Municipios Letra

Río Branco a

Fraile Muerto b

Rivera:

Municipios Letra

Tranqueras a

Vichadero b

Minas de Corrales c

Artigas:

Municipios Letra

Bella Unión a

Tomás Gomensoro b

Baltasar Brum c

Salto:

Municipios Letra

Villa Constitución a

Pueblo Belén b

Pueblo Rincón de Valentín c

Colonia Lavalleja ch

Pueblo San Antonio d

Mataojo e

Paysandú:

Municipios Letra

Guichón a

Quebracho b

Porvenir c

Río Negro:

Municipios Letra

Young a

Nuevo Berlín b

Soriano
:

Municipios Letra

Dolores a

Cardona b

Colonia:

Municipios Letra

Carmelo a

Juan L. Lacaze b

Nueva Helvecia c

Rosario ch

Nueva Palmira d

Tarariras e

San José:

Municipios Letra

Ciudad del Plata a

Libertad b

Flores:

Municipio Letra

Ismael Cortinas a

Florida:

Municipios Letra

Sarandí Grande a

Casupá b

Durazno:

Municipios Letra

Sarandí del Yi a

Villa del Carmen b

Lavalleja:

Municipios Letra

José Pedro Varela a

Solís de Mataojo b
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Tacuarembó:

Municipios Letra

Paso de los Toros a

San Gregorio de Polanco b

Artículo 16 (Del nombre de los candidatos).

Los candidatos podrán figurar en la hoja de 
votación con su nombre documental o su 
nombre usual, quedando prohibido el uso de 
apodos o alias.

Artículo 17 (De la forma en que debe figurar el 
número).

El número no podrá ser expresado en letras y 
las cifras que lo componen deberán imprimir-
se en caracteres del mismo color y dimensión 
para cada una de ellas.

Esas cifras deben estar a la misma altura, 
guardar la misma separación entre ellas y no 
pueden incluir puntos, comas o guiones, salvo 
el que precede a la letra determinada por la 
Corte Electoral para el Municipio respectivo.

Artículo 18 (De la no admisión de hojas de vo-
tación idénticas).

No se admitirán, para las elecciones munici-
pales, hojas de votación idénticas distinguidas 
con números diferentes. La Junta Electoral 
solo aceptará el registro de la hoja de votación 
que se haya presentado en primer término.

Artículo 19 (De la prohibición de incluir dos nú-
meros diferentes en la hoja de votación).

No es admisible que en las hojas de votación 
se incluyan dos números diferentes.

No queda comprendido en dicha prohibición 
el número difuminado que pueda aparecer 
como fondo de las listas de candidatos, siem-
pre que dicho número no haya sido registrado 
por otro partido o agrupación política, o haya 
sido interdictado por la Corte Electoral.

El número de la hoja de votación a la elección 
municipal podrá coincidir con el número de la 
hoja de votación a la elección departamental 
que presente la misma agrupación, a condi-
ción de que en la hoja de la elección municipal 
aparezca acompañado de la letra que determi-
nó la Corte Electoral separada del número por 
el guión referido.

Artículo 20 (Del derecho de prioridad en el uso 
del número).

La reserva de un número efectuada hasta cin-
cuenta días antes de la elección nacional per-
mite a los partidos o agrupaciones políticas 
usarlo en la elección municipal.

El partido o agrupación política que haya utili-
zado un número en la elección realizada el 31 
de octubre del año 2004 o en la elección de 8 
de mayo de 2005, mantendrá el derecho de 
prioridad sobre su uso hasta cincuenta días 
antes de la elección municipal que se realizará 
el domingo 9 de mayo del año 2010.

El derecho de prioridad que pudiera derivarse 
del uso de un número en las elecciones inter-
nas no podrá invocarse frente a las agrupacio-
nes políticas del mismo partido político que lo 
hayan usado en las elecciones nacionales o 
departamentales o hayan reservado dicho nú-
mero.

El partido o agrupación política que haya usa-
do un número en la elección nacional de oc-
tubre de 2009, podrá volver a utilizarlo en la 
elección municipal, en la forma antes estable-
cida.

Capítulo VIII	
Del registro de las hojas 	
de votación
Artículo 21 (Del plazo para el registro de las 
hojas de votación).

El plazo para el registro de las hojas de vota-
ción vencerá el viernes 9 de abril de 2010 a las 
veinticuatro horas.
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Artículo 22 (De los requisitos para el registro 
de las hojas de votación).

Los partidos políticos y las agrupaciones na-
cionales o departamentales que soliciten ante 
las Juntas Electorales el registro de una hoja 
de votación para las elecciones municipales 
deberán acompañar, por lo menos, cincuenta 
ejemplares impresos de la misma.

Una de las hojas de votación deberá ir autori-
zada por la firma de las autoridades ejecutivas 
del partido o agrupación política registrante.

No se admitirá el registro de una hoja de vo-
tación sin su presentación ante la Junta Elec-
toral del Departamento al que corresponda el 
Municipio. Queda excluida la posibilidad del 
registro de una hoja de votación mediante fax, 
correo electrónico o cualquier medio magné-
tico.

Conjuntamente con los ejemplares impresos 
de la hoja de votación, los partidos o agrupa-
ciones políticas registrantes deberán acompa-
ñar la nómina de la totalidad de integrantes de 
la lista al Municipio indicando nombres y apelli-
dos y serie y número de su credencial cívica.

Artículo 23 (Del rechazo de oficio de las hojas 
de votación).

Las Juntas Electorales están facultadas para 
rechazar de oficio las hojas de votación que 
se presenten para las elecciones municipales 
siempre que adolezcan de defectos formales 
o contengan candidatos que no reúnan los re-
quisitos para ser postulados. El rechazo podrá 
realizarse desde la presentación de dichas ho-
jas y hasta el vencimiento del plazo estableci-
do por el segundo inciso del artículo 16 de la 
ley n.° 7812, de 16 de enero de 1925, con las 
modificaciones dispuestas por la ley n.° 17113 
de 9 de junio de 1999.

Las Juntas Electorales rechazarán de oficio 
el registro de hojas de votación en las que se 
intenten usar como sublema o distintivos, vo-
cablos o símbolos que por razones gramatica-
les, históricas o políticas correspondan a un 

partido político distinto a aquel al que pertene-
ce la agrupación que solicita el registro.

Artículo 24 (De la publicación de las hojas de 
votación).

Las Juntas Electorales publicarán en la carte-
lera de la Oficina Electoral Departamental uno 
de los ejemplares de cada hoja de votación 
registrada dentro de las veinticuatro horas si-
guientes a su presentación.

Artículo 25 (Del plazo de oposición al registro 
de la hoja de votación).

La oposición al registro de la hoja de votación 
podrá deducirse dentro de los dos días hábi-
les siguientes a su publicación.

Artículo 26 (Del plazo para decidir la opo-
sición).

Deducida oposición, si la misma se refiere a 
defectos en la hoja de votación, la Junta Elec-
toral deberá resolverla dentro de las cuarenta 
y ocho horas y notificar la resolución de inme-
diato.

Si la oposición está referida a la lista de candi-
datos y su resolución requiere apreciación de 
los hechos, la Junta Electoral dará vista por el 
término de tres días hábiles a la agrupación 
que pretende el registro y deberá dictar reso-
lución dentro de los tres días hábiles de eva-
cuada la vista.

Artículo 27 (Del plazo para recurrir la resolu-
ción de la Junta Electoral).

El plazo para recurrir la resolución de la Junta 
Electoral respecto al registro de hojas de vota-
ción será de dos días hábiles.

La Junta Electoral debe fallar el recurso dentro 
de los tres días siguientes a su interposición. 
Si mantuviera su resolución se franqueará la 
apelación, elevándose de inmediato los autos 
a la Corte Electoral que los fallará sumaria-
mente y sin ulterior recurso.
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Capítulo IX	
De las Comisiones Receptoras 	
de Votos

Artículo 28 (De las Comisiones Receptoras de 
Votos).

Las Comisiones Receptoras de Votos se inte-
grarán en la forma prevista en los artículos 32 
y siguientes de la Ley de Elecciones n.º 7812 
de 16 de enero de 1925, en la redacción dada 
por el artículo 1 de la Ley n.º 16017 de 20 de 
enero de 1989 y artículo 22 de la ley n.° 17113, 
de 9 de junio de 1999, sus modificativas y 
complementarias.

Artículo 29 (De los Delegados).

Los partidos políticos y las agrupaciones po-
líticas que hayan registrado hojas de votación 
tendrán derecho a designar delegados gene-
rales y un delegado ante cada Comisión Re-
ceptora de Votos.

Para actuar como delegado se requieren las 
mismas condiciones que para ser elector, no 
siendo necesario que tenga vigente la inscrip-
ción en el Departamento.

Los delegados tendrán la carga de presentar 
para su registro las hojas de votación de la 
elección municipal del municipio correspon-
diente al circuito, únicas que serán aceptadas 
por la Comisión Receptora de Votos, y las de-
positarán en el cuarto secreto en compañía 
del Presidente.

En cuanto a la presentación, registro y de-
pósito de las hojas de votación en el cuarto 
secreto los delegados tendrán las facultades 
previstas en los artículos 70, 71, 72 y 74 de la 
ley de elecciones n.° 7812, de 16 de enero de 
1925, con las modificaciones dispuestas por 
la Ley n.° 17113, de 9 de junio de 1999.

Capítulo X	
De la votación

Artículo 30 (De las características del voto y de 
la forma de sufragar).

El voto es personal, obligatorio y en todos los 
casos será secreto. Los electores introducirán 
la hoja de votación correspondiente a cada 
elección en un único sobre de votación. Las 
hojas de votación deberán ser del mismo lema 
partidario.

Artículo 31 (De quienes pueden votar).

En los circuitos urbanos y suburbanos solo 
pueden votar los electores comprendidos en 
el circuito, con las únicas excepciones de los 
miembros de la Comisión Receptora de Votos, 
el custodia y los funcionarios electorales que 
asistan a la Comisión Receptora de Votos, siem-
pre que su inscripción pertenezca al Departa-
mento. En estos últimos casos si su inscripción 
no corresponde al circuito votarán observado 
por no pertenecer al circuito. Si, además, su 
inscripción no corresponde al Municipio, si ese 
fuere el caso, donde está instalado el circuito 
además de votar observado por no pertenecer 
al circuito, sus votos se escrutarán junto con los 
demás correspondientes al Municipio que les 
corresponda, si lo hubiere, a cuyos efectos se 
empaquetarán aparte rotulándose como votos 
fuera del circuito y Municipio de pertenencia.

En los circuitos rurales pueden votar los electo-
res comprendidos en el circuito, los miembros 
de la Comisión Receptora de Votos, el custo-
dia y los funcionarios electorales que asistan a 
la Comisión Receptora de Votos, siempre que 
su inscripción corresponda al Departamento, 
y los electores del Departamento no compren-
didos en el circuito, siempre que su inscripción 
cívica corresponda a una circunscripción rural 
del Departamento y exhiban su credencial cí-
vica. En caso de que se den las circunstancias 
previstas en las dos últimas cláusulas del inci-
so anterior se procederá de igual forma.

Artículo 32 (Del voto de los delegados parti-
darios).

Los delegados partidarios no pueden votar 
fuera del circuito a que corresponde su ins-
cripción cívica, salvo que se encuentren en su 
condición de electores, en la situación previs-
ta en el inciso segundo del artículo anterior.
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Artículo 33 (De quienes no pueden votar en los 
circuitos urbanos y suburbanos).

En la elección municipal a celebrarse el 9 de 
mayo de 2010, en los circuitos urbanos y su-
burbanos no podrán votar quienes invocando 
una inscripción correspondiente al circuito no 
figuren en el padrón ni en el cuaderno de ho-
jas electorales del circuito, si no presentan su 
credencial cívica y de esta resulta que su ins-
cripción pertenece al circuito.

Artículo 34 (De quienes no pueden votar en los 
circuitos rurales).

En la elección municipal a celebrarse el 9 de 
mayo de 2010, no podrán votar en los circuitos 
rurales:

a)	 quienes, invocando una inscripción com-
prendida en el circuito, no figuren en el 
padrón ni en el cuaderno de hojas electo-
rales, si no exhiben una credencial cívica 
perteneciente al mismo;

b)	 quienes exhiban una credencial que de-
muestre la vigencia de su inscripción en 
una circunscripción urbana o suburbana 
del Departamento, salvo los casos previs-
tos en el artículo 30;

c)	 quienes aleguen estar inscriptos en una 
serie rural del Departamento pero no exhi-
ban la credencial cívica que lo acredite (ar-
tículo 79 de la Ley de Elecciones n.º 7812, 
de 16 de enero de 1925, sustituido por el 
artículo 39 de la Ley n.º 17113, de 9 de ju-
nio de 1999).

Artículo 35 (De la emisión del voto de quien no 
figura en el padrón ni en el cuaderno de hojas 
electorales y cuya credencial cívica pertenece 
al circuito).

Se admitirá el voto de toda persona que ma-
nifieste pertenecer al circuito, siempre que 
presente su credencial cívica, aunque su hoja 
electoral no figure en el cuaderno del circui-
to ni su nombre en la nómina de electores _
(artículo 7 de la Ley n.º 16083, de 18 de octu-
bre de 1989).

La comisión receptora deberá observar nece-
sariamente por identidad a quien vote en estas 
condiciones y retener la credencial cívica del 
votante a efectos de remitirla en la urna a la 
Junta Electoral respectiva, para que se proce-
da, si correspondiere, a la regularización de la 
documentación electoral del sufragante.

Se expedirá a quien vote en las condiciones 
precedentes, una constancia que acredite la 
emisión del sufragio en la que se establecerá, 
asimismo, por medio de un sello, que se retiró 
la credencial cívica del votante.

Artículo 36 (De la planilla de votos observados).

En el momento de emitirse un voto observa-
do deberán anotarse en una planilla especial 
destinada a registrarlos, que será común con 
la planilla correspondiente de las elecciones 
departamentales, se llevará en dos ejemplares 
y deberá ser firmada por todos los integran-
tes de la Comisión Receptora de Votos y los 
delegados que lo desearen, los siguientes da-
tos: serie y número de inscripción del votante, 
nombre y apellidos, causal de observación y 
número que le correspondió en la lista ordinal 
de votantes.

Capítulo XI	
Del escrutinio primario

Artículo 37 (Terminación del acto de recepción 
de sufragios).

Terminado el acto de la votación la Comisión 
Receptora de Votos procederá al recuento de 
los votos emitidos, y efectuará el escrutinio 
primario, ajustándose en esta materia a lo dis-
puesto en los siguientes artículos.

Artículo 38 (De la planilla voto a voto).

El tercer miembro de la Comisión Receptora 
de Votos, a medida que se vayan abriendo los 
sobres de la elección departamental y, en su 
caso, municipal, llevará una planilla especial, 
como instrumento auxiliar, en la que se descri-
birá el contenido de cada sobre.
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Artículo 39 (Forma en que la Comisión Recep-
tora de Votos deberá agrupar el contenido ex-
traído de los sobres).

La Comisión Receptora de Votos, a medida 
que vaya abriendo los sobres, irá agrupando 
las hojas de votación en la forma siguiente:

1.º)	Separará las hojas de votación válidas por 
lema partidario, apilándolas en dos sec-
tores para cada uno de ellos: uno con las 
que contienen sus listas de candidatos a 
la elección departamental y otro con las 
que incluyen las listas de candidatos a la 
elección municipal.

2.º)	En otra pila reunirá los sobres que no 
contenían ninguna hoja de votación (en 
blanco), debiendo dejar en el exterior del 
sobre la correspondiente constancia, bajo 
firma de Presidente y Secretario.

3.º)	Conformará otra pila con los sobres cuyas 
hojas de votación fueron anuladas en su 
totalidad, las que se mantendrán abrocha-
das al sobre, luego de que el Presidente 
y el Secretario de la Comisión Receptora 
de Votos hayan firmado cada una de las 
hojas de votación anuladas.

4.°)	 Conformará otra pila con los sobres cuya 
hoja de votación de la elección municipal 
fue anulada por no pertenecer al Munici-
pio correspondiente al circuito, la que se 
mantendrá abrochada al sobre, luego de 
que el Presidente y el Secretario de la Co-
misión Receptora de Votos hayan firmado 
la hoja de votación anulada.

Artículo 40 (Criterio general cuando aparezca 
más de una hoja de votación del mismo lema 
para los mismos cargos).

Siempre que aparezcan en un sobre diversas 
hojas de votación del mismo lema para los 
mismos cargos, antes de depositarlas en la 
pila correspondiente, deberán necesariamen-
te abrocharse.

Artículo 41 (De los casos en los que corres-
ponde la anulación de hojas de votación).

Se anularán las hojas de votación en los si-
guientes casos:

A)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación conteniendo listas de candidatos a 
Intendente y Junta Departamental de dis-
tinto lema que la hoja para las elecciones 
municipales.

B)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación para la misma elección de distinto 
lema.

C)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vota-
ción acompañadas de cualquier elemento 
extraño a la elección (se considerarán com-
prendidos en dicho concepto, las hojas de 
votación correspondientes a otro Departa-
mento, papeles en blanco o manuscritos, 
documentos, pequeños objetos, etc.).

D)	 Si dentro del sobre aparecen hojas de vo-
tación señaladas con cualesquiera signos, 
enmendaduras, testaduras o nombres ma-
nuscritos agregados.

E)	 Si dentro de un sobre aparecen hojas de 
votación idénticas que excedieran de dos.

En los casos precedentemente indicados se 
anularán todas las hojas de votación incluidas 
en el sobre.

Si las hojas de votación idénticas que apare-
cen dentro del mismo sobre no excedieran de 
dos, se validará una, anulándose la otra. Se 
dejará constancia en la hoja de la causa de la 
anulación y se guardará en la urna.

Si dentro del sobre aparece una o más hojas 
de votación correspondientes a otro Municipio 
del mismo Departamento, por excepción solo 
se anularán las hojas de votación correspon-
dientes a las elecciones municipales, validán-
dose, si correspondiere al caso, la hoja o las 
hojas de votación correspondientes a la elec-
ción departamental.

Artículo 42 (Del procedimiento a seguir con las 
hojas de votación anuladas).

El Presidente y el Secretario de la Comisión 
Receptora de Votos firmarán cada una de las 



105

hojas de votación anuladas. Estas se manten-
drán unidas al sobre que las contenía, de for-
ma tal que no desaparezca la individualidad 
del voto emitido por el sufragante.

Artículo 43 (De los casos en los que no proce-
de la anulación).

Las roturas o dobleces que pueda presentar 
la hoja de votación no darán motivo para su 
anulación a menos que por su magnitud o sin-
gularidad demuestren la clara intención del 
votante de violar el secreto del voto.

Tampoco podrán anularse las hojas de vota-
ción con errores de impresión en el nombre o 
nombres de los candidatos.

Artículo 44 (Escrutinio dentro de cada elección).

La Comisión Receptora de Votos practicará por 
separado el escrutinio de los votos emitidos para 
cada elección (departamental y municipal).

Artículo 45 (Del cierre de la urna).

No deben guardarse en la urna las hojas de 
votación de la elección municipal que fueron 
colocadas en el cuarto secreto durante el ho-
rario de votación y que no fueron escrutadas.

Artículo 46 (De los delegados en los escruti-
nios primarios).

Los partidos políticos y las agrupaciones po-
líticas que hayan registrado hojas de votación 
en el municipio podrán designar delegados 
para presenciar y fiscalizar todos los procedi-
mientos inherentes al escrutinio primario.

Artículo 47 (De las personas habilitadas para 
presenciar el escrutinio. Remisión).

Rigen al respecto las mismas normas aproba-
das para las elecciones departamentales.

Artículo 48 (De las constancias del escrutinio).

La Comisión Receptora de Votos emitirá cons-
tancias del escrutinio de la elección municipal 

del circuito, que podrán ser solicitadas por el 
delegado de la hoja de votación más votada 
en la elección municipal de cada partido polí-
tico en el circuito correspondiente, o de la que 
le siguiera en número de votos.

Capítulo XII	
De la entrega a la Junta Electoral 
de una copia del acta de escrutinio 
y de la planilla especial de votos 
observados

Artículo 49 (De la obligación de la Comisión 
Receptora de Votos de entregar dichos docu-
mentos fuera de la urna).

Conjuntamente con la urna y fuera de esta, la 
Comisión Receptora de Votos deberá entregar 
a la Junta Electoral un ejemplar de la planilla 
especial destinada a registrar los votos obser-
vados que será común con la de las eleccio-
nes departamentales y una copia del acta de 
escrutinio de la elección municipal (artículos 93 
y 114 de la Ley de Elecciones n.º 7812, de 16 de 
enero de 1925, sustituidos por los artículos 44 
y 51, respectivamente, de la Ley n.º 17113, de 9 
de junio de 1999).

Capítulo XIII	
Del cómputo de votos emitidos 
para los Municipios

Artículo 50 (De la regla para el cómputo de di-
chos votos a los efectos de la adjudicación de 
cargos).

Se aplicará lo dispuesto por la ley n.° 7912, de 
22 de octubre de 1925.

Para adjudicar los cargos obtenidos por cada 
lema en el Municipio se irá primeramente a los 
sublemas, si se hubieran utilizado, y a las lis-
tas que no tuvieren sublema.

Para la atribución del cargo de Alcalde se es-
tará a lo dispuesto por los dos primeros inci-
sos del artículo 12 de esta reglamentación.
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Capítulo XIV	
De la publicidad electoral

Artículo 51 (De la publicidad electoral en los 
medios de radiodifusión, televisión y prensa 
escrita. Remisión).

Regirán las mismas disposiciones estableci-
das en la reglamentación de las elecciones 
departamentales.

Capítulo XV	
De los recursos electorales 	
y facultades de las 	
Juntas Electorales

Artículo 52 (De las observaciones, reclamos y 
recursos electorales y de la legitimación para 

formular observaciones, reclamos y recursos. 
Remisión).

Regirán al respecto lo dispuesto en los artícu-
los 50 y 51 reglamentación de las elecciones 
departamentales, en lo que fuere pertinente 
para las elecciones municipales.

Comuníquese por Circular a las Juntas Elec-
torales, Oficinas Electorales Departamentales, 
partidos políticos y dese a la prensa.
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Señor Presidente de la
Cámara de Representantes de la
República Oriental del Uruguay.

Los abajo firmantes, ciudadanos inscriptos 
en el departamento de Montevideo cuyos de-
más datos constan al final del presente escri-
to, constituyendo domicilio a estos efectos en 
Tacuarembó 1378, teléfono 4029597, al señor 
Presidente de la Cámara de Representantes 
nos presentamos y decimos:

Que venimos a interponer Recurso de Apela-
ción contra el Decreto n.º 33209 sancionado 
por la Junta Departamental de Montevideo el 
día 17 de diciembre de 2009, en mérito a las 
siguientes consideraciones de hecho y funda-
mentos de derecho que pasamos a expresar:

I.	 hechos.

1)	 El Decreto objeto del presente recurso de 
apelación es el n.º 33209 sancionado por la 
Junta Departamental de Montevideo el día 17 
de diciembre de 2009.

A la fecha no existe conocimiento de promul-
gación expresa por parte del señor Intenden-
te, ni publicación en el Diario Oficial, por lo 
que corresponde considerar que ha operado 
la promulgación ficta del mencionado decreto, 
con fecha 28 de diciembre de 2009.

Por lo tanto y ante el receso parlamentario este 
recurso se interpone en tiempo y forma.

Se acompaña copia del mismo, así como co-
pia del Acta de la sesión de la Junta Departa-
mental en la que fue tratado.

2)	 Las normas constitucionales violadas por 
el acto recurrido son las siguientes: artículos 
223, 262 incisos 2 y 3, 273 numeral 1, 275 nu-
meral 6 y 287.

3)	 En efecto conforme el inciso 2 del artículo 
262 de la Constitución de la República, «podrá 
haber una autoridad local en toda población 
que tenga las condiciones mínimas que fijara 
la ley. También podrá haberla, una o más, en 
la planta urbana de las capitales departamen-
tales, si así lo dispone la Junta Departamental 
a iniciativa del Intendente».

La Ley n.º 18567 en su artículo 1, inciso 2, si-
guiendo ese lineamiento dispone que «cada 
Municipio tendrá una población de al menos 
dos mil habitantes y su circunscripción territo-
rial urbana y suburbana deberá conformar una 
unidad, con personalidad social y cultural, con 
intereses comunes que justifiquen la existencia 
de estructuras políticas representativas y facili-
ten la participación ciudadana».

Al respecto debe tenerse presente lo dispues-
to por la Ley n.º 18308 sobre Ordenamiento _

	
	 Anexo 8
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	 contra decreto 	
	 de Montevideo
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Territorial (artículo 30) que dispone que el suelo 
se podrá categorizar en rural, urbano y suburba-
no, detallándolos en los artículos 31, 32 y 33.

En el mismo sentido el Plan de Ordenamien-
to Territorial de Montevideo, contenido en el 
Decreto n.º 28242 aprobado por la Junta De-
partamental de Montevideo el 10 de setiembre 
de 1998, dispone la zonificación Primaria del 
Territorio Departamental, clasificando el suelo 
en Urbano, Suburbano (o potencialmente ur-
banizable) y Rural.

Si se analiza el Decreto sobre descentraliza-
ción comprobamos que no se tienen en cuen-
ta los criterios antedichos (de la Constitución y 
de la Ley n.º 18567) ya que en su artículo 5 di-
vide al departamento de Montevideo en ocho 
circunscripciones territoriales denominadas 
Municipios de acuerdo a lo que se expresa en 
el anexo 1a, abarcando las zonas urbanas, su-
burbanas y rurales del departamento.

Por tanto es claramente inconstitucional la 
aplicación del Decreto a la zona rural del de-
partamento de Montevideo.

En efecto, como se dijo, la Constitución esta-
blece una autoridad local en toda población 
que tenga las condiciones mínimas que fijara 
la ley y podrá haberla, una o más, en la planta 
urbana. Y la ley habla de circunscripción terri-
torial urbana y suburbana que además deberá 
conformar una unidad…

De esto se infiere que en la zona rural no po-
drá haber una autoridad local y de acuerdo a 
lo que surge del Decreto se prevé para todo el 
departamento de Montevideo (rural y urbano) 
la actuación de varias autoridades locales (el 
Gobierno Municipal integrado por el Alcalde y 
cuatro Concejales, el Concejo Vecinal y el Ca-
bildo). Por tanto, la actuación de una, y en este 
caso más de una autoridad local en la zona 
rural, es inconstitucional.

Ello sin perjuicio de señalar que poco o nada 
tienen que ver por ejemplo las necesidades e 
inquietudes que puede tener un habitante por 
ejemplo de la zona rural de Punta Espinillo 
con un habitante del Cerro de Montevideo, su 
identidad local (entorno, usos del suelo, áreas 
caracterizadas, centralidades y áreas de in-

fluencia, estructuradores viales, equipamien-
tos urbanos y valores patrimoniales son muy 
diferentes); ello por cuanto la realidad rural es 
muy diferente y fue seguramente la razón que 
llevó al Constituyente a disponer que las zonas 
rurales quedaran fuera de la descentralización 
y así fue dispuesto expresa y claramente, con 
el término «planta urbana», que es el que utili-
za el artículo 262 de la Constitución.

Pues bien, entendemos que la zona rural debe 
quedar dentro del ámbito de competencia del 
Gobierno Departamental por tener una identi-
dad propia y diferente, cumpliéndose así con 
los preceptos constitucionales.

4)	 Por otra parte, el inciso 3 del artículo 262 
de la Constitución de la República dispone 
que «la ley establecerá la materia departa-
mental y la municipal, de modo de delimitar 
los cometidos respectivos de las autoridades 
departamentales y locales, así como los pode-
res jurídicos de sus órganos, sin perjuicio de 
lo dispuesto en los artículos 273, y 275, que 
establecen las atribuciones de la Junta Depar-
tamental y del Intendente respectivamente.

Por tanto, de acuerdo a la Constitución, será 
la ley quien delimite los cometidos respectivos 
de las autoridades departamentales y locales, 
por lo que resultan también inconstitucionales 
los artículos 21, 22 y 24 del Decreto que tratan 
esos puntos y que se contravienen a lo previs-
to en la Ley n.º 18567.

En este aspecto también es inconstitucional 
el artículo 16 del Decreto cuando menciona 
que «son cometidos del Alcalde o Alcaldesa, 
sin perjuicio de los que le corresponden como 
Concejal Municipal».

Esa disposición no es correcta ya que al Al-
calde o Alcaldesa no le corresponde ningún 
cometido como Concejal Municipal porque, 
de acuerdo al artículo 3, numeral IV del mismo 
Decreto el Alcalde o Alcaldesa no es un Con-
cejal Municipal.

5)	 El artículo 287 de la Constitución dispone 
que «el número de miembros de las autorida-
des locales, que podrán ser unipersonales o 
pluripersonales, su forma de integración en 
este ultimo caso así como las calidades exigi-
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das para ser titular de las mismas, serán esta-
blecidas en la Ley».

En cuanto a la autoridad local debe precisarse 
la diferencia entre la Ley y el Decreto con res-
pecto a la denominación del órgano, que para 
el Decreto es «Gobierno Municipal» y para la 
Ley es «Municipio», o dicho de otra manera, 
para la Ley y para el Decreto (artículo 3) se 
utiliza la denominación «Municipio» para dos 
cosas diferentes (en la Ley para señalar al ór-
gano y en el Decreto para indicar la circuns-
cripción territorial).

Además la integración prevista en el Decreto 
(artículo 3, numeral III y IV) es diferente a la 
prevista en la Ley n.º 18567. De acuerdo al De-
creto el Alcalde o Alcaldesa presidirá el Go-
bierno Municipal y será el primero o la primera 
titular de la lista más votada dentro de la res-
pectiva circunscripción territorial, y el Concejal 
Municipal es cada uno de los miembros del 
Gobierno Municipal con excepción del Alcalde 
o Alcaldesa.

Según el artículo 11 de la Ley n.º 18567 el «pri-
mer titular de la lista mas votada del lema más 
votado dentro de la respectiva circunscripción 
territorial se denominará Alcalde y presidirá el 
Municipio. Los restantes miembros se deno-
minarán Concejales y serán de carácter hono-
rario».

Como el artículo 287 de la Constitución orde-
na que la integración será establecida por Ley, 
y esta lo previene en su artículo 11, la dispues-
ta por el artículo 3, numeral III y IV del Decreto 
n.º 33209 es inconstitucional.

En cuanto a las calidades exigidas para ser 
titulares de las autoridades locales, tampoco 
se pueden establecer más requisitos que los 
previstos por la Ley n.º 18567.

Así, el artículo 9 del Decreto n.º 33209 dispo-
ne que «para integrar el Gobierno Municipal 
se exigirán los mismos requisitos que para ser 
Edil Departamental y se le aplicará el mismo 
régimen de incompatibilidades y prohibicio-
nes» (lo cual es ajustado con la ley).

Sin embargo, en el mismo artículo, entre los 
requisitos, menciona en el numeral III: «ser na-

tivo o estar radicado en el Municipio corres-
pondiente, desde por lo menos tres años an-
tes de la fecha de la elección respectiva».

En este aspecto la Constitución exige en el ar-
tículo 264 «ser nativo del departamento o estar 
radicado en él desde tres años antes por lo 
menos».

Por tanto en el Decreto se amplían los requi-
sitos porque ahora exige además de en el de-
partamento, estar radicado en el Municipio.

También en su artículo 9, numeral I, el Decreto 
exige 18 años cumplidos, pero no aclara que 
sean cumplidos de edad como lo previene el 
artículo 264 de la Constitución.

En consecuencia no se pueden establecer más 
requisitos que los previstos por la Ley n.º 18567.

6)	 De acuerdo al artículo 223 de la Constitu-
ción cada intendente proyectará el Presupues-
to Departamental que regirá para su período 
de Gobierno y lo someterá a la consideración 
de la Junta Departamental dentro de los seis 
primeros meses del ejercicio de su mandato.

Ahora bien, en el artículo 25 del Decreto se 
establece que la gestión de los Municipios se 
financiará entre otras cosas, con los fondos 
que le destine el Gobierno Departamental, y 
en el artículo 27 que la asignación de recursos 
humanos a cada Gobierno Municipal será de-
cidida por el Gobierno Departamental.

Además el artículo 29 dispone que la Junta de 
Alcaldes se reunirá a los 30 días posteriores a 
la asunción del mandato para presentar sus 
lineamientos estratégicos.

Posteriormente deberán recibir del Intendente, 
y no se sabe dentro de qué plazo, la informa-
ción sobre la estimación de los recursos de-
partamentales que se estaría en condiciones 
de asignar a cada uno de los Gobiernos Muni-
cipales para el quinquenio.

Y recién luego de recibir esa información los 
Gobiernos Municipales disponen de 90 días 
para presentar al Intendente el Plan Municipal 
de Desarrollo, el correspondiente Proyecto de 
Presupuesto Municipal Quinquenal y el Primer 
Plan Operativo Anual.
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Por tanto, de los seis meses que tiene el Inten-
dente para presentar el Presupuesto Quinque-
nal de acuerdo al artículo 223 de la Constitu-
ción, más de cuatro meses se van a emplear 
en todos esos pasos previos, restándole mu-
cho menos de dos meses para tan importan-
te cometido, violándose el plazo establecido 
constitucionalmente.

7)	 En su artículo 23 el Decreto dispone que 
«La Intendencia Municipal de Montevideo re-
mitirá en el plazo de 90 días de aprobado el 
presente decreto un nuevo proyecto de Decre-
to a la Junta Departamental […] La Junta De-
partamental dará su aprobación final al mismo 
antes del 31 de marzo de 2010».

En este punto corresponde señalar que la Jun-
ta no le puede ordenar a la Intendencia que 
presente en un determinado plazo un nuevo 
proyecto de Decreto.

Por el artículo 275, numeral 6 de la Constitu-
ción el Intendente tiene la atribución de pre-
sentar proyectos de Decreto.

Pero además por el artículo 273, numeral I de 
la Constitución será atribución de la Junta De-
partamental dictar, a propuesta del Intendente 
o por su propia iniciativa, los decretos y reso-
luciones que juzgue necesarios dentro de su 
competencia.

Asimismo se hace referencia a 90 días de apro-
bado el presente Decreto, pero se debería es-
pecificar si los 90 días son a partir de la sanción 
del referido Decreto por la Junta o si los 90 días 
son a partir de la promulgación del Intendente 
(artículo 281 de la Constitución de la Repúbli-
ca). Nótese, además, que si los 90 días son a 
partir de la promulgación del Decreto, como 
se dijo el 28 de diciembre de 2009, los 90 días 
vencerían el 28 de marzo de 2010 y la Junta 
Departamental debería dar aprobación final del 
mismo, dentro de los dos días siguientes, o sea 
antes del 31 de marzo de 2010.

De todas formas, en la medida en que un De-
creto le ordena al Intendente elevar una inicia-
tiva en un plazo determinado, se está violando 
el artículo 275, numeral 6 de la Constitución; y 
mientras que no se ejerza esa propia iniciativa 

que se tiene, se viola el artículo 273, numeral 1 
de la Carta Magna.

8)	 En definitiva, por las razones apuntadas, 
conviene a nuestro interés la promoción del 
presente recurso de apelación, el que además 
deberá tener carácter suspensivo por cuanto 
el decreto apelado no tiene por objeto el au-
mento de las rentas departamentales.

II.	 derecho.

Fundamos nuestro derecho en las normas ci-
tadas en el cuerpo de este escrito, en el artícu-
lo 303 de la Constitución de la República y en 
las disposiciones de la Ley n.º 18045, y demás 
normas concordantes, complementarias y mo-
dificativas.

III.	 petitorio.

Por lo expuesto, al señor Presidente de la Cá-
mara de Representantes solicitamos:

1)	 Que nos tenga por presentados, con los 
recaudos adjuntos, constituido el domicilio e 
interpuesto en tiempo y forma el recurso de 
apelación contra el Decreto n.º 33209 de la 
Junta Departamental de Montevideo, de fecha 
17 de diciembre de 2009.

2)	 Que, sin más trámite, se declare la suspen-
sión de la aplicación del Decreto impugnado.

3)	 Que, previo examen de los requisitos de 
admisibilidad, y de las actuaciones que estime 
del caso diligenciar, se expida sobre el recur-
so interpuesto haciendo lugar al mismo y en 
su mérito revoque el Decreto n.º 33209 por ser 
contrario a la Constitución y a la ley.

Primer otro sí decimos: que a todos los efec-
tos de la presente tramitación se autoriza en 
forma indistinta al Dr. Leonardo Monzillo Cos-
ta y a los señores Gerardo Espinosa y Perla 
Lesparre Bell.

Segundo otro sí decimos: que forman parte 
del presente escrito 167 (ciento sesenta y sie-
te) hojas conteniendo 1.886 (un mil ochocien-
tas ochenta y seis) firmas de ciudadanos del 
departamento de Montevideo.

(siguen firmas)
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